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Introducción

Delia Montero Contreras y Bruno Gandlgruber

El interés por las instituciones como elementos centrales del análisis eco-
nómico se ha fortalecido en las últimas décadas. La búsqueda por una com-
prensión sistemática de su papel y formación se ha convertido en una parte 
central de la discusión actual en la teoría económica. El debate continuo en-
tre los diversos enfoques de la economía institucional refleja la diversidad y 
complejidad de esta tarea. A pesar de las diferencias conceptuales, el prin-
cipal acuerdo en todos los enfoques se refleja en el lema “las instituciones 
importan” (institutions matter): las instituciones son elementos centrales 
de las indagaciones económicas en todos los campos, y que su trato super-
ficial y negligente en el pasado era una limitante para la teoría económica 
(Gandlgruber, 2010).

Arreglos institucionales como el mercado, el dinero o los sistemas de me-
dición de pesas y medidas, entre muchos otros, dan orientación a los acto-
res económicos y reducen la incertidumbre de las transacciones que reali-
zan. Los orígenes de la economía institucional como disciplina científica se 
remontan a finales del siglo XIX, con las contribuciones de Thorstein Veblen, 
quien planteaba que la economía debería combinar métodos cuantitativos 
y cualitativos, al revisar la importancia de los hábitos de pensamiento en 
la configuración de patrones de comportamiento y de consumo estables y 
rutinarios. Esta etapa de la vieja economía institucional o Institucionalismo 
Americano, como también se le conoce, tuvo su auge en las universidades 
estadounidenses y otros círculos académicos a principios del siglo XX, y 
duró aproximadamente hasta la crisis de 1929, cuando empezó su declive 
por el creciente dominio del enfoque neoclásico, acelerado por la incorpora-
ción de muchos institucionalistas de renombre en el gobierno del New Deal, 
de Franklin D. Roosevelt (Rutherford, 2001).

Sin embargo, la escuela institucional cobró nuevamente importancia en 
la ciencia económica a partir de la década de los setenta del siglo pasado, re-
conociendo la importancia de las instituciones para un buen funcionamien-
to de los mercados y para explicar las enormes diferencias en el desempeño 
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de las economías a nivel global, aun con estructuras más homogéneas en el 
contexto de la globalización. En esta nueva etapa del desarrollo del pensa-
miento económico-institucional se retomaron elementos clave del pensa-
miento de la fase final del Institucionalismo Americano en los años treinta, 
representado sobre todo por John Commons (la tipología de las transaccio-
nes, Commons, 1990) y Ronald Coase (los costos del uso del mecanismo de 
precios, Coase, 1937). Economistas como Douglass North (el papel de los 
derechos de propiedad y otras instituciones en la historia del capitalismo, 
1995), Oliver Williamson (la economía de los costos de transacción, 1989) o 
Elinor Ostrom (el gobierno de los bienes comunes, 2011) crearon una nueva 
agenda del análisis neoinstitucional de la economía, que sentó las bases 
para ampliar el alcance del enfoque dominante. Pero en particular, los fun-
damentos interdisciplinarios de la obra de Ostrom reflejan también la gran 
diversidad de los enfoques institucionales en la actualidad, que destacan 
por haber ampliado el campo de la ciencia económica establecida y al mis-
mo tiempo haber puesto en duda varios de sus fundamentos y resultados. 
Una parte significativa de la economía institucional se asocia así con la eco-
nomía heterodoxa, que cuestiona las bases filosóficas y teóricas de la eco-
nomía neoclásica (Lee, 2009). Esta heterogeneidad contribuye a la riqueza 
de la perspectiva, pero también a la dificultad de desarrollar un canon de 
investigación más congruente (Hodgson, 2007).

Para arrojar luz y discutir los avances actuales de los estudios institu-
cionales, pero también para discutir los pendientes de esta agenda y desa-
rrollar estudios aplicados a la economía y sociedad mexicanas, se creó, en 
2019, la Red Mexicana de Estudios Institucionales (REMEI), cuyos integran-
tes han contribuido con este libro. En seminarios, conferencias y talleres se 
han generado diversos espacios de discusión e intercambio para todos los 
científicos sociales en México interesados en los estudios institucionales. La 
naturaleza y el papel de las instituciones como sistemas de reglas sociales 
es un tema de investigación que puede abordarse desde diversas disciplinas 
de las ciencias sociales como la economía, la historia, el derecho, la filosofía, 
la ciencia política o la sociología. Los trabajos aquí reunidos, que han sido 
discutidos en eventos de la REMEI, muestran la diversidad de disciplinas y 
enfoques del análisis institucional contemporáneo y los esfuerzos por pro-
fundizar en su aplicación. Todos tienen en común que reconocen la impor-
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tancia de las instituciones como sistemas de reglas sociales para la com-
prensión del comportamiento de los actores, la formación de mercados y 
las intervenciones de los gobiernos en diferentes ámbitos de la economía y 
la sociedad mexicanas. En el contexto mexicano, surgen problemas específi-
cos en la definición y el reforzamiento de las reglas sociales centrales para el 
desarrollo económico, como los temas de la informalidad y la corrupción. En 
estos acercamientos se confirma la gran relevancia del enfoque del análisis 
institucional, basado en su carácter interdisciplinario y su sensibilidad para 
las especificidades sociales y culturales de los problemas económicos en la 
actualidad.

En la primera sección del libro se revisa la configuración de diferentes 
sistemas de asignación de recursos o formación de mercados, con un inte-
rés particular en los derechos de propiedad, los costos de transacción, las 
barreras de entrada y salida, y las formas específicas de coordinación. Se 
aplican diferentes teorías institucionales al sistema nacional de notarios, 
la evolución de los formatos comerciales en la Ciudad de México y al siste-
ma de distribución de recursos hídricos. El primer trabajo de César Octavio 
Vargas Téllez presenta un análisis sistemático de la formación del sistema 
de oficinas de notaría, con base en una revisión de la emergencia de dife-
rentes arreglos que marcan la creación de mercados, entendidos como ins-
tituciones. En “La oferta de notarías públicas en México. Un enfoque neoins-
titucionalista”, el autor aplica diferentes conceptos de la nueva economía 
institucional, en particular la economía de los costos de transacción, para 
comprender características específicas del mercado notarial, como su es-
tructura y el tamaño de las zonas de cobertura o la fijación de precios por 
los servicios que se ofrecen. Esto le permite generar una serie de propuestas 
para modificar las reglas básicas de este mercado en formación y fortalecer, 
por ejemplo, los principios de competencia inmersos. Desde su punto de 
vista, estas modificaciones son necesarias para unificar criterios y mejorar 
su desempeño. 

Delia Montero Contreras presenta en el trabajo “La transferencia de los 
derechos de propiedad del agua al sector privado en México” una reflexión 
sobre la relevancia de diferentes aspectos de la definición de los derechos de 
propiedad para la construcción de sistemas de asignación de recursos hídri-
cos, aspectos sociales y ambientales en el contexto mexicano, así como las 
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consecuencias de un entorno de regulación deficiente. Se discuten las figu-
ras específicas que se han usado para crear derechos de propiedad privados 
sobre recursos naturales, en particular del agua, y algunas de las fallas más 
comunes en este proceso, a consecuencia de una falta de transparencia y de 
la rigidez de intereses creados.

Lourdes Romero Navarrete, en ese mismo tenor, analiza aspectos espe-
cíficos de asignación de derechos de propiedad, usando una metodología 
empírica que nos muestra los efectos de asimetrías en los procesos de ge-
neración de arreglos institucionales para el uso de recursos hídricos en el 
sector agrario en México. Bajo el título “Concesiones de agua y empresaria-
do lechero en La Laguna, Coahuila-Durango”, explica cómo se han generado 
problemas de captura del Estado en el otorgamiento de derechos de acceso 
al agua a los empresarios de la industria lechera. El trabajo también ilustra 
diversos problemas con las jerarquías de normas y diferentes sesgos en su 
aplicación. Como consecuencia, surgen fallas en los mercados que inhiben 
un crecimiento equilibrado del sector y, además, generan diversas violacio-
nes a los derechos básicos de los actores a un acceso seguro y justo al agua 
como recurso fundamental.

Finalmente, el trabajo de Miguel Ángel Gómez Fonseca, “La guerra de los 
formatos comerciales: Small Is Beautiful? - El análisis de estrategias empre-
sariales del abasto básico desde la perspectiva de la economía instituciona-
lista”, nos presenta un análisis institucional del desarrollo del comercio al 
menudeo en México, que explica el surgimiento de nuevos formatos como 
consecuencia de cambios paralelos en los hábitos de vida y de consumo de 
los individuos, por un lado, y los planes de negocios de diferentes tipos de 
empresas, por el otro. Se muestra una especie de bifurcación segmentada 
entre una concentración importante de formatos de gran escala y la prolife-
ración de formatos muy pequeños en respuesta al consumo de corto plazo 
y los negocios de supervivencia en el sector.

La segunda sección del libro se dedica al análisis del papel de las institu-
ciones en ámbitos públicos como la acción colectiva y gubernamental. Los 
tres textos que se presentan se dedican a la creación y transformación de 
sistemas de reglas sociales que guían las estructuras de gobierno en la asig-
nación de recursos federales, el combate a la corrupción y la gestión de la 
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deuda pública. El trabajo presentado por Omar Barragán Fernández, bajo el 
título “Los Cambios en la Metodología de Marco Lógico en el contexto de la 
Nueva Gestión Pública en México durante el periodo 2013-2019: implicacio-
nes financieras de marco lógico en el contexto de la nueva gestión pública 
en México durante el periodo 2013-2019”, consiste en una evaluación de la 
aplicación de las metodologías de marco lógico en el contexto de la nueva 
gestión pública en México, como un instrumento de planeación y evalua-
ción en el sector público, en particular para la asignación y el control de los 
recursos financieros asociados. La difusión de esta metodología se inserta 
en el marco de las reformas “modernizadoras” del Estado introducidas en 
las últimas décadas. En su estudio, el autor detecta una falta de inclusión en 
los programas públicos federales y problemas de selección e integración de 
los participantes. También encuentra una incompatibilidad entre algunos 
de los principios de la metodología y las estructuras y normas imperantes 
en el sector público mexicano.

El texto de José Luis Hernández Mota, con el título “Acción colectiva y 
combate a la corrupción: Análisis estratégico de la participación no institu-
cional”, nos ofrece una mirada innovadora al problema de la corrupción, que 
parte de una comprensión socio-institucional de los patrones de comporta-
miento estables que podemos relacionar con ella. El autor nos muestra la 
importancia de ir más allá de una interpretación lineal del comportamiento 
de los actores como consecuencia de decisiones individuales, en reacción a 
incentivos cuantitativos cuando incurren en actos de corrupción. Se argu-
menta que tanto en el ámbito público como en el ámbito privado se han ge-
nerado estructuras institucionales estables y duraderas para la búsqueda de 
rentas de diferentes grupos de actores, que dificultan cualquier intento de 
combate unidimensional. Al mismo tiempo, sus conclusiones abren nuevas 
vías para una mejor comprensión del fenómeno en México y también para 
la formulación de nuevas estrategias en esta lucha tan relevante.

El siguiente capítulo se relaciona también con la tercera sección del libro, 
enfocado en la importancia de las instituciones para analizar las caracterís-
ticas y el desempeño de sistemas económicos. El trabajo de Ignacio Marceli-
no López Sandoval muestra la importancia de las instituciones para lograr 
un desarrollo y crecimiento sostenido en un país con base en la mejora de 
diversos elementos del marco institucional que determinan la productivi-



12 Delia Montero Contreras / Bruno Gandlgruber

Capitalismo, cambio institucional y comportamiento humano

dad de las actividades económicas. Como lo expresa el título “Importancia 
de los derechos de propiedad y costos de transacción en la competitividad 
y el desarrollo económico”, y siguiendo también el enfoque del neoinsti-
tucionalismo económico, los arreglos institucionales fundamentales a los 
que se refiere son los derechos de propiedad y los costos de transacción. 
Los mercados, como sistemas de transacción, sólo pueden generar empleos 
y productos de calidad si las reglas básicas existentes orientan las decisio-
nes de las empresas de una forma apropiada, generando certidumbre en la 
apropiación de recursos y reduciendo costos en la realización y defensa de 
contratos de todo tipo. 

Bruno Gandlgruber contribuye con un trabajo titulado “Hibridación en 
la variedad mexicana de capitalismo”. Este texto resume la conformación 
original y el desarrollo continuo del enfoque teórico de las variedades del 
capitalismo, desde los antecedentes más importantes, pasando por las ca-
racterísticas del esquema original, hasta los elementos conceptuales que 
se han agregado para poder integrar una propuesta específica de análisis 
del capitalismo mexicano. En la parte final se presentan algunos elementos 
para aplicar este esquema a los procesos de cambio institucional de la eco-
nomía mexicana.

El libro cierra con una novedosa aproximación a los estudios institucio-
nales de parte de Marco Aurelio Jaso Sánchez, quien presenta un trabajo con 
el título “Construcción institucional de futuros: Un análisis bibliométrico 
de coincidencias y divergencias”, donde realiza una revisión bibliográfica 
detallada de la conexión de las teorías institucionales con el ámbito de los 
estudios del futuro. Con base en un análisis sistemático del campo biblio-
gráfico correspondiente, el texto nos muestra cómo la teoría institucional 
influye en la construcción de nuevas agendas de investigación social con 
aplicaciones diversas. Se trata en particular de las tendencias actuales de 
los estudios del futuro y de la anticipación, que se vinculan con las teorías 
de cambio institucional. El texto explora puentes vigentes y posibles entre el 
campo del cambio institucional y los métodos prospectivos que buscan an-
ticipar y modelar el comportamiento futuro de actores y agentes. Un tema 
central en esta intersección conceptual es el estudio de las transiciones am-
bientales y energéticas.
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En conjunto, el libro muestra el creciente interés en la academia mexica-
na por los diferentes enfoques del análisis institucional y la gran capacidad 
que tienen para comprender la evolución de sistemas sociales complejos y 
para concebir nuevas propuestas de orientación de actores, de formas sofis-
ticadas de coordinación entre ellos y de diseño de esquemas de gobernanza 
innovadores. Agradecemos a todos los participantes su esfuerzo de colabo-
ración y esperamos que sea un punto de partida fructífero y semillero de 
nuevas investigaciones y proyectos futuros, con el fin de contribuir en las 
discusiones teóricas y en los acercamientos interdisciplinarios al enfoque 
institucional.

Finalmente queremos agradecer a todos los colaboradores, en particu-
lar al Dr. Rodolfo Palma Rojo Coordinación de Extensión Universitaria de la 
UAM Iztapalapa así como al Licenciado Adrián Valencia de Producción Edi-
torial de la UAM Iztapalapa, por todas las gestiones y apoyo para que esta 
obra llegue a manos de las y los lectores.
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La oferta de notarías públicas en México. 
Un enfoque neoinstitucionalista 

César Octavio Vargas Téllez*

Introducción
En México se ha puesto poca atención al desempeño de las notarías públicas 
y reducir los costos de transacción en que incurren los agentes económicos, 
derivados del intercambio y complejidad económica. Con sus acciones, las 
notarías coadyuvan a la preservación y garantía de los derechos de propie-
dad y al impulso de la inversión privada al minimizar el riesgo e incertidum-
bre inherente al intercambio económico. 

Después de una breve revisión de la literatura presentada en la sección 
uno, se procede a hacer un análisis desde el enfoque de la nueva economía 
institucional sobre los servicios notariales y su relación con la actividad eco-
nómica. Una vez hecha la reflexión teórica sobre la existencia de un merca-
do notarial, en la tercera sección se procedió a conocer la parte de la oferta 
del mercado, a través de la evolución del número de notarías por estado y su 
asociación con algunas variables económicas para entender mejor su des-
empeño y el contexto en que se desenvuelven. Finalmente, en una cuarta 
sección, a través de una reflexión, se proponen recomendaciones para hacer 
más competitivos los servicios notariales.

Entre los resultados encontrados, se encuentra una alta heterogeneidad 
entre notarías, condicionada en buena medida por las diferentes políticas 
de regulación de la oferta, determinadas por cada autoridad federativa, así 
como también por el contexto económico en el que se desenvuelven. Por lo 
tanto, no existe un único mercado notarial en México, éste está fragmenta-
do y hay amplias variaciones en la productividad del personal entre nota-
rias, situación que afecta la competitividad regional en forma diferenciada.

*	 Departamento de Estudios Institucionales, UAM Cuajimalpa. cvargas@cua.uam.mx; https://orcid.org/0000-
0003-1768-4739
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Antecedentes
Existe amplia literatura sobre el grado de eficiencia de los servicios profe-
sionales agremiados a través de Colegios y su impacto en precios, costos 
y calidad de sus servicios. Existe un debate aún no concluyente sobre la 
regulación de los servicios notariales y sus efectos; algunos autores como 
Aruñada (1995, p. 32) y Van den Bergh y Montangie (2006, pp. 189-214) sos-
tienen que la existencia de organizaciones gremiales como los Colegios de 
Notarios reduce las asimetrías de información y homogeneiza la calidad de 
los servicios. 

En su estudio Van den Bergh y Montangie (2006, pp. 189-214) dan cuenta 
de las reformas hechas en el sistema notarial holandés en 1999. Las medi-
das de desregulación consideraron la flexibilización de los precios, aumento 
del número control de calidad dirigida a través del colegio de notarios. Los 
autores dicen que los resultados no son concluyentes en el mejor de los 
casos y sostienen que la liberalización de los servicios tuvo un impacto po-
sitivo sobre la calidad y precios. Sobre este caso, Nahuis y Noailly (2010, pp. 
178-185) encuentran que si bien el nivel de competencia se incrementó en 
2002, no es muy diferente del registrado en 1999. También hay que conside-
rar que tres años no es suficiente tiempo para entender los efectos de esta 
liberación, sobre todo de la reubicación de los notarios por iniciativa propia 
para adecuarse a la demanda, estas decisiones de moverse a otros lugares 
pueden tomar más de tres años en consolidarse. Sobre la calidad, mencio-
nan que la actitud en la prestación del servicio y el tiempo promedio para su 
cumplimiento incluso empeoró. Finalmente, se detecta que pudo haber una 
reducción en la oferta de ciertos segmentos del mercado, lo que significa 
que desaparecieron los subsidios cruzados entre segmentos rentables hacia 
los segmentos menos atractivos y una pérdida de bienestar del consumidor.

Otros autores, en cambio, encuentran que la existencia de asociaciones 
gremiales conducen a un exceso de regulación que inhibe la competencia 
e incrementa precios, por lo que recomiendan liberar el mercado. En este 
sentido se hará un breve recuento de algunos trabajos que han señalado 
estos resultados.

En un estudio para México sobre la regulación de los servicios notariales, 
Estrada et al. (2012, pp. 631-663) encuentran que la existencia de un número 
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menor de notarías per cápita que el promedio internacional tiene un efecto 
inverso sobre el tamaño de las notarías, ya que se aprecia una escala más 
grande, con una posible pérdida de calidad del servicio, ante la imposibili-
dad de que una sola persona, expresada en un solo notario, pueda redactar 
todos los documentos. Así, los resultados encontrados sostienen la hipóte-
sis de que la escasez de notarios incrementa las utilidades a costa de una 
menor penetración de sus servicios en la población.1 El estudio señala que 
la “utilidad promedio de una notaría se reduciría en 34.8% si la densidad 
promedio de notarios fuera similar a los tres estados con mayor densidad 
del país” y propone que “la competitividad de las notarías mejoraría con 
reformas que eliminen restricciones al número y ubicación de notarios”. 

En otro análisis sobre las condiciones de competencia de los servicios 
notariales en el entonces Distrito Federal, el autor Marcos Ávalos (2015) exa-
mina las barreras a la entrada que pudiesen existir en el mercado notarial 
de la hoy Ciudad de México. A través de la teoría de los mercados contesta-
bles o de impugnación del mercado, lo que significa que en industrias mul-
tiproducto la oferta de alguno de ellos puede modificarse al entrar y salir 
fácilmente del mercado con algún nuevo producto, sin apenas incurrir en 
costos, llega a la conclusión de que en  cuatro de siete segmentos2 de servi-
cios notariales se permite la “impugnación” o “contestabilidad” al mercado 
a través de los servicios de corretaje público, debido a que estos tienen la 
restricción de circunscribir sus servicios al ámbito mercantil, además di-
fiere de que se trate de mercados relevantes distintos y en consecuencia 
afirma que hay una barrera legal de entrada al mercado, donde la figura de 
corredor público está limitada por la legislación. Finalmente, en un análisis 
sobre el perfil de los demandantes de servicios notariales, el autor llega a la 
conclusión de que individuos con altos ingresos y nivel educativo valoran 
y demandan más estos servicios, en buena medida porque valoran más la 
“certeza jurídica”, ante ellos propone la creación de notarías de “bajo costo”. 

Otro estudio de las notarías de la Ciudad de México contrasta en sus 
conclusiones respecto al estudio anterior. La investigación se centra en 
identificar barreras a la entrada en el mercado de la Ciudad de México y 

1 	 Estrada et. al., p. 649.
2 	 Servicios por segmento de mercado: fedatarios públicos de actos, derecho mercantil y corporativo, dere-

cho inmobiliario, derecho civil, perito valuador, asesor jurídico y agente mediador.
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la existencia de poder de mercado. El autor Pavón-Villamayor, a través de 
una deducción teórica, no encuentra en los costos de entrada al mercado 
una barrera, argumentando que los costos son homogéneos para todos los 
potenciales aspirantes a notarios. Lo mismo sucede con los exámenes de 
acceso, los cuales denomina “mecanismo de control”, finalmente la restric-
ción del número de notarías definidas por los gobiernos no tienen un efecto 
sobre la oferta de servicios, debido a que se argumenta que las notarías tie-
nen una amplia elasticidad en su oferta de servicios, por lo que son capaces 
de ampliarla fácilmente si así fuese requerido por el mercado. En cuanto 
al poder de mercado, el autor calculó el Índice de Lerner de los precios de 
seis diferentes tipos de servicios3 para tres notarías del entonces Distrito 
Federal y encuentra valores positivos del Índice de Lerner para casi todos 
los servicios, con la excepción de testamentos y poderes y ratificación de 
firmas, donde claramente los costos son mayores a los precios. De ello, el 
autor concluye la existencia de subsidios cruzados entre servicios para una 
misma notaría, lo que difícilmente sostiene el argumento de uso de poder 
de mercado. Lo anterior es un resultado importante, pero lo cierto es que un 
estudio sobre sólo tres notarías de un universo de más de 4 000 y circuns-
crito sólo a la Ciudad de México no puede tener resultados concluyentes ni 
generalizados para todo el país, incluso ni para su área metropolitana.

Análisis Económico de las Notarías
La existencia de notarías públicas fortalece los derechos de propiedad, ayu-
da a minimizar los costos de transacción, contribuyendo a generar un am-
biente propicio para el crecimiento de inversión privada. Para ello es impor-
tante hacer un breve análisis teórico sobre el contexto e implicaciones de 
las funciones notariales. 

La figura de notario público en México se circunscribe dentro del sistema 
jurídico latino4 en su versión latinoamericana. Un notario es un fedatario 
que da fe pública de actos y hechos jurídicos que las partes le solicitan. Ello 
implica redactar, expedir y conservar documentos que tienen valor proba-
torio como instrumentos públicos en caso de litigio. El poder conferido al 
3 	 i) Cancelación de gravámenes, ii) Testamentos, tutor cautelar y voluntad anticipada, iii) Poderes, ratific-

cionesy ratificación de firmas, iv) Trámites sucesorios, v) Fe de hechos y notificaciones, vi) Sucesiones.
4 	 Si bien es un tema no exento de debate, existen en el mundo cinco sistemas jurídicos, el latino, el anglo-

sajón, socialista o en transición, islámicos y mixtos (mezcla de diferentes sistemas).
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notario es delegado por el Estado, por lo que ejerce una función pública y es 
un servidor público desde un ejercicio profesional privado. 

La validez jurídica otorgada por el notario contempla operaciones de 
traslado de dominio, constitución de hipotecas, testamentos, constitución 
de sociedades, otorgamiento de poderes, cotejos y certificaciones, reconoci-
miento de firmas y actas de fe de hechos. De lo anterior se desprende que 
la mayor parte del ámbito de trabajo del notario es en la esfera civil, en con-
creto el ámbito inmobiliario, sucesorio, societario, corporativo y mercantil; 
además de su papel como fedatario público, en la certificación y transaccio-
nes, de hechos civiles, mercantiles, laborales, agrarios y de todo tipo (Dávila 
et al., 1998). 

Al ser los notarios facultados por el Estado mexicano, estos tienen la 
capacidad de generar certeza legal sobre los actos transaccionales entre 
particulares, lo que sin duda disminuye los costos de transacción y genera 
certidumbre jurídica y económica. De acuerdo a un estudio hecho por la 
Comisión Federal de Competencia Económica (Cofece), el cual considera los 
censos económicos de 2004, las actividades que más generaron ingreso a 
los notarios fueron las siguientes: traslación de dominio e hipotecas de in-
muebles (49.8%), testamentos (12.8%), otorgamiento y cancelación de pode-
res (12.5%), cancelación y revocaciones notariales (5.9%), protocolizaciones 
(5.6%), constitución de sociedades (4.4%), cotejos y certificaciones (3.6%).

De lo anterior se desprende que prácticamente la mitad de los ingresos 
notariales están relacionados con el registro de la propiedad. Hay cinco costos 
involucrados5 en el registro de la propiedad, el segundo más alto con el 22% es 
el de los honorarios notariales, según el Doing Business en México. Estos costos 
varían ampliamente entre entidades, pueden representar hasta un 3.2% del 
valor de la propiedad cómo en el Estado de México, porcentaje bastante signi-
ficativo. En la medida en que se abaraten estos costos, la formalización de los 
derechos de propiedad sobre un bien inmueble se generalizará ampliamente 
y le dará certeza patrimonial y seguridad jurídica a la población.

En el caso de constitución de empresas, concretamente la fase en donde 
se otorga personalidad jurídica a la sociedad mercantil y se autoriza su ope-
ración, es necesario un fedatario público para su registro y se puede acudir a 
5	 Impuesto sobre Adquisición de Bienes Inmuebles (Insabi), honorarios notariales, inscripción, avalúo y 

otros.
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dos figuras: notarías públicas y corredores públicos. De acuerdo a un estudio 
del Banco Mundial (Doing Business en México 2016), el costo de este trámite 
es cuatro veces superior al promedio de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico (OCDE), donde la mayor parte de ese costo de 
apertura se debe a los honorarios de los notarios. En prácticamente la mitad 
de las entidades federativas (16) los honorarios por lo servicios notariales 
están vinculados a un porcentaje del capital de la empresa. Sin duda, los 
altos honorarios repercuten sobre el nivel de las empresas formales en la 
medida que se abarate su apertura, muchas empresas se tornarán formales 
con las consecuencias positivas sobre empleo y las finanzas públicas. 

Es interesante ver cómo la figura de corredor público queda muy limitada 
frente a la del notario, porque si bien los corredores pueden actuar como fe 
datarios en constitución de sociedades y protocolizaciones, muchas veces 
se hacen de manera conjunta con el otorgamiento de poderes y certificacio-
nes, lo que implica que los demandantes de servicios se decanten por sólo 
una figura, la del notario, como es el caso de la apertura de empresas. 

El “documento privado”, como lo llaman algunos notarios críticos de la 
labor de los corredores públicos, es una buena opción para agilizar y aumen-
tar la competencia y facilidad para hacer negocios; sin embargo, para evitar 
las críticas y riesgo de falta de reconocimiento jurídico (Siri García, 2005, p. 
299), es importante hacer cambios en las competencias y alcances de los 
corredores públicos para darles más atribuciones. 

La organización y el ámbito en que se desenvuelven las notarías públicas 
en México están en un hibrido entre un mercado de servicios profesionales, 
guiado por criterios competitivos, por un lado; y por otro, como pieza impor-
tante del sistema legal, el cuál hasta cierto punto actúa como un asignador 
de recursos que sustituye al mercado y donde la regulación es fundamental 
para controlar las fallas del mercado.

Derivado de ello, a las herramientas de análisis económico tradicionales 
usadas en el estudio de los mercados competitivos, hay que conjugarlas 
con los elementos del enfoque de la Nueva Economía Institucional (NEI) y 
en especial los costos de transacción propuestos por Ronald Coase (1937, 
pp. 387-405) y que han sido fundamentales para el Análisis Económico del 
Derecho (AED).
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Desde esta perspectiva, una de las contribuciones más importantes del 
análisis económico del derecho es la reducción de los costos de transacción, 
donde los notarios contribuyen notablemente a hacerlo, sobre todo a través 
del control o minimización de los costos de búsqueda, de información, de 
negociación, de control y ejecución.

La acción notarial ofrece elementos de tipo técnico que hacen reducir los 
costos de transacción, como la estandarización de sus criterios de actua-
ción, a través de la coordinación de un ente centralizador y regularizador, 
como bien puede ser en el caso de México, el Colegio de Notarios. Su acción 
reduce los costos de información, es por ello que el sistema notarial juega 
un importante papel sobre el control de los costos de transacción durante 
el intercambio y donde el papel de las notarías facilita la ejecución de con-
tratos, ya que la complejidad de los intercambios en el sistema económico 
necesita de contratos que sean avalados por figuras jurídicas con reconoci-
miento de ambas partes.

Considerando el análisis de Aruñada (1995, p. 19), donde clasifica a las 
funciones notariales con un carácter mixto, en un punto intermedio entre lo 
funcionarial y lo profesional, y en consecuencia se ubica a la notaría pública 
como un productor simultáneo de servicios públicos y privados. 

En el caso de los servicios públicos, se generan beneficios a terceros, en-
tendidas como externalidades positivas, puesto que el cobro de tales bene-
ficios es muy difícil de poner en la práctica, pues quienes los disfrutan son 
agentes económicos desconocidos, quienes frecuentemente son contratan-
tes futuros de servicios notariales. La inviabilidad de su cobro no genera 
incentivos suficientes para que el servicio sea proveído y supeditado a las 
libres fuerzas del mercado, de tal suerte que la oferta de servicios no alcan-
za niveles suficientes de oferta, justificándose la intervención del mercado 
a través de figuras mixtas como son las notarías.

Las externalidades generadas son de dos tipos: “jurídicas” y “judiciales”6 

Las externalidades “jurídicas” derivan del control legal por parte del notario, 
de los documentos que autoriza y valida, y ello lleva a que los notarios se 
conviertan en “controladores” de la legalidad y su acción sea vista como una 

6	 Aruñada (1995, p. 22).
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medida ex ante, ante la previsión de problemas jurídicos generados ex post 
en su ausencia y que conlleva mayores costos de transacción. 

Por su parte, las externalidades “judiciales” surgen en el momento en 
que el notario, al dar fe pública y ejercer control de la legalidad, otorga una 
eficacia probatoria a los documentos, derivada de su calidad y homogenei-
dad. Ello reduce los costos contractuales, estos últimos muy importantes en 
presencia de costos de transacción. Así los efectos externos públicos tienen 
un impacto relevante en la reducción de los litigios, debido a la calidad de 
la información notarial, reduciendo así la demanda de servicios judiciales, 
contribuyendo a lo que se ha denominado paz jurídica y en consecuencia 
un ahorro del gasto público destinado al sistema judicial. Lo anterior conlle-
va a una reducción significativa de la incertidumbre, factor importante en 
las decisiones de inversión privada. 

Además de que la producción notarial es un insumo esencial en los pro-
cesos judiciales para coadyuvar al buen funcionamiento del sistema judi-
cial. En este sentido, los costos judiciales se ven reducidos si los servicios 
tienen una calidad homogénea a través de una estandarización, sustentada 
por normas y reglamentos propuestos a través de los colegios y asociacio-
nes notariales. Esta homogeneización del servicio permite reducir los costos 
de transacción que surgen entre notarios y clientes o entre clientes que acu-
den a un árbitro notarial, y minimiza el riesgo de una actuación discrecional 
y la incertidumbre que ello conlleva. 

Es importante reflexionar que la homogeneización en la calidad del servi-
cio difícilmente se puede garantizar bajo un sistema de libre competencia en-
tre “empresas” de servicios notariales. Considerando la generación de exter-
nalidades arriba mencionadas, se infiere que no sólo se está ante un simple 
conjunto de “consumidores”, sino ante un sistema judicial y ante contratan-
tes anónimos y que son afectados por las externalidades positivas y donde la 
heterogeneidad en la calidad de los servicios se percibe de manera negativa. 

Si se analizan con cuidado a los servicios notariales7 como facilitadores y 
elaboradores de contratos privados, los cuales contribuyen a la reducción 
de los costos de transacción, una organización como el gremio notarial, a 
través de un colegio o asociación nacional, es más adecuada que cualquier 

7	 Servicios de asesoramiento, conciliación, documentación, diseño contractual y fe pública.
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otra forma de organización, como pudiera ser la simple competencia. Así, la 
asimetría de la información que surge en la interrelación ya antes expuesta 
entre los notarios y sus demandantes de servicios, puede ser un ejemplo. “Si 
bien tal asimetría informativa no justifica por sí misma la exclusividad de 
que goza el notariado, sí contribuye a explicar la existencia de restricciones 
verticales, entre ellas las de precios”.8 La imposición de precios desde una 
unidad central, como son los topes sobre aranceles por parte de los cole-
gios (estatal y nacional) de notarios, la existencia de subvenciones cruzadas 
entre clientes y tipos de servicios notariales y los exhortos por parte de los 
colegios a atender de manera correcta a los clientes mal informados o con 
desventaja informativa son acciones que mitigan los efectos negativos de la 
asimetría de la información sobre la calidad de este tipo de servicios. Lo an-
terior no ha significado la existencia de una cercana regulación por parte del 
Estado hacia los gremios notariales, y sobre todo es importante empezar a 
homogeneizar las decisiones sobre la oferta de notarías, los requisitos para 
ser notario, sobre todo para eliminar las barreras legales que se han erigido 
en torno a estas decisiones, tal como lo encontró la investigación conducida 
por Ávalos (2015). 

Por otro lado, la actividad notarial puede ser eficiente, considerando que 
genera economías de alcance y economías de escala. Las primeras surgen 
cuando se generan diferentes productos y los insumos de producción se 
comparten, puesto que las funciones públicas y privadas se basan sobre 
los mismos actos y documentos, se emplea el mismo personal y recursos, 
y entonces los costos de producción se reducen, derivando en economías 
de alcance. Por su parte las economías de escala derivan de la existencia de 
una entidad central, como lo son los colegios de notarios, que “permite que 
en ciertas actividades surjan economías de escala, como son los procesos de 
selección de los notarios, el control de calidad de los servicios, la formación 
e información de los colegiados, la vigilancia de las restricciones competi-
tivas cuyo incumplimiento podría afectar la homogeneidad del servicio”.9

Además de mantener cierta homogeneización en la calidad de los servi-
cios, las restricciones verticales a la competencia, como son la fijación de los 
precios de reventa, las ventas atadas y la exclusividad territorial, permiten 

8	 Aruñada, (1995, p. 32).
9	 Aruñada, (1995, p. 36).
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generar precisamente estas economías de alcance y de escala, posibilitando 
el no encarecimiento de los servicios, que de otra forma harían de los servi-
cios notariales inalcanzables para muchos sectores de la sociedad.

Estructura de la oferta notarial
En esta sección se hace un análisis de la evolución de la oferta notarial y 
contrastará con los criterios que hay en cada entidad federativa y sus efec-
tos sobre la oferta. Para ello se asociarán variables como el crecimiento de 
la población, el ingreso per cápita, el tamaño de la localidad y la evolución 
y estructura de la oferta de notarías. Lo que se busca es saber si existen 
criterios lógicos desde el punto de vista económico para definir la oferta de 
notarías que cada entidad federativa ha seguido.

Así es como primero se buscaron variables que pudieran determinar la 
lógica de la existencia de notarías en las 32 entidades federales del país, 
para ello se hizo un análisis de correlación simple entre el número de nota-
rías por estado y la superficie del estado, la densidad poblacional y la cali-
dad de vida, medido a través del Índice de Desarrollo Humano Estatal (IDH)10 

y el número de habitantes de cada estado. 

Tabla 1.

Fuente: Elaboración propia con datos del Colegio Nacional de Notarios, CONAPO e INEGI

De acuerdo con los resultados expresados en la Tabla 1, se observa que prác-
ticamente no existe correlación entre el número de notarías a nivel estatal 
y el tamaño respectivo de cada territorio, en tanto sí hay un 30% de corre-
lación con la densidad poblacional (tamaño territorial respecto a la pobla-

10 El IDH está compuesto por un índice de educación, que mide los años promedios de educación y años espe-
rados de educación, un índice de ingreso, el cual captura el ingreso per cápita anual en dólares, medidos 
por el poder de compra (PPC) y un índice de salud, medido por la tasa de mortalidad infantil.
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ción). Mientras que la correlación con la calidad de vida (IDH) aumenta a 
35%, lo que sugiere que un factor que puede explicarlo es el nivel de acti-
vidad económica expresado a través del ingreso per cápita. Finalmente se 
encuentra un fuerte factor de correlación de 68% con respecto al tamaño de 
la población.

Para conocer la evolución de la oferta notarial se construyó una base da-
tos que registra el número de notarías públicas para un período de trece 
años, teniendo como referencia los años 2004, 2009, 2014 y 2017 con datos 
del Directorio Estadístico Nacional de Unidades Económicas (DENUE) del 
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Historia (INEGI) y el Colegio de 
Notarios de México, contrastando y compatibilizando ambas fuentes (Tabla 
2).

En este periodo se aprecia que el número de notarías tuvo un crecimien-
to a nivel nacional de 56.3%, sin embargo, hay variaciones muy importantes 
entre las 32 entidades federativas.

Sólo cuatro entidades tuvieron menos notarias al final del período, des-
tacando Jalisco, donde se registró prácticamente un tercio menos (34.5%). 
En el otro extremo ocho entidades más que duplicaron la oferta notarial, 
destacando Chiapas (343%) y Quintana Roo (308%) que la triplicaron.

Tabla 2.
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Para entender mejor evolución del número de notarías, se buscó asociar-

Fuente: Inegi - DENUE y Colegio Nacional de Notarios
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la con la evolución del producto interno bruto (PIB) estatal y de la población 
local. En la mayoría de los casos el número de notarías creció mucho más 
que la economía, sí bien, a nivel nacional la diferencia no parece muy abul-
tada, puesto que la economía lo hizo en 34.2% y las notarías presentan una 
tasa 56.3%, cuando se revisa cada estado hay enormes disociaciones (Tabla 
A1 Anexo).

Figura 1.

Uno de los casos más dramáticos lo presenta Chiapas, donde su PIB, en el 
período de estudio, creció apenas 14.3% y el número de notarías lo hizo en 
343.4%. En la Figura 1 se puede observar claramente cómo en la mayoría de 
los casos el crecimiento del número de notarías es mucho más dinámico 
que el crecimiento del PIB, con contadas excepciones, donde sí hay una aso-
ciación cercana, tales son los casos de Guerrero, Michoacán, Nayarit, Nuevo 
León y Sinaloa. En contraste, Jalisco confirma una relación inversa, con un 
crecimiento del PIB en el período del 43% y una disminución en el número 
de notarías del 34.5%.
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Para conocer el potencial económico de las notarías, se relacionó el ta-
maño de las economías locales y el número de notarías para el último año 
disponible que es 2017. Como era de esperarse, las notarías de la Ciudad 
de México, a pesar de su amplio número, se encuentran en primer lugar 
nacional con $13 636 millones de pesos per cápita; en contraste las notarías 
de Chiapas apenas cuentan con una décima parte del registrado por las no-
tarías de la capital del país, con una cantidad per cápita de $1 413 millones 
de pesos. La amplia distancia se explica en la fuerte dinámica de apertura 
de notarías que Chiapas registró en los últimos 13 años, porque estados con 
economías pequeñas como Morelos y Guerrero se ubican respectivamente 
en el quinto y séptimo lugar a nivel nacional en la relación PIB/ notarias; la 
diferencia es que estos estados han mantenido una política de apertura de 
notarías mucho menos dinámica (Figura 2).

Figura 2.
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Dado lo anterior, se buscó una asociación entre la dinámica poblacional 
y el número de notarías. Se repite el patrón de un mayor crecimiento del 
número de notarías en contraste con la dinámica poblacional, toda vez que 
mientras la población promedio nacional creció tan sólo 20.8%, las notarías 
lo hicieron en 56.3%. 

Figura 3.

Haciendo una revisión por entidad, la Figura 3 muestra que éste patrón a ni-
vel nacional se repite a nivel estatal, con la excepción de unos pocos estados 
donde la dinámica poblacional fue mayor que el número de notarías, como 
son los casos de Aguascalientes, Campeche, Colima, Durango, Guanajuato, 
Guerreo y Zacatecas. De nuevo Jalisco destaca fuertemente por la disocia-
ción negativa entre crecimiento de la población y notarías. 

Las variaciones entre estados se hacen más evidentes en la Figura 4 cuan-
do se relaciona la población estatal con el número de notarías. Así, mientras 
la media nacional registra aproximadamente 29 000 habitantes por notaria, 
en los extremos se ubica Tamaulipas con casi 11 000 habitantes y Guerrero 
con casi 98 000. 
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La amplia variación entre entidades habla de que no hay un solo mer-
cado notarial nacional y homogéneo, sino 32 mercados notariales, muchas 
veces muy diferentes entre sí. Ello, sin duda, demanda que las autoridades 
encargadas de fomentar la competencia sean sensibles a las diversas reali-
dades y hagan análisis diferenciados para poder implementar políticas ar-
monizadoras, si es que se pretende crear un mercado nacional de notarías, 
eficiente, cohesionado y homogéneo. 

Figura 4.
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Es importante considerar que en la medida en que se transparenten los 
criterios para la apertura a nuevos competidores tendrá un impacto positi-
vo sobre los precios de los servicios notariales; aunque siempre buscando 
cuidar la calidad de los servicios y evitando que ciertos tipos de servicios 
no tiendan a escasear. En este caso el Colegio de Notarías en coordinación 
con entes del Estado Mexicano, como la Secretaría de Economía y la Cofece, 
podrían erigir un organismo público-privado que regule la oferta a través de 
cambios legales y donde dichos criterios se institucionalicen, generalicen y 
transparenten. 

Figura 5.

Otro factor importante para entender mejor la oferta es el tamaño de las 
notarías por número de empleados. De acuerdo con información consultada 
sobre la última base disponible del DENUE 2018, se encontró que más de la 
mitad de las notarías (54.7%) son muy pequeñas, hasta un máximo de cinco 
empleados, tanto personal jurídico cómo no jurídico.

Un cuarto de las notarías (24.1%) tienen entre 6 y 10 empleados y casi un 
quinto del total de notarías (18.2%) se pueden considerar medianas con un 
rango de entre 11 y 30 empleados. Estos tres tamaños de notarías represen-
tan el 97% del total, por lo que se puede decir que la oferta de servicios no-
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tariales en México está constituida por micro y pequeñas notarías (Figura 5). 
Cuando se hace un análisis por entidad federativa se aprecia una vez más la 
amplia heterogeneidad que existe en el tamaño de las notarías por número 
de empleados (Tablas A1 y A2 Anexo).

Finalmente, de acuerdo con datos del DENUE se obtuvo la productividad 
de las notarías para el año 2014.11 Para calcularla se creó un coeficiente que 
relaciona los ingresos de las notarías por estado y personal ocupado por 
estado (Figura 6). 

Figura 6.

11 	 La última base de datos del DENUE registra información como número de notarías, número de emplea-
dos, ingresos, acervos y depreciación sólo hasta el año 2014.
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Los estados que registran un coeficiente mayor a la unidad tienen una 
productividad por arriba de la media nacional y viceversa para quienes re-
gistran menos de la unidad. Morelos aparece como el estado con mayor pro-
ductividad laboral y se explica, en buena medida, por la política de conten-
ción del número de notarías que se ha seguido en los trece años registrados 
en este estudio. En contraste, Chiapas es la entidad con la menor producti-
vidad laboral, explicado por un fuerte incremento en la oferta de notarías. El 
caso de Chiapas evidencia los riesgos de una apertura excesiva del número 
de notarías, que podría atomizar la estructura del mercado, con la conse-
cuencia de una perdida de economías de escala y de alcance, y que se puede 
traducir en ineficiencia a través de mayores precios. Por ello es importante 
que antes de decidir una apertura total del mercado de notarías en México, 
hay que entender las particularidades regionales y los riesgos y beneficios 
que implicaría.

Recomendaciones y conclusiones
El análisis de la oferta de notarías muestra un mercado notarial fragmen-
tado, muy heterogéneo, no se puede hablar de un solo mercado notarial 
de tamaño nacional. No existen criterios unificados que rijan la oferta de 
notarías públicas a escala nacional, debido, en gran medida, a que cada en-
tidad federativa fija sus propios criterios. Ello ha llevado a que en 13 años de 
seguimiento a la evolución del número de notarías por estado haya compor-
tamientos muy diferentes. Si se atiende al criterio de la evolución del PIB en 
ese lapso, éste ha aumentado en 34%, mientras que el número de notarías lo 
ha hecho en 56%. Donde el número de notarías en Chiapas aumentó 343%, 
mientras que en Jalisco decreció 34%. 

Si se elige el tamaño del PIB de cada entidad federativa (ya no su dina-
mismo) y se divide entre el número de notarías, se puede decir que cada no-
taría de Chiapas atiende un PIB potencial 10 veces menor que cada notaría 
de la Ciudad de México. 

Además, se observa una importante atomización de la estructura nota-
rial donde más de la mitad de las notarías (54.7%) cuenta con un máximo 
de cinco empleados y un cuarto de ellas (24%) de 5 a 10 empleados. Esta 
estructura tiene efectos sobre la productividad, la cual se calculó a través de 
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un coeficiente que relaciona los ingresos y el personal ocupado de las nota-
rías por estado, observándose importantes contrastes. Así, la productividad 
en Morelos es el doble que la de Chiapas, estados que respectivamente han 
contenido y aumentado el número de notarías, y en donde en este último 
estado, el tamaño de las notarías es muy pequeño. 

Dado que no se puede hablar de un solo mercado notarial integrado, sino 
de una fragmentación de mercados, con diferentes niveles de eficiencia y 
diferentes niveles de poder de mercado, es imprescindible aplicar una estra-
tegia coordinada para todas las entidades federativas y la participación de 
un órgano regulador connacional. 

La economía mexicana demanda la existencia de una actividad notarial 
eficiente y competitiva, que coadyuve a la minimización de los costos de 
transacción derivadas del intercambia económico y que reduzca la incer-
tidumbre jurídica a través del fomento y cumplimiento de los derechos de 
propiedad. Ha quedado claro, desde la perspectiva de la economía institu-
cional, que la existencia de reglas claras y su cumplimiento fomentan la 
inversión, la actividad económica y el desarrollo.

La recomendación que se hace a los órganos reguladores es la de no caer 
en la tentación de una simple liberación del mercado notarial, porque los 
efectos sobre precios, costos y calidad del servicio pueden ser adversos dada 
la particularidad de la figura notarial, que es un hibrido entre un funciona-
rio público y un profesional libre y que genera servicios públicos y privados 
asociados al sistema legal. Se recomienda una regulación que contemple 
una liberación gradual de los servicios financieros además de integral, don-
de también se contemple una ampliación de facultades para los corredo-
res públicos, además de cambios importantes en la legislación municipal 
y estatal, donde se consideren trámites en los que intervienen los notarios. 
Para ello se propone crear un consejo tripartito, integrado por organismos 
de corte federal como la Cofece, la Comisión Nacional de Mejora Regulatoria 
(Conamer), los gobiernos de los estados y el Colegio Nacional de Notarios 
para discutir una reforma consensuada, encaminada a transparentar y ha-
cer eficiente la oferta notarial, así como sus prácticas y tarifas. 

Lo anterior debe derivar en un organismo de alcance nacional que regule 
la actividad a escala nacional con criterios claros y transparentes en la dis-
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tribución y número de notarios por entidad federativa. Con objetivos claros 
de corto, mediano y largo plazo sobre la penetración de los servicios notaria-
les. Eliminar las barreras a la entrada, detectadas en la limitación discrecio-
nal de la oferta de notarías, sin detrimento de la calidad de los servicios. Los 
criterios de regulación de la oferta deben obedecer al dinamismo económico 
mostrado en cada entidad y/o región económica y la demanda por servicios 
notariales. Considerando lo anterior, se justifica un amplia reforma, gradual 
y consensuada, de alcance nacional, que tienda a homogeneizar los indica-
dores de uso de servicios notariales. 
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La transferencia de los derechos  
de propiedad del agua al sector  

privado en México

Delia Montero Contreras*

Introducción
Algunos autores consideran los derechos de propiedad (DP) como una de las 
instituciones más importantes dentro de los nuevos enfoques de la econo-
mía institucional, no únicamente por la certidumbre que generan, sino por 
la forma en que se van conformando en cada país. El estudio de los DP, has-
ta hace algunas décadas, era exclusivo de la disciplina del Derecho y tenía 
escasa relevancia en las teorías económicas. El análisis económico le daba 
poca importancia, ya que al igual que los contratos y los costos de transac-
ción, quedaba fuera de los modelos económicos y del conjunto de elemen-
tos conceptuales que dan respaldo a la comprometida noción de equilibrio. 
De hecho, los derechos de propiedad y los contratos se consideraban como 
ya dados en los modelos, y en el caso de los costos de transacción, éstos ni 
siquiera existían en el análisis económico.12 Es con el enfoque institucional 
que surge la economía de los derechos de propiedad, pero no sólo desde 
la competencia jurídica del concepto, sino de la definición misma de los 
derechos de propiedad como institución. Hoy en día, el campo de análisis 
de los derechos de propiedad rebasa los límites de la teoría económica con-
vencional y pone sobre la mesa del debate teórico su relevancia en otras 
disciplinas como es el caso de las políticas públicas, la economía y la sus-
tentabilidad ambiental, entre otras. 

12	 Se asume que los agentes económicos coordinan sus decisiones sin necesidad de la intervención del  
Estado y sin arreglo institucional alguno, es decir automáticamente, sin costos y de manera eficiente 
(Ayala, 2004, p. 3).

*	 Profesora Investigadora adscrita al Departamento de Economía de la UAM-Iztapalapa, Jefa del área de 
investigación de Economía Institucional, Estado y Gestión Social y miembro del SIN nivel 1.
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La transferencia de los derechos de propiedad, ya sea por un tiempo de-
terminado o indeterminado, en cualquier economía y respecto de cualquier 
bien tangible o intangible es un tema que debemos abordar por sus impli-
caciones no sólo económicas, sino también sociales y de sustentabilidad, 
como es el caso de la transferencia de los derechos de propiedad del agua.

En el caso de México, de acuerdo con la Constitución el agua pertenece 
a la nación y el gobierno en turno tiene las facultades de otorgar concesio-
nes para la extracción de agua a privados que pueden ser hasta de treinta 
años y renovarse. Cuando se transfieren los derechos de propiedad del agua 
a empresas privadas a través de un acuerdo de concesión, ésta es por un 
tiempo determinado, pero generalmente los volúmenes quedan a la buena 
voluntad del concesionario ya que no existen sistemas de control sobre las 
extracciones y por tanto éstas pueden ser mayores a lo acordado, poniendo 
en riesgo a poblaciones que quedan sin agua y la sustentabilidad de diver-
sas fuentes de agua superficiales o subterráneas en México. 

Lo que planteamos aquí es que la transferencia de los derechos de pro-
piedad a empresas privadas, a través de concesiones, se hace prácticamente 
con poco rigor debido a la falta de medición de volúmenes de extracción de 
agua y casi nulas proyecciones ambientales encaminadas a la sustentabili-
dad del recurso. Aunando a que en algunos casos la transferencia de dere-
chos de propiedad del agua abarca zonas de veda y sin mucha transparencia 
a pesar de haber una normatividad, lo que genera externalidades negativas, 
ya que muchos acuíferos no tienen tiempo de recuperar su volumen, pro-
vocando exclusión del abasto en algunas zonas y generando problemas de 
sustentabilidad.

Para comprender cómo ha sido el proceso de transferencia de los dere-
chos de propiedad del agua, habría que analizar el entorno institucional en 
México, el cual está marcado por el desarrollo de instituciones extractivas 
que poco han revalorizado un bien indispensable como es el agua, su distri-
bución, sustentabilidad, poniendo de lado el asegurar este bien en cantidad 
y asequible para generaciones actuales y futuras.

En la primera parte se presenta un breve análisis teórico de los derechos 
de propiedad, con el fin de mostrar que constituyen una herramienta de 
primer orden en materia de transferencia de derechos de uso del agua. Este 
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análisis nos permitirá comprender cómo se definen y qué relación guardan 
con conceptos como sustentabilidad, inclusión y transparencia, que nos lle-
va a delinear una endeble gestión del agua en México.

En la segunda parte hacemos un breve análisis de la gestión del agua en 
México y cómo han evolucionado los derechos de propiedad. Consideramos 
que es un tema poco valorado en las políticas públicas por la forma en que 
se han dado éstas transferencias de derechos sobre el agua al sector priva-
do, ya que poco se ha considerado la sustentabilidad de este recurso natural 
y la exclusión social por la falta de agua. Terminamos esta sección con algu-
nos ejemplos de transferencia de derechos de propiedad, que muestran la 
falta de verificación sobre volúmenes explotados y el manejo poco o nada 
sustentable del recurso, lo que genera la exclusión en el acceso a un recurso 
vital en muchas regiones del país.

Los derechos de propiedad como instituciones
El origen de los derechos de propiedad lo encontramos en el campo legal, 
Que los considera como el más amplio poder reconocido de un bien tangi-
ble o intangible que tiene tres facultades: su gozo, su disponibilidad y su 
usufructo, por lo que hacerlos valer implica un conjunto de derechos y obli-
gaciones cuyo contenido está delimitado, no sólo compete al interés indivi-
dual, sino también al interés general o colectivo. 

Durante siglos los derechos de propiedad eran de competencia exclusiva 
del campo del Derecho.13 Sin embargo, la propiedad por sí misma también 
es un concepto jurídico-económico. De hecho, existe un nexo entre lo eco-
nómico y lo jurídico, y es aquí cuando empiezan a abordarse los derechos de 
propiedad en la esfera económica.

El surgimiento del análisis teórico de los derechos de propiedad14 en la 
economía institucional data por lo menos de la década de los años sesenta 
del siglo pasado, cuando se reconoció que en el intercambio económico se 
promueve la transferencia de derechos de propiedad.

13	 La historia de los derechos de propiedad se remonta a las civilizaciones romanas y griegas. El nacimiento 
de Roma como Estado constituyó el preámbulo de las bases jurídicas de los derechos de propiedad.

14	 Los economistas clásicos y los neoclásicos no se habían ocupado del tema de los derechos de propiedad 
era un concepto alejado de la economía.
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En el campo económico vemos que toda transacción implica un contra-
to, un acuerdo o una negociación formal o informal que lleva implícita la 
transferencia de algún control legal, lo cual incluye a su vez una serie de 
conflictos y dominio de intereses, tanto internos como externos, que los 
economistas clásicos no profundizaron y los neoclásicos prefirieron ignorar. 
Sin embargo, hay que aclarar que una transacción rebasa los límites del De-
recho convencional y se amplía al campo del análisis económico.

La aportación de la economía institucional en el análisis de los derechos 
de propiedad parte de la teoría de la negociación (transacción) y la trans-
ferencia de derechos de propiedad incorporada al intercambio económico. 

Dentro de la esfera económica, los derechos de propiedad son conside-
rados una institución que contempla la relación que guardan las partes o 
individuos que los definen, valorizan, defienden y garantizan. Se conforman 
como institución, ya que surgen del derecho consuetudinario15 (como en los 
países anglosajones) o de otro tipo de reglas resultado de los hábitos com-
partidos y las costumbres comunitarias (como es el caso de Afganistán).16 
También surgen de reglas formales que emanan de viejas costumbres ape-
gadas a leyes y normas legales como en el caso mexicano, cuyas leyes provie-
nen del tiempo de la Colonia, donde la reglamentación era impuesta desde 
la Corona española de forma centralista; centralismo que aún prevalece en 
la gestión del agua en México. Estos ejemplos de cómo emergen los derechos 
de propiedad ponen de manifiesto que el entorno institucional es funda-
mental para comprender cómo se van delineando y conformando éstos.

Autores como Friedrich von Hayek consideran que la ley es esencialmen-
te reducible a la costumbre. Este autor desconfiaba de los instintos “atávi-
cos” como la solidaridad y el altruismo, que son convenientes en pequeños 
grupos primitivos, pero que se hacen inoperantes en las sociedades más 
complejas (Chavance, 2018, p. 73). Lo mismo sucede con las normas consue-
tudinarias cuando se basan en entendimientos y hábitos compartidos en 

15	 Se refiere al tipo de derecho que se fundamenta en un conjunto de costumbres, prácticas y creencias 
aceptadas como normas obligatorias (no escritas) por las que se rige una comunidad.

16	 Por ejemplo, en los Shuras o Consejo de Líderes recae la resolución de conflictos por el uso del suelo de 
propiedad privada en Afganistán. Dichas resoluciones son más eficientes en las instituciones informales 
que acudiendo a las formales (Murtazashvili, I., Murtazashvili, J., 2016). Otro ejemplo es la aldea suiza de 
Töbel en la que los propietarios tomaban las decisiones en la gestión de tierras comunales a través de un 
sistema de autogobierno eficaz.
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comunidades muy pequeñas o simples, pero que no pueden ser suficientes 
cuando se aplica a sistemas extensivos de derecho codificado a gran escala 
(Sened, 1997; Hodgson, 2015).

Para Commons (1950) la costumbre tiene un papel importante, ya que 
representa la acción colectiva no organizada (construida a partir de reglas 
informales) y tiene un carácter más general que la acción colectiva organi-
zada (Chavance, 2018, p. 49). En la acción colectiva organizada, las partes 
involucradas en un contrato están forzadas a basarse en reglas y patrones 
de comportamiento estándar (ya establecidos), los cuales no se pueden es-
tablecer completamente como reglas. Sin embargo, en cualquier sociedad 
organizada o no, los sistemas legales son incompletos y toman las costum-
bres y la cultura para poder hacer su labor lo más eficientemente posible 
(Hodgson, 2001; 2011, p. 36).

En un entorno institucional como el mexicano se combinan elementos 
tanto formales como informales, cuyo origen se ubica en costumbres here-
dadas desde la Colonia y que se reproducen a lo largo de la historia hasta el 
siglo XXI, de tal forma que se han generado reglas no escritas en la delimi-
tación de los derechos de propiedad, amparados por arreglos instituciona-
les discrecionales pocos trasparentes y la corrupción, que dejan ver que lo 
informal se sobrepone a lo formal.

Lo anterior da cuenta de la importancia que tienen el derecho consue-
tudinario, los hábitos y costumbres en la determinación y buen funciona-
miento en algunas comunidades o países. En sociedades más complejas se 
presenta la combinación o complementación, tanto de entes formales como 
informales. En estos casos, los derechos de propiedad, a pesar de estar bien 
definidos, no se cumplen cabalmente, ya que en su calidad de institución, 
el tratamiento que les otorgan quienes los definan o tratan de garantizar es 
endeble o poco transparente, como sucede comúnmente en los gobiernos 
autoritarios o sistemas antidemocráticos.

Ya sea que el origen provenga de las costumbres o del derecho consue-
tudinario o que brote de sociedades organizadas apegadas a instituciones 
formales, en cualquier caso, los derechos de propiedad se constituyen en 
función del entorno institucional que prevalece sobre las instituciones for-
males e informales que los delimitan como institución. El entorno institu-
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cional es un conjunto de elementos de tipo político, económico, legal o so-
ciocultural que determina las condiciones en que funcionan las sociedades 
(Furusten, 2013). Indica también cómo funcionan las tendencias, las ideolo-
gías y los mecanismos sociales que influyen en el origen de los derechos de 
propiedad. 

En la definición de los derechos de propiedad, tanto el entorno institu-
cional, así como la trayectoria histórica institucional (path dependence) de 
cada comunidad, ciudad, país o región del mundo son fundamentales. En 
algunos países como los anglosajones, el derecho consuetudinario es de-
terminante y se apoya en autoridades legales. En otros países son determi-
nados por diversas costumbres y la base legal proviene prioritariamente de 
ciertas reglas de comportamiento, por lo que en uno y otro caso la trayecto-
ria del entorno institucional es determinante. En la mayoría de los dominios 
de la acción humana coexisten tanto las prácticas consuetudinarias como 
las legales (Chavance, 2018, p. 25), pero ambas están circunscritas y embebi-
das en un entramado institucional ya establecido (Furusten, 2013). 

Los derechos de propiedad como institución, si se les analiza por su ori-
gen, surgen de la conformación de sociedades simples o complejas que son 
gobernadas por un conjunto de normas, costumbres, estatutos legales, le-
yes, etcétera y están inmersas en un entorno institucional, que moldea las 
instituciones formales e informales que coexisten en la interacción huma-
na. Aquí la trayectoria institucional es un bastión que no es independiente 
del entorno institucional, más bien lo complementa y determina.

En cuanto a la utilidad de los derechos de propiedad, estos son una de 
las instituciones más relevantes respecto a la asignación de recursos dis-
ponibles y el desarrollo del intercambio (Ayala, 2004, p. 217). Especificar los 
derechos de propiedad es un proceso costoso, ya que el derecho de excluir a 
otros del libre uso de los bienes o activos sobre los cuales se fijan derechos 
de propiedad generalmente crea conflictos sociales, sobre todo cuando se 
trata de dividirlos, como es el caso del agua. Aunado al derecho de excluir se 
establece también el derecho a transferir la propiedad. Los actores o agentes 
económicos que celebran un contrato para transferir un derecho de propie-
dad no buscan negociar sólo en función de los costos que genera antes o 
después de firmada la transferencia, sino en los incentivos que conlleva el 
intercambio (Ayala, 2004, pp. 221-224). 
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Douglas North señala que los derechos de propiedad se encuentran vin-
culados al sistema político que los promueve o limita, ya que este, junto con 
la trayectoria institucional, son decisivos en el desempeño de las economías 
en el largo plazo. Los sistemas políticos que han conducido a derechos de 
propiedad seguros y claramente definidos, afirma North, han sido la fuente 
de prosperidad en Occidente. Mientras aquellos que promueven la usurpa-
ción de los derechos de propiedad han afectado el desempeño de las econo-
mías subdesarrolladas (North, 2012; Chavance, 2018). North hace un análisis 
comparativo entre el desempeño económico de Francia y España con el de 
Inglaterra y Holanda. En los primeros, los sistemas políticos no crearon ins-
tituciones eficaces que garantizaran los derechos de propiedad. En tanto 
que en Inglaterra y Holanda los sistemas políticos incorporaron incentivos 
para crear y hacer respetar derechos de propiedad eficaces, promoviendo un 
entorno institucional favorable para la inversión y la innovación.

De acuerdo con las definiciones anteriores vemos que los derechos de 
propiedad son una institución fundamental para la convivencia social mis-
ma, ya que procuran la sana interacción humana. 

La estructura de los derechos de propiedad puede diferir de un país a otro 
debido a su historia o path dependence. Existen sociedades donde la mayo-
ría de los recursos son de propiedad privada (Estados Unidos, Reino Unido); 
en otras, gran parte es de propiedad pública (Europa oriental septentrional) y 
otras en las que existe una relación de propiedad mixta. A pesar de que la es-
tructura de los derechos de propiedad en cada sociedad tiene un desarrollo 
diferente por razones históricas, se pueden definir algunas de sus caracte-
rísticas: a) los asociados a objetos físicos o tangibles (tierras, casas, edificios, 
agua, etc.); b) los asociados a derechos intangibles o contractuales (activos, 
patentes, derechos de autor, etc.); y c) los no cubiertos por la ley, derivados 
de relaciones sociales informales en el sentido de relaciones con clientes y 
amistades (Furubotn y Richter, 1998, p. 86; Zouboulakis, 2016, p. 15).

Ayala (2004) clasifica los derechos de propiedad de la siguiente forma: a) 
la no propiedad como sería el agua de los océanos y especies marinas, b) la 
propiedad comunal, c) la propiedad privada y d) la propiedad estatal, que 
se refiere a la modalidad en la cual el Estado excluye a cualquier persona o 
entidad de los derechos de propiedad declarados estatales (Ayala, 2004, pp. 
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227-229), como sería el caso del agua en México que es propiedad de la na-
ción y donde únicamente el Gobierno Federal puede transferir los derechos 
de propiedad a agentes privados. 

En cualquier país el Estado desempeña un papel fundamental en el esta-
blecimiento y reforzamiento de los derechos de propiedad. También puede 
modificar los costos de transacción, toda vez que define el conjunto de nor-
mas que regulan las estructuras del sistema económico y las relaciones de 
los agentes en la economía e intercambio con un fin determinado. El Estado 
es fundamental dentro del establecimiento del marco legal, pero las leyes 
no son estáticas, van cambiando por diversas razones y en cierta forma son 
consensuadas entre diversos órdenes de gobierno que en conjunto repre-
sentan al Estado, el cual se encarga de su cumplimiento. Una buena defini-
ción de los derechos de propiedad genera certidumbre a los actores econó-
micos y sociales e inclusive externalidades positivas que pueden mejorar el 
entorno económico y social. En el caso del Estado mexicano la forma en que 
se han transferido los derechos de propiedad ha generado mucha certidum-
bre a las empresas privadas, pero no así a las comunidades cercanas a estas 
empresas ya que muchas veces las dejan sin agua o con aguas residuales 
muy contaminadas.

Podemos decir que la forma en que se van definiendo los derechos de 
propiedad va constituyendo una institución en sí misma, ya sea por el ori-
gen en que se conforman o por los atributos que los definen.

El Entorno Institucional y los Derechos de Propiedad 
en el Sector Hidráulico Mexicano
Para comprender mejor cómo se fueron conformando los derechos de pro-
piedad en el sector hidráulico hay que hacer una breve revisión histórica 
de la evolución del entorno institucional en México. El régimen legal del 
agua en México es heredero del sistema colonial español de aguas del rey o 
aguas de dominio público, es decir, que el rey era el propietario original de 
los suelos y aguas, y las cedía a gobiernos locales con base en diversos crite-
rios, mientras que la tarea de los gobiernos locales era dirimir los intereses 
en competencia (Meyer, 1984, p. 118; Vergara Blanco, 1998, p. 308, citado por 
Pineda, 2019, p. 59). Desde luego en tiempos de la Colonia la toma de deci-



La transferencia de los derechos de propiedad del agua al sector privado en México 47

Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Iztapalapa 

siones era completamente vertical, por lo que la toma de decisiones estaba 
centralizada en la persona del rey, y en el caso mexicano, de este y el virrey.

Después de la independencia, el dominio público del agua prevaleció y se 
sostuvo en el México independiente sin ninguna legislación de por medio, 
simplemente se continuaba con la norma que establecía que el agua era un 
asunto de dominio público y su administración recaía en los gobiernos lo-
cales como el Ayuntamiento y algunas organizaciones sociales. El gobierno 
dictatorial de Porfirio Díaz (1876-1911) mantuvo estas leyes, pero violándolas 
constantemente. Modificó los derechos de propiedad favoreciendo a círculos 
cercanos, como era característico en ese gobierno, y se formaron coaliciones 
de poder económico y político que generaron arreglos institucionales en el 
que los derechos de propiedad se hicieron valer de manera selectiva (Haber 
et al., 2015; pp.105). De tal manera que las instituciones existentes genera-
ron grupos de poder con el interés de preservar el status quo, lo que impidió 
el cambio institucional y posibilitó la persistencia de instituciones ineficien-
tes (Libecap, 1989). La estructura de poder y toma de decisiones continuaban 
siendo verticales y centralizadas, donde los derechos de propiedad del agua 
no fueron la excepción. Desde entonces se perciben en México institucio-
nes que promovían un régimen político de excepciones y favoritismo, que 
obstruía la iniciativa creadora de los individuos (Ayala, 2000), así como un 
centralismo rampante.

Con los gobiernos emanados de la Revolución mexicana las institucio-
nes crearon incentivos para crear organizaciones públicas y privadas, y em-
prendieron acciones colectivas diferentes. En este proceso tuvo un papel 
relevante un Estado fuerte y centralizado, con capacidad de fijar las reglas 
del juego aceptadas por todos los agentes (Ayala, 2000). Estas nuevas reglas 
reafirman la centralización de la jurisdicción del agua en el gobierno federal 
y el principio de que las aguas nacionales eran administradas exclusiva-
mente por el gobierno federal, como lo estableció la Constitución de 1917. 
Aquí también se establece que la propiedad de las tierras y aguas compren-
didas dentro de los límites del territorio nacional corresponde a la nación y 
solamente el gobierno federal podía transferir los derechos de propiedad de 
uso del agua a los sectores público, privado o social, que es lo que prevalece 
hasta la actualidad. 
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Desde la Constitución de 1917 hasta la década de los ochenta, el gobierno 
federal gestionó a nivel nacional todo lo relacionado con el agua en todo el 
país, asumiendo el Estado todos los costos de transacción que la gestión 
implicaba. Durante este largo período, el Estado ha transferido los derechos 
de propiedad del agua a través de concesiones, con el fin de dar certidumbre 
al sector privado, público y social. Cabe señalar que hasta la década de los 
ochenta, realmente no había mucho conflicto por la transferencia de los 
derechos de propiedad, ya que el Estado distribuía, gestionaba y transfería 
los derechos de propiedad, algunas veces con poca transparencia, la infor-
mación no era pública respecto de las concesiones a empresas, volúmenes y 
duración de la transferencia de los derechos. Sin embargo, el abasto de agua, 
así como su calidad no planteaban grandes conflictos ni diferenciaciones en 
la dotación del recurso entre la población. El gobierno centralista, como ha 
sido el mexicano, hasta cierta forma era autoritario, ya que en la resolución 
de conflictos era a la vez juez y parte. 

Cabe señalar que un problema dentro de la estructura gubernamental 
mexicana es el de la información, la cual se ha manejado generalmente de 
forma reservada y encapsulada por la élite de poder, como si se tratara de 
temas de seguridad nacional todos los asuntos relacionados con el sector 
público. Sin embargo, mucha de esta información debe ser pública, toda vez 
que el sector público es financiado con los impuestos de los ciudadanos, los 
cuales tienen derecho de saber cómo se utilizan sus recursos vía impuestos 
y los recursos de la nación.

La década de los ochenta registró muchos cambios en coincidencia con 
las políticas neoliberales y la gestión pública del agua fue recibiendo menos 
presupuesto, se disponía de menos personal calificado y las nuevas obras 
hidráulicas, así como algunos servicios de distribución de agua a los hoga-
res, se fueron concesionando al sector privado. 

Con la reforma del Estado en 1983, se transfirió a los Estados y muni-
cipios de la federación la gestión del agua, por lo que estos deberían de 
administrarla y distribuirla directamente dentro de su territorio con su pro-
pio presupuesto. Sin embargo, esta transferencia de la gestión a gobiernos 
locales, que debería de contribuir a una mejor gestión local, fracasó en casi 
todo el territorio mexicano, entre otras razones por la falta de personal ca-
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pacitado en la tarea de monitoreo de las concesiones o transferencia de 
los derechos de propiedad al sector público, privado y social. Lo anterior en 
parte debido a los costos de transacción que no eran contemplados, aunado 
al problema de la corrupción que poco a poco se fue asumiendo como regla 
en los gobiernos locales. La transferencia de la gestión del agua a estados y 
municipios legalmente era acertada, pero la falta de formación técnica, la 
incompetencia y herencias del pasado, como la corrupción, el amiguismo y 
el tráfico de influencias, se impusieron y dieron margen a nuevos arreglos 
institucionales. Las reglas formales mostraban serias limitaciones, ya que se 
enfrentaban a un presupuesto limitado y a la falta de formación técnica, a 
lo que se sumaban las reglas informales determinadas por arreglos institu-
cionales fuera de las normas establecidas legalmente.

Con los gobiernos neoliberales puestos en marcha a mediados de los 
ochenta, el entorno y los arreglos institucionales cambiaron las reglas for-
males, pero no así las informales. Se conservan dos características funda-
mentales que viene arrastrando la gestión del agua en México: el centra-
lismo y la corrupción. Los incentivos cambiaron hacia nuevos actores, el 
sistema legal siguió garantizando el cumplimiento de los contratos y dere-
chos de propiedad, pero en un marco institucional que reforzaba las reglas 
informales. 

Las leyes y reglamentos en México son muy precisos, pero no ha prevale-
cido el Estado de Derecho que los haga cumplir en términos de seguimien-
to y control de volúmenes extraídos e impactos ambientales que puedan 
provocar, lo que hace que las instituciones no sean eficientes. A partir de 
este período, se refuerza el gran abismo entre el mundo legal y el mundo 
real, con una marcada continuidad de una estructura centralizada, a pesar 
de los esfuerzos de descentralización. El persistente entorno institucional 
tiene presente la vieja sombra de la corrupción y el amiguismo, pero que va 
involucrando nuevos actores. 

La Ley de Aguas Nacionales (LAN) de 1992 sentó las bases para el desa-
rrollo de un nuevo régimen de concesiones que facilita el acceso a aguas 
nacionales a los particulares de una manera expedita y flexible, buscando 
la descentralización administrativa del proceso. Anteriormente sólo era po-
sible obtener una concesión por medio de un mandato presidencial ya que 
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el agua era completamente administrada y controlada por el Estado y era 
responsabilidad de este último el velar por el interés general de la población 
en cuanto a su distribución equitativa (Rolland y Vega, 2010).

El régimen de concesiones, que permite la transferencia de los derechos 
de propiedad, está normado en los artículos 20 al 25 del título IV, capítulo 
II de la LAN, que contempla la explotación, uso o aprovechamiento de las 
aguas nacionales (superficiales, del subsuelo y aguas marinas en territorio 
mexicano) por medio de títulos de concesión que otorgan la Comisión Na-
cional del Agua (Conagua) y sus Organismos de Cuenca. 

Las concesiones o transferencia de derechos de propiedad del agua se 
pueden solicitar para una vigencia no menor de cinco años y no mayor a 
30, con la posibilidad de renovarlas, de tal forma que una concesión puede 
durar hasta 60 años, es decir, el tiempo necesario antes de que quede in-
servible o se termine la fuente de agua. Además, pueden ser transmitidas 
a terceros, según el artículo 23, y al hacer ese cambio se pueden modificar 
algunos tipos de uso.

Los gobiernos neoliberales a pesar de promover la descentralización 
de la gestión del agua, que era muy necesaria, en la práctica prevalecían 
las decisiones centralistas y la transferencia de los derechos de propiedad 
del agua en algunos casos era discrecional. Las prácticas centralistas es-
tán fuertemente arraigadas en la sociedad mexicana, que en cierta forma 
está acostumbrada a esta práctica así como a un estado paternalista; por 
tanto la descentralización de la gestión del agua también se ha enfrentado 
a hábitos muy arraigados y a una estructura jerárquica que ha sido difícil 
cambiar en toda la sociedad mexicana, ya que en este entorno institucional 
prevalecen los modelos mentales compartidos (Denzau y North, 1994), no 
solamente entre los funcionarios públicos, sino también en buena parte de 
la población. Lo anterior habría que vincularlo a una mayor corrupción, falta 
de transparencia y de conocimientos para asumir nuevas responsabilidades 
en muchas entidades públicas, entre otros elementos. 

Para North los derechos de propiedad son el resultado de la intervención 
deliberada de los agentes en su creación, mantenimiento y modificación, 
y no un resultado espontáneo atribuible únicamente al cambio tecnológi-
co, los precios, etcétera. En el caso mexicano, los jugadores o agentes que 
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asumen el poder a partir de mediados de los ochenta repiten las formas 
de comportamiento, es decir, toman la iniciativa de modificar la ley para 
facilitar la transferencia de los derechos de propiedad del agua, pero ade-
más refuerzan la reglas informales ya establecidas en el sector hidráulico, 
por lo que los viejos hábitos con prácticas centralistas, poco transparentes 
y que favorecen la transferencia de los derechos de propiedad del agua a 
empresas cercanas, parecería que es una historia que se había visto desde 
el porfiriato. En los gobiernos neoliberales se intensifica la transferencia de 
los derechos de propiedad del agua a grandes empresas, principalmente ex-
tranjeras y con poca supervisión.

La incorporaron de nuevos actores como son las empresas extranjeras 
tiene la característica de tener alianza con empresarios locales e inclusive 
con funcionarios públicos, a quienes se les otorga la transferencia de los de-
rechos de propiedad del agua con más facilidades y sin mucho control, par-
ticularmente en lo que se refiere a los volúmenes de extracción y las aguas 
residuales. Este tipo de actuación se convirtió en un buen incentivo para 
invertir, ya que les proporcionaron el derecho de extraer grandes volúmenes 
de agua en zonas de poca disponibilidad, en zonas en veda, de casa habita-
ción para fines comerciales o en zonas mineras con mínimas responsabili-
dades de cuidado de las aguas residuales altamente contaminadas. Hay que 
señalar que la ley prohíbe transferir derechos del agua en zonas de veda, 
así como utilizar el agua de uso doméstico para otros fines. Sin embargo, se 
han transferido los derechos. Con este tipo de prácticas las empresas mi-
neras, cerveceras (ubicadas en zonas semiáridas), las de fractura hidráulica 
(fracking) o las pipas que distribuyen agua en los hogares tienen muchos 
incentivos para operar en México. 

Durante más de tres décadas la transferencia de los derechos de pro-
piedad del agua a empresas privadas tuvo un auge inusitado, respaldado 
por la corrupción y el amiguismo que prevalece en el sector público, lo que 
muestra un reforzamiento de las reglas informales arraigadas desde gobier-
nos anteriores que se ha reafirmado gobierno tras gobierno e incide nega-
tivamente en el tema de la sustentabilidad e inclusión. Se observa que los 
grupos de interés que operan en la administración pública reforzaron las 
reglas informales, que se imponen y operan mejor que las reglas formales. 
Estas formas de actuar de la burocracia reafirman la corrupción en todos los 
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niveles de gobierno desde el presidente, el congreso, los partidos y, en fin, la 
administración pública en general, que han desarrollado nuevos mecanis-
mos de intercambio establecidos institucionalmente.

A partir de la instauración de la LAN de 1992, la concentración y el aca-
paramiento del agua se observa en 3 304 grandes usuarios privados, a los 
que la Conagua ha otorgado concesiones para extraer un millón de metros 
cúbicos o más de agua al año. Estos usuarios, a los que se les denomina en 
un artículo publicado como los “millonarios del agua”, son un grupo hete-
rogéneo que comprende diferentes tipos de empresas, asociaciones civiles 
y personas físicas, los cuales emplean el agua para uso agrícola, industrial, 
diferentes usos, servicios o combinaciones de éstos (Gómez, A. y Moctezu-
ma, A, 2020).

Esta transferencia de los derechos de propiedad del agua a través de 
concesiones generó y consolidó una serie de incentivos, como la creación 
de un ambiente de coordinación entre una élite de empresarios, funciona-
rios públicos y hasta cárteles de la droga, generando un entorno institucio-
nal donde la corrupción en todos los niveles de gobierno es un punto de 
inflexión difícil de cambiar. En este entorno institucional donde las leyes 
sólo se cumplen de manera parcial, la informalidad ejerce poder a través 
de arreglos institucionales informales muy alejados de la legalidad. En este 
entorno cualquier cambio a nivel formal resulta más que inútil, ya que los 
actores, tanto públicos como privados, actúan bajo un entorno dominado 
por arreglos informales.

Las reglas informales que se han venido consolidando en las últimas tres 
décadas han sido cada vez más fuertes y prevalecen aún hoy en buena parte 
del sector público, lo que genera muchas externalidades negativas para el 
grueso de la sociedad. Las reglas informales con las que opera la burocracia 
muestran que su desempeño no corresponde con las reglas escritas bajo las 
que debe actuar un servidor público, que a todas luces están alejadas de la 
ley. Esto se observa claramente en el sector hidráulico en el número de con-
cesiones y volúmenes de extracción sin monitoreo y funcionarios públicos 
en puestos clave sin experiencia, pero leales a la autoridad en turno, por lo 
que la meritocracia en México es tema olvidado. Los resultados se mani-
fiestan en el otorgamiento de concesiones de agua a empresas en zonas de 
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veda o permitir que empresas que contaminan el agua de los ríos operen 
sin problemas. En este entorno institucional la informalidad se impone, está 
arraigada y no hace más que reforzarse, lo que genera desconfianza e incer-
tidumbre en el resto de la sociedad que poco a poco se ha venido quedando 
sin acceso al agua y que desde luego tiene que asumir mayores costos de 
transacción. 

Este entorno institucional genera externalidades negativas como la ex-
clusión social al dejar a algunas zonas sin agua, pone en riesgo la sustenta-
bilidad de un bien tan frágil como lo es el agua y refuerza la nula transpa-
rencia en la negociación de los contratos y rendición de cuentas. 

Un buen manejo de la transferencia de los derechos de propiedad del 
agua implica que el Estado ponga límites efectivos a quien no cumpla con 
las normas establecidas, con el fin de buscar un mejor uso de los recursos, 
pero eso es muy difícil que ocurra en el México actual. 

Con el cambio de gobierno en el 2018 las cosas no se han modificado, ya 
que a lo largo de tres décadas se fue conformando un Estado débil y con ins-
tituciones poco confiables. Las intenciones del nuevo gobierno parecen bien 
encauzadas, considera que hay que poner a la cabeza de cada institución 
personas que no son corruptas, sin tomar en cuenta que toda la estructura 
institucional está permeada de reglas informales que prevalecen sobre la 
legalidad. A ello habría que agregar la austeridad de este gobierno, que ha 
reducido presupuestos en todas las áreas, incluido el sector hidráulico. En 
el nuevo gobierno también hay mucha corrupción, falta de monitoreo, falta 
de capacitación y, por si fuera poco, la participación del narco, que impide el 
monitoreo de la calidad del agua en algunos ríos. Mejorar sustancialmente 
la organización gubernamental implica altos costos de transacción que el 
actual gobierno no contempla y no está dispuesto a desembolsar para un 
buen funcionamiento de los programas gubernamentales. Monitorear a los 
agentes es extremadamente costoso para limitar el fraude, la malversación 
de fondos, el robo y evasión (Allen, 2011, p. 11, citado por Voigt, 2019, p. 163). 
Al parecer no será en este sexenio que la situación cambie debido a la auste-
ridad y a la falta de mecanismos efectivos para terminar con la corrupción.

Además, hay que mencionar que legalmente no existe un límite de vo-
lumen de agua a concesionar a un actor privado dentro del margen de dis-
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ponibilidad, de ahí que algunas empresas hayan acaparado grandes canti-
dades de agua. Bajo esta lógica, no importa si se pone en riesgo el bienestar 
colectivo o si se degrada la calidad del agua, sino la utilidad de las empresas 
y consorcios privados que gestionan y explotan este bien común.

En el grupo de usuarios privados que cuentan con concesiones de 1 hm3/
año o más de agua en México se encuentran 966 empresas, 1 537 personas 
físicas y 801 asociaciones civiles que realizan distintas actividades producti-
vas. Los 3 304 concesionarios tienen asignado un volumen de agua de 13 208 
hm³/año, equivalente al 22.3% de toda el agua concesionada en el país, es 
decir, 1.1% de todos los usuarios explota más de una quinta parte del recur-
so hídrico nacional. Además, la mayoría saca provecho de este bien común 
en acuíferos sobreexplotados (Gómez-Arias y Moctezuma, 2020, p. 11).

Una de las empresas que cuenta con los derechos de propiedad de explo-
tar el agua es Arcelor Mittal, la siderúrgica más grande del mundo, que ex-
plota cada año en México 100.5 hm³/año de agua, con lo que se llenarían 100 
y medio estadios Azteca (el estadio más grande del país). Sus extracciones 
principales se realizan en el ejido Las Truchas, donde tiene su mayor mina a 
cielo abierto y en su complejo siderúrgico ubicado en el Puerto Lázaro Cár-
denas, Michoacán, el agua se destina principalmente para la elaboración de 
acero. La magnitud de la extracción de este recurso natural se ve reflejada 
en los constantes reclamos ejidales que exigen la remediación de tierras 
afectadas por la minería y su contaminación (Gasca, 2019; citado por Gó-
mez-Arias y Moctezuma, 2020).

Entre las empresas que tienen mayores volúmenes concesionados para 
uso único industrial se encuentran la trasnacional Kimberly-Clark, dedica-
da a la fabricación, distribución y comercialización de productos de limpie-
za, cuidado e higiene y denunciada por contaminar ríos y manantiales en 
los estados de Veracruz, Querétaro y Michoacán (López, 2001; El Universal 
Querétaro, 2017) tiene concesionado un volumen de 27.3 hm³/año de agua; 
la empresa Proyectos Hidroeléctricos de Puebla, que ha puesto en encruci-
jada a comunidades totonacas cercanas al río Ajajalpan (Deydén, 2019), dis-
pone de un volumen de 369.5 hm³/año de agua (Gómez-Arias y Moctezuma, 
2020, p. 14).
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En las concesiones para los servicios turísticos se encuentran grandes 
cadenas hoteleras como Quiroocan, con un volumen de 30.1 hm³/año de 
agua y otras empresas turísticas de este tipo en la Península de Yucatán. 
Resalta este sector ya que normalmente la actividad turística no es revisada 
en cuanto a sus impactos en el acaparamiento y manejo del agua. Aquí es 
remarcable el caso del Coyote Baja Resort, que posee 90% del agua del acuí-
fero 0325 de La Paz en concesión (Flores, 2016; citado por Gómez y Moctezu-
ma, 2020). En el uso único del agua también se encuentran termoeléctricas, 
agroindustrias y constructoras, entre las que sobresalen megaproyectos tu-
rísticos inmobiliarios. 

También se han otorgado transferencias de derechos de propiedad del 
agua a personas físicas, como José Manuel Tricio Cerro, quien cuenta con 
3.8 hm³/año de agua al año a su nombre. Sin embargo, si a esta cantidad se 
agrega el volumen de agua de concesiones a otros empresarios que tienen 
un vínculo familiar con este personaje —la mayor parte de ellos accionistas 
del Grupo Industrial Lala—, el volumen asciende a 38 hm³/año. La empre-
sa Lala ha sido acusada de sobreexplotar el agua de la Comarca Lagunera 
debido a la compra de alfalfa que realiza para la alimentación ganado para 
producir leche, tanto a estos como a otros productores agrícolas. Los gran-
des volúmenes de agua que se utilizan para ello han provocado que para 
uso doméstico se deba extraer agua de mantos acuíferos profundos con alto 
contenido en arsénico, ocasionando una gran incidencia de diferentes en-
fermedades, como cáncer y diabetes, entre los habitantes de la región (Ca-
nedo, 2019, citado por Gómez-Arias y Moctezuma, 2020, p. 15).

Hasta ahora hemos mencionado a los usuarios que explotan el agua para 
un uso único, sin embargo, la LAN permite no sólo que los usuarios puedan 
tener grandes volúmenes de agua en una concesión, sino también varias 
concesiones para distintos tipos de usos (usos-otros). En esta clasificación 
se ubican 613 concesionarios que disponen de 1 851 hm3/año de agua con-
cesionada, volumen que representa 14% del agua total concesionada a los 
millonarios del agua.

Empresas como Bebidas Mundiales y Bepensa (del grupo FEMSA) explo-
tan 21.9 hm³/ año de agua para producir bebidas azucaradas como Coca 
Cola. Si se suman los demás usuarios que forman parte de la familia Coca 
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Cola (Embotelladora del Nayar, Servicios Refresqueros del Golfo y Bajío, Be-
bidas Refrescantes de Nogales, Propimex e Inmuebles del Golfo), el volumen 
concesionado es de 39.4 hm³/año. Este grupo ha sido denunciado por sobre-
explotar los mantos acuíferos en Chiapas y Tlaxcala.

Estos son algunos casos documentados de transferencia de derechos de 
propiedad del agua que no tienen muchas restricciones, monitoreos y vi-
gilancia para no excederse en las extracciones de agua y con ello generar 
exclusión del uso del recurso a otras ciudades y, menos aún, verificar la sus-
tentabilidad y resiliencia de un recurso tan frágil actualmente en este país 
como lo es el agua.

Conclusiones
Como se vio, los derechos de propiedad son una de las instituciones más 
importantes a partir de la década de los sesenta, ya que en su definición in-
cide el entorno institucional y por tanto la historia. En México, la década de 
los ochenta marca un parteaguas en la definición y transferencia de los de-
rechos de propiedad del agua. Esto no quiere decir que estos no estuvieran 
definidos anteriormente, sí lo estaban, pero las concesiones en un régimen 
centralista y con poca apertura económica no planteaba tantos problemas 
en su transferencia, gestión y supervisión. Las oficinas a cargo tenían per-
sonal suficiente para gestionar y controlar las concesiones y al estar bien 
definidas las concesiones de agua a los inversionistas extranjeros, también 
estaban bien supervisados.

A partir de la mitad de la década de los ochenta el entorno institucional 
cambia, la apertura económica y la entrada de otros actores en la escena 
económica y política pondrán en marcha reglas del juego diferentes. Los 
tomadores de decisiones, ampliamente orientados a un modelo económico 
diferente a lo que había prevalecido y con la intención de atraer inversión 
extranjera, pusieron sobre la mesa un incentivo, por más, apetitoso para 
cualquier empresa, que es la transferencia de los derechos del agua o con-
cesiones sin muchas limitaciones. Esto representaba un incentivo que posi-
blemente no se percibía como una ventaja importante, pero que en realidad 
resulta ser uno de los mejores incentivos ya que al no haber controles sobre 
las extracciones, ser renovables los derechos de propiedad del agua y tener 
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poca vigilancia resulta ser un atractivo que posiblemente a primera vista no 
sea valorado. Estas transferencias de los derechos de propiedad del agua, 
muchas veces se caracterizan por acuerdos poco transparentes, negocia-
ciones fuera de las normas escritas y marcadas por tráfico de influencias o 
corrupción. En el actual sexenio estas prácticas continúan con inercias del 
pasado, a pesar de que se menciona terminar con la corrupción. Es difícil 
lograr esto cuando no se reconoce que al interior del sector público hay mu-
cha corrupción, pocos controles y un limitado seguimiento y control de las 
concesiones. Lo que se observa es una mayor exclusión del abasto de agua 
a comunidades cercanas a grandes empresas con concesiones de extrac-
ción de agua importantes, que ponen la sustentabilidad de este recurso en 
riesgo toda vez que muchas de las concesiones se encuentran en acuíferos 
sobreexplotados. Valdría la pena que el actual gobierno revisara cuidadosa-
mente las concesiones, sus métodos de verificación, volúmenes extraídos 
de agua y el desecho de aguas residuales de las empresas. También tendría 
que entender que toda verificación y mejoramiento de los controles en las 
extracciones de agua implican costos de transacción, que no está dispuesto 
a desembolsar ya que sus prioridades son otras. La respuesta del actual go-
bierno, en cierta forma nos da un resultado adelantado, que la sustentabili-
dad y exclusión se reafirman aun cuando se diga que se trabaja por los que 
menos tienen, lo cual no es cierto y, por el contrario, favorece a los que más 
critican que son las grandes empresas.
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Concesiones de agua y empresariado 
 lechero en La Laguna, Coahuila-Durango

Lourdes Romero Navarrete*

Introducción
Este capítulo tiene el propósito de examinar el otorgamiento de derechos de 
agua al empresariado lechero de La Laguna, en territorio de Coahuila y Du-
rango, como actos de la autoridad que contravienen el principio de propiedad 
nacional asentado en el artículo 27 constitucional, de acuerdo con el cual el 
Estado debe garantizar una “distribución equitativa de la riqueza pública, cui-
dar de su conservación y lograr el desarrollo equilibrado del país”.17 En con-
traste, desde finales de los años noventa hasta el año 2020, se han autorizado 
concesiones del acuífero Principal18 a tres familias pertenecientes al sector de 
productores de lácteos, equiparables a las que reciben los organismos opera-
dores municipales que abastecen a 1 millón y medio de habitantes y a todo el 
sector ejidal (alrededor de 35 mil ejidatarios), en menoscabo de la equidad y 
en detrimento de la disponibilidad y calidad del agua para abasto urbano en 
la región. Con base en la captura del Estado como marco de explicación, con-
cluye que, aunque los mecanismos informales para acceder al agua han es-
tado permanentemente presentes, son las instituciones formales las que han 

17	 Artículo 27: La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las modali-
dades que dicte el interés público, así como el de regular, en beneficio social, el aprovechamiento de los 
elementos naturales susceptibles de apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la 
riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento 
de las condiciones de la vida de la población rural y urbana. En consecuencia, se dictarán las medidas 
necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas 
y destinos de tierra, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la funda-
ción, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población, para preservar y restaurar 
el equilibrio ecológico (Cámara de Diputados, 2019).

18	 El acuífero Principal constituye el mayor reservorio con que cuenta Región Lagunera. Se localiza al su-
roeste de Coahuila y noreste de Durango, cubre una superficie aproximada de 12 617 km² (Conagua, 2020).

*	 Profesora-investigadora del Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social-Uni-
dad Ciudad de México (CIESAS). lourdesr@ciesas.edu.mx
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generado un inequitativo reparto de concesiones de agua, a la vez que han 
propiciado la configuración de un escenario de crisis ambiental en la región.

La presentación se desarrolla en dos partes, la primera asienta los ancla-
jes analíticos en torno a la captura del Estado, la propiedad y los derechos de 
agua asentados en la Constitución Política de 1917, aún vigente. La segunda 
expone los datos que constatan el acaparamiento de derechos de agua con 
base en las inscripciones de títulos en el Registro Público de Derechos de 
Agua (REPDA), respecto al acuífero Principal, de 1994 a 2020.

Derechos de Agua en México  
y la Captura del Estado
La propiedad es una de las instituciones de más larga data en la sociedad y 
uno de los fundamentos estructurales de las relaciones sociales en el sistema 
capitalista. Su formalización en marcos institucionales ha dado lugar a una 
larga y extensa teorización que tiene su origen en el pensamiento griego y 
que ahora comprende complejos marcos disciplinarios del derecho, la ciencia 
política, la economía y la ética, entre otros (Cordero y Aldunate, 2008).

El Estado junto con la propiedad son conceptos estrechamente entrelaza-
dos, dado que el ejercicio del derecho a la propiedad se estructura a través 
del Estado, encargado de instrumentalizarlo. A esta institución se le recono-
ce un poder distinto a los demás, el llamado poder soberano o por encima de 
todos,19 entre cuyas funciones está salvaguardar uno de los principios para-
digmáticos del sistema capitalista: el inalienable derecho de los ciudadanos 
de acceder a un bien con exclusión de los demás. Como producto humano 
desarrollado a lo largo de la historia, los conceptos, principios y prácticas 
que los definen, se han ido transformando, construyendo y deconstruyendo, 
de acuerdo con contextos espacio-temporales diversos, por lo que los con-
sensos en torno a la propiedad son resultado de procesos sociales amplios, 
situados, históricos y permanentemente dinámicos. 

En esta virtud, una descripción del abigarrado entramado de expre-
siones sociales en torno al tema no es el objetivo aquí. Lo que intere-

19	 En su etimología latina superanus “por encima de todos”. La suma potestas como elemento de la soberanía 
del Estado según el cual este no está sujeto a ningún otro poder para la adopción de sus decisiones (Dic-
cionario de la RAE). compraventa. Con base en este mismo principio, el Estado está obligado a garantizar. 
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sa es establecer ciertas premisas que contextualicen el otorgamiento 
de títulos para acceder al agua en la Región Lagunera. La primera es 
que México está constituido como una República representativa, de-
mocrática, laica y federal (artículo 40 constitucional); y existe una di-
visión de poderes y tres niveles de gobierno. En segundo lugar, de 
acuerdo con el principio de propiedad nacional asentado en el artículo 
27 constitucional, el derecho al agua tiene una instrumentación jurí-
dica particular, en tanto que, a diferencia de la tierra, no se otorga en 
dominio pleno o propiedad plena, ya que se ejerce a través de la con-
cesión y/o asignación (a particulares con diferentes usos y organismos 
operadores de uso urbano, respectivamente) y no puede ser sometida a 
su conservación y a hacer una distribución equitativa de la riqueza na-
tural, entre otras obligaciones. Por su parte, la legislación secundaria en-
cargada de la gestión del hídrico es la Ley de Aguas Nacionales (LAN), 
publicada en 1992, misma que fue reformulada de manera amplia en 
2004. El organismo sectorial es la Comisión Nacional del Agua (Conagua), 
creada en 1989, que debe inscribir el acto jurídico de la concesión o asig-
nación en el REPDA.

Este andamiaje institucional pareciera ser suficientemente sólido para 
garantizar que el agua es gestionada de acuerdo con el principio consti-
tucional de garantizar una administración eficiente, racional, equitativa y 
segura. La realidad dista de estos loables propósitos. Acuíferos sobreexplo-
tados, acaparamiento, desperdicio, contaminación, disponibilidad decre-
ciente y una profunda desigualdad en el acceso, son algunos de los graves 
problemas que aquejan al país en materia de agua y que están siendo po-
tenciados por los efectos del cambio climático.

Una de las razones que explican este panorama es que la política es-
tatal privilegia el uso del agua en actividades rentables, como es el caso 
de las empresas cerveceras, lecheras, refresqueras, mineras, todas ellas 
grandes consumidoras de agua (Talledos et al., 2020), las cuales reciben 
concesiones cuyas actividades impactan severamente la disponibilidad, 
causan deterioro y no hay mecanismos institucionales o no se aplican, 
como es el caso de las leyes ambientales, que garanticen el resarcimiento 
de los daños al entorno natural o que compensen dicho deterioro, a fin de 
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que se garantice la disponibilidad de agua en calidad, accesibilidad y ase-
quibilidad adecuadas.20

En efecto, para los grandes usuarios el costo del uso del agua es prác-
ticamente nulo, pues una concesión requiere sólo el pago de un derecho 
regulado por la Ley de Derechos Fiscales.21 El costo para 2021 asciende a $4 
338.62, de modo que no hay correspondencia entre el costo de la concesión y 
la renta obtenida por el uso del agua en actividades como las arriba citadas y 
menos aún con el costo del impacto causado al entorno natural. Tampoco se 
trata de hacer del agua un activo sometido al mercado, sino de garantizar el 
valor ambiental, social y económico en función de su calidad de bien común.

Como refieren estudios específicos, información oficial, periodística, po-
derosos actores económicos directa o indirectamente están siendo benefi-
ciados a través de las concesiones otorgadas por el organismo sectorial, que 
de este modo omiten el cumplimiento del principio de propiedad nacional 
y el derecho humano al agua, que desde 2012 fue reconocido por la Consti-
tución en su artículo 4º (Romero y Olvera, 2019; Talledos et al., 2020; Contra-
línea, 2020a, 2020b). Este pobre desempeño de los órganos del Estado para 
lograr una administración justa, ambientalmente racional y que asegure el 
acceso para futuras generaciones, tiene un marco de explicación amplio. 

Uno de los abordajes que adquirió relevancia desde el inicio del presente 
siglo es la captura del Estado (Bagashka, 2014). Este ha permitido caracterizar 
comportamientos específicos de los agentes económicos para influir, acceder 
o controlar la implementación de políticas públicas. Para Dassah (2018, apud 

21	 La Ley Federal de Derechos promulgada el 8 de diciembre de 2020, establece en su artículo 192: Por el es-
tudio, trámite y, en su caso, autorización de la expedición o prórroga de títulos de asignación o concesión, 
o de permisos o autorizaciones de transmisión que se indican, incluyendo su posterior inscripción por 
parte de la Comisión Nacional del Agua en el Registro Público de Derechos de Agua, se pagará el derecho 
de servicios relacionados con el agua, conforme a las siguientes cuotas: I. Por cada título de asignación o 
concesión para explotar, usar o aprovechar aguas nacionales incluyendo su registro $4 338.62.

20	 Otra de las vías para acceder a las concesiones es la judicial. En efecto, en un reciente comunicado de 
Elena Burns, subdirectora de Administración del Agua de la Conagua, informó que la demanda judicial 
constituye un recurso habitual de los empresarios para obtener importantes volúmenes de agua a través 
de la concesión. De acuerdo con Burns, de 1992 a la fecha “se han otorgado 518 mil concesiones y se tiene 
un rezago de 174 mil [y] ha emergido una industria de abogados que obtienen concesiones para sus clien-
tes, reclamando al organismo no haber cumplido con el otorgamiento de las concesiones en 60 días, como 
lo marca la ley actual”. Esta situación abre una nueva veta para analizar esta vía como un recurso más 
para concretar la captura del Estado, pues, de acuerdo con Burns, a los tribunales no les importa “si hay 
veda, no importa si hay daños a terceros o si no hay disponibilidad del líquido, la Conagua está obligada a 
otorgar permisos”, de modo que “En este momento, en toda la nación y en nuestras oficinas centrales, se 
están otorgando concesiones al mayoreo en acuíferos y cuencas sobrexplotadas” (Ballinas, 2021).
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Helman et. al., 2000; Haggard, 1985, p. 509; Bardhan 2001, p. 255; Evans, 1985 
y Srouji 2005, p. 15) la noción de captura del Estado o captura política fue un 
concepto acuñado por Hellman y Kaufman en el estudio del Banco Mundial 
(2000), empleado para definir “la propensión de las corporaciones para definir 
las reglas subyacentes del juego mediante la ‘compra’ de decretos, legislación 
e influencia, o los esfuerzos de las empresas de influir en las reglas subya-
centes del juego (es decir, legislación, normas y decretos) a través de pagos 
privados a funcionarios públicos”. Asimismo, la captura del Estado es parte 
de un debate teórico e ideológico en el que se distinguen tres corrientes de 
pensamiento: el neoliberal, el neoinstitucionalismo económico y el marxista. 
Sus diferencias derivan de la perspectiva que cada uno tiene del Estado, de 
la economía, la política y la ideología. En una gruesa síntesis, para el enfo-
que neoliberal, la captura del Estado ocurre porque los hacedores de políti-
cas son inherentemente corruptos y usan el poder de éste para la asignación 
de rentas y clientelas. En cambio, desde un enfoque neoinstitucionalista, la 
captura del Estado se produce cuando las instituciones son débiles, pues con-
sidera que la intervención de las instituciones estatales son un mecanismo 
que compensa las fallas del mercado, garantizan la eficiencia y contribuyen a 
reducir los costos de transacción. El enfoque marxista, por su parte, considera 
que el Estado capitalista obedece a los intereses de la clase dominante, lo que 
significa que está en un estado de captura permanente e instituciones como 
el congreso están orientadas a favorecer la acumulación capitalista. 

En atención al carácter exploratorio de esta presentación, no se busca una 
demostración a partir de uno de estos enfoques, pero sí mostrar que al menos 
dos elementos están presentes en la forma de intervención de tres familias del 
sector lechero en el ámbito de la gestión del agua. El primero es la captura del 
Consejo de Cuenca Nazas-Aguanaval, órgano de concertación entre las autori-
dades y los usuarios, que desde su creación en 1998, ha tenido algún miembro 
de estas familias o sus cercanos, como representante del uso agrícola y pecua-
rio. El segundo es el poder económico regional que les da ser dueños de algunas 
de las empresas más importantes a nivel nacional, tal es el caso de las familias 
Tricio y Valdez Berlanga, dueña y accionista de la empresa Lala, respectivamen-
te, y la familia Martin, dueña de las tiendas Soriana y de empresas productoras 
de leche. Asimismo, forman parte de las cámaras empresariales nacionales y 
regionales, participan en cada espacio de construcción de políticas públicas 



66 Delia Montero Contreras

Capitalismo, cambio institucional y comportamiento humano

regionales, tienen acceso al lobbying de manera privilegiada respecto a otros 
actores sociales o económicos. La situación de La Laguna no se entiende sin el 
rol que desempeñan estas familias en la economía y en los espacios de toma 
de decisión respecto del agua (Romero y Olvera, 2019). Con base en los registros 
del REPDA, se documenta el notorio trato preferencial que reciben estas fami-
lias en el otorgamiento de concesiones, como se verá en el siguiente apartado. 

La región y los empresarios lecheros
La Laguna se sitúa en una zona de transición climática en el centro norte 
de México. La integran 15 municipios, cinco del estado de Coahuila y 10 de 
Durango, que se articularon paulatinamente hasta conformar una región 
geoeconómica basada en el sector primario. Desde finales del siglo XIX se 
caracterizó por la producción algodonera, cotizada a nivel internacional, y 
desde los años sesenta del siglo XX empezó una reconversión productiva, 
tanto por el desplome de los precios de la fibra por la competencia con las 
artificiales, como por la degradación de los suelos por el uso de bioquímicos. 
Desde entonces, en el Estado se fomentó la creación de una cuenca lechera 
que en la actualidad produce alrededor de 10 millones de litros diarios de 
leche (Ganadería.com, 2019).

Cuadro 1.

INEGI. Censo 2020. México.
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Los efectos sobre la disponibilidad de agua es resultado de un patrón de 
consumo forrajero, principalmente la alfalfa, en un medio predominante-
mente árido, que ha traído consigo no solamente la baja disponibilidad, sino 
el deterioro por la alta concentración de sales arsenicales en las fuentes 
subterráneas. El acuífero Principal ha sido el que mayor impacto ha reci-
bido, pues cubre la mayor parte de la extensión lagunera. Este acuífero se 
encuentra sobreexplotado. Se calcula que se extraen 647.53 hm³, mientras 
la recarga media anual es de 534.1 hm³. Cálculo al que hay que agregar que 
al menos un tercio del volumen extraído se hace de forma ilegal, reconocido 
por las propias autoridades (Acosta, 2019).

Históricamente, el reparto agrario de 1936, impulsado por Lázaro Cárde-
nas, consolidó a La Laguna como un Distrito de Riego (017), de modo que pri-
mero para la producción algodonera y ahora forrajera, el principal uso de las 
concesiones ha sido el agrícola, en tanto que las fuentes de agua han pasado 
de las corrientes del Nazas y el Aguanaval (otorgadas básicamente al sector 
ejidal), a privilegiar las fuentes subterráneas, destacando el acuífero Principal. 

El año de 1992, constituye un parteaguas en el patrón de extracción del 
acuífero, en virtud de que el modelo económico se centró en la actividad 
empresarial destinada a la producción de lácteos, a pesar de que fue en este 
mismo contexto que se emitió el reglamento aún vigente que determinó 
que el volumen máximo autorizado de atracción del acuífero en la zona re-
glamentada sería de seiscientos millones de metros cúbicos por año (Diario 
Oficial de la Federación, 1991). 

Sin embargo, una revisión del REPDA de 1994 a 2020, exhibe, justamente, 
que existe un sobreconcesionamiento y que de forma paulatina se ha ido 
favoreciendo a un reducido número de empresarios del sector de lácteos. 

En cifras redondas, el total anual concesionado o asignado entre 1994 
y 2020 asciende a 640 829 742 m3, distribuido en 3,604 usuarios. En las si-
guientes gráficas se pueden identificar tres momentos en los que las conce-
siones se incrementan de manera ostensible, que se pueden caracterizar de 
la siguiente forma: 

1.	 1994-1999 ascenso natural por corresponder al inicio de las inscrip-
ciones en el REPDA (Gráfica 1). 
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2.	 2004-2010 notorios incrementos en el número de concesiones, que 
coincidieron con:

a)	 Movilizaciones sociales en la región contra la construcción de 
presas y en demanda urgente para la atención del problema 
de disponibilidad y deterioro por arsénico en el agua de uso 
doméstico abastecida por los organismos operadores.

b)	 Fuerte inestabilidad política nacional, marcadamente el pro-
ceso electoral de 2006.

c)	 El anuncio de la grave sequía de 2011.

Si se observa el comportamiento histórico (1994-2020) del sector eji-
dal (Gráfica 2), es notoria la caída en el número de concesiones del 
año 2009, que nunca se recuperó. Por su parte, las asignaciones a 
las presidencias y organismos operadores presentan una relativa 
estabilidad, interrumpida brevemente en 2008, que tampoco volvió 
a ascender (Gráfica 3). 

En contraste, tres familias productoras de lácteos: Tricio, Martin y Val-
dez Berlanga, lograron un súbito incremento en 2008 (Gráfica 4).

3.	 2018-2020 primeros dos años de la actual administración presiden-
cial, de nueva cuenta, las tres familias registraron un marcado in-
cremento en el número de concesiones (Gráfica 4).

Estas familias han recibido entre 1996 a 2020, un volumen total de 59 329 
263 m3/año, lo que significa alrededor del 27 % del total anual concesionado 
en el acuífero Principal, mientras que el sector ejidal y las presidencias mu-
nicipales y organismos operadores, reciben el 30% y 42%, respectivamente 
(Gráfica 5).

Finalmente, durante la actual administración, específicamente de julio 
de 2018 a diciembre de 2020, se han otorgado 186 concesiones en total, cifra 
muy superior a las cinco tituladas en 2016 o a las once otorgadas en 2017. 
De ese total, 25 corresponden a las tres familias referidas, a las cuales les 
fue concesionado un volumen de 7 069 577 m3/año. Este hecho confirma la 
tendencia señalada que ha favorecido a un grupo reducido de empresarios 
lecheros. Asimismo, las variaciones permiten inferir que el número de con-
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cesiones se incrementa en momentos de crisis o de riesgo de inestabilidad y 
ha sido en estas coyunturas cuando los grandes productores de lácteos han 
accedido a un mayor número de concesiones.
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Conclusión
En La Laguna convergen factores que han contribuido a la configuración de 
un escenario de grave deterioro de la calidad del agua y de baja disponibi-
lidad, destacadamente, un patrón de cultivos forrajeros ineficiente e inade-
cuado para las características ambientales, la cría de ganado lechero y el 
trato preferencial en el otorgamiento de concesiones de agua dado al sector 
empresarial, específicamente a las familias Tricio, Valdez Berlanga y Martin, 
todo ello por intermediación de la acción gubernamental. En este sentido, es 
posible concluir que desde el espacio de las instituciones formales se pro-
picia, por comisión u omisión, la captura política, la inequidad en el acceso 
al líquido vital y se favorece la crisis de disponibilidad y deterioro del agua.

Ante un escenario de creciente deterioro y abatimiento de la disponibili-
dad del recurso, La Laguna muestra que la acción gubernamental en sentido 
amplio presenta fuertes rezagos para la concreción del derecho humano al 
agua y al saneamiento, situación que, además, tiene frente a sí el impacto 
del cambio climático y la amenaza que significa la financiarización del agua, 
que ya se produce en diversas latitudes como en Estados Unidos, Australia 
y Francia, entre otros.
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De ahí que el debate sobre las instituciones formales que administran 
el agua ha adquirido el rango de urgencia. En este debate el principio de 
propiedad nacional es un referente obligado, en virtud de que está vigente, 
regula la relación entre lo público y lo privado, obliga a promover el uso ra-
cional del agua e impide someter al agua al intercambio mercantil. 
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Introducción
Los llamados “formatos comerciales” han estado siendo referenciados cada 
vez con mayor frecuencia como los elementos determinantes de la evolu-
ción del comercio minorista. En lo referente al consumo básico, en la última 
década del siglo pasado, las grandes cadenas de supermercado se expan-
dieron e internacionalizaron notoriamente en el marco de una profunda 
liberación comercial, financiera y urbana, difundiendo la lógica del formato 
comercial de grandes superficies, bajo el paradigma de la conveniencia para 
el consumidor de proveerse periódicamente de todos los artículos en una 
sola parada (one stop). (Durand y Wrigley, 2009)

El boom de las formatos pequeños
En los años recientes los formatos “pequeños” han ganado relevancia frente 
a los grandes formatos cuyo crecimiento ha venido perdiendo relativo dina-
mismo.22 Al respecto, numerosos estudios han definido como una tenden-
cia casi universal el predominio hacia los formatos comerciales pequeños, 

22	 En lo referente al consumo suntuario o venta de “mercancías generales” se ha señalado la crisis (apoca-
líptica para algunos) del formato mall y “big boxes” en detrimento de nuevos tipos de centros comercia-
les. Pero en este texto me centraré en el análisis del consumo básico y el auge de los formatos pequeños.

23	 La literatura es amplísima, sólo a manera de ejemplo vale referirse a CCRRC, 2018.

*	 Profesor investigador del Departamento de Economía, UAM Iztapalapa. Correo: magomezfonseca@yahoo.com
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bajo el auspicio del concepto de conveniencia.23 En lo particular, referente al 
abasto básico urbano en México, en un trabajo previo hemos destacado la 
manera como los pequeños formatos comerciales han tenido un fuerte de-
sarrollo. El predominio comenzó en las grandes ciudades, extendiéndose a 
las medianas y pequeñas, y dentro de las ciudades en las zonas con mejores 
estratos socioeconómicos, pero difundiéndose hacia estratos de menor peso 
en su poder adquisitivo (Gómez Fonseca, 2018)

Si analizamos la participación de los pequeños formatos en las tres em-
presas públicas dedicadas al autoservicio más importantes en México (Wal-
mart, Soriana y Chedraui), vemos como empiezan a cobrar relevancia en la 
mezcla de los formatos comerciales de cada una de ellas. La especificación 
precisa de cada formato se encuentra en los Cuadros 2, 3 y 4. En el caso de 
Walmart, el formato “nativo” de Bodega de Aurrerá ha sido la vía amplia-
mente predominante de crecimiento en la última década como se observa 
en las gráficas respectivas. Este formato está orientado a sectores de meno-
res ingresos y considera superficies menores al formato estándar de Super-
center importado de Estados Unidos, que sin mayor problema se sobrepuso 
al formato base de los supermercados Aurrerá cuando quedaron integrados 
al consorcio norteamericano, cuando este absorbió el paquete accionario 
total del Grupo Cifra. Superama, otro de los formatos con crecimiento di-
námico, representa una estrategia espejo en el sentido de abordar estratos 
económicos de mayores ingresos. Pero ambos coinciden en el desarrollo de 
formatos comerciales de menor tamaño. No obstante, en el caso de Bodega 
de Aurrerá, cabe destacar que en los últimos años ha sufrido una diversifi-
cación interna en tres subvariedades: Bodega, Mi Bodega y Bodega Express, 
que en los reportes anuales no se desagregan. Lo que explica el destacado 
crecimiento relativo del formato Bodega Aurrerá, pero oculta la tendencia a 
degradar este concepto por la aparición de formatos con superficie de ven-
tas cada vez menor.

En el caso particular de Bodega Aurrera Express, en 2018 se abrió la tien-
da número 1 000 en México (Walmex, Informe Anual 2018). Al finalizar 2019, 
las Bodegas de Aurrera sumaron 2 015 unidades, pero considerando otras 
tiendas de descuento, la suma alcanza las 2 735 por lo que en los dos últi-
mos dos años esta tendencia se siguió intensificando. 
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Gráfica 1

Soriana desarrolla el formato de Soriana Express a partir de 2010, el cual 
muy pronto logra un número importante de puntos de venta. A lo anterior 
hay que sumar 107 Super City que corresponden al concepto de tiendas de 
conveniencia.

Cuadro 1

Fuente: Gómez Fonseca, 2018, con base en reportes anuales de Walmex
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Reflexiones sobre el Concepto de “Formato Comercial”
Respecto al sistema de abasto básico urbano, existe un creciente interés por 
considerar los formatos comerciales como factor clave del éxito de algunos 
actores económicos y, en consecuencia, como elemento relevante de la evo-
lución del sistema de abasto.

Este sistema sufrió su primer impacto modernizador a mediados del siglo 
pasado con la emergencia de los supermercados (proceso que se dio en forma 
asincrónica y con diferentes ritmos en los diversos países). Este hecho provocó 
una clasificación ad hoc entre canales modernos y tradicionales, documentada 
por organismos privados constituidos por asociaciones de empresas comercia-
les que se dieron a la tarea de registrar el avance de este sector. En el caso de 
México, esta tarea la asumió la Asociación Nacional de Tiendas de Autoservicio 
y Departamentales (ANTAD). A riesgo de generalizar, podemos afirmar que du-
rante todo el siglo pasado la expansión desbocada de los supermercados fue 
el suceso más relevante en este sistema (industria o mercado, como también 
suele denominarse). Hasta ese momento, el desarrollo del llamado sector mo-

 En lo referente al Grupo Chedraui, la emergencia de los nuevos formatos 
pequeños Superche y Supersito es más reciente, pero igualmente notoria en 
cuanto al número de punto de venta. En los últimos dos años, los formatos 
pequeños se han incrementado a 15 Superche, y 33 Supersitos. (Chedraui, 
Reporte Anual 2020).

Gráfica 2
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derno en el abasto básico se limitaba a los formatos de grandes superficies, po-
larizando de facto a este sistema en un sector moderno constituido por gran-
des establecimientos (sujeto a posterior y continua diversificación) que parecía 
respetarle al sector tradicional el espacio del pequeño comercio.24

El auge de los formatos pequeños, cuya expresión local ya hemos anali-
zado y el surgimiento de un desglose cada vez mayor y una especificación 
más sofisticada de otros conceptos (hard discounters, category killer, cash&-
carry, etc.) sugieren la necesidad de problematizar el concepto de “forma-
to comercial”. ¿Cuál es la naturaleza del concepto? ¿Qué estatus tiene? El 
formato comercial representa, ¿un estándar convencional?, ¿un rubro de la 
estrategia?, ¿un dispositivo para ayudar a tomar decisiones o forjar hábitos? 
¿En qué sentido podría considerarse una convención social? Cabe anticipar 
que las diversas acepciones y significados corresponden a usos o tradicio-
nes teóricas no necesariamente excluyentes. Como veremos, el auxilio de la 
economía institucional resultará crucial para un mejor entendimiento. Pero 
en este texto se proponen algunas ideas respecto a qué tratamiento teórico-
debe dársele a estos conceptos, rescatándolos del uso normativo en el que 
suelen caer las consultorías: los actores que más recurren a su empleo.

Cuadro 2

24	  En su artículo, Igami (2011) realiza un interesante análisis de la polarización argumentado que el reverso 
de la medalla del éxito de los hipermercados es el espacio de supervivencia del comercio minorista tra-
dicional y que el siguiente paso de las empresas es disputárselo, generando pequeños formatos.
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A diferencia de los economistas convencionales, los mercadólogos asignan 
a los hábitos un papel crucial en las estrategias de venta de los giros comer-
ciales. Sus consideraciones ayudan a aproximarnos al proceso real del com-
portamiento de los compradores y consumidores de productos básicos. Sin 
embargo, la copiosa y altamente sugerente literatura proveniente de las con-
sultorías en mercadotecnia acarrea algunos inconvenientes: un sesgo abierta-
mente normativo y un interés lucrativo, lo que se traduce en una metodología 
diversa (no hay interés en compartirla) y opaca (no hay la intención de deve-
larla, pues se trata de un secreto comercial o una información que se vende). 
Por su inspiración empírica y la influencia en el discurso empresarial, resulta 
pertinente incorporar críticamente sus formulaciones a las distintas teorías 
de las ciencias sociales, particularmente a través de la economía institucional.

Si analizamos el tratamiento que las consultoras le dan al término de 
formato comercial, encontramos que, reflejando la evolución de la industria 
misma, ha venido enriqueciéndose. Inicialmente, el concepto se centraba en 
el tamaño, esto es la superficie de venta. Un segundo paso fue el de correla-
cionar el número de SKU que se maneja.25

Un nivel salto cualitativo tiene lugar cuando se vincula al tamaño con pa-
rámetros de operación, tales como un horario más amplio, variedad de pago 
(aceptación del pago electrónico) y servicios complementarios (correspon-
salías bancarias y pago de servicios diversos) y orientación especializada a 
niveles socioeconómicos.

En la literatura sajona-norteamericana se suele denominar ocasional-
mente a los formatos como fórmulas. Esta resignificación resulta ilustrativa 
de esta evolución.26 Mientras que para el Diccionario de la Real Academia es-
pañola, forma es “la configuración externa de algo; formato es el “conjunto 
de características técnicas y de presentación de una publicación periódica 
o de un programa de televisión o radio”, significado bastante acertado para 
extender su aplicación al sector comercial.27 Por su parte, los significados 
de fórmula abarcan: 1. Medio práctico propuesto para resolver un asunto 
controvertido o ejecutar algo difícil. 2. Manera fija de redactar algo. 3. Com-
25	 SKU: contracción del término inglés Stock Keeping Unit, unidad de medida del número de artículos di-

ferentes almacenados. No está de más insistir que, obviamente, aquí nos estamos refiriendo necesaria-
mente al formato como una estrategia del canal moderno, pues los comercios tradicionales difícilmente 
planean o definen su operación con base en este tipo de parámetros.

26	 En la literatura latinoamericana la denominación de fórmula es excepcional.
27	 https://dle.rae.es/forma?m=form; https://dle.rae.es/formato?m=form
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posición de una mezcla e instrucciones para su elaboración. 28 Este conjunto 
de acepciones describen con bastante precisión las funciones que cumple el 
concepto de formato (fórmula) comercial.

Con esas añadiduras, el concepto de formato pequeño quedó enriqueci-
do y muy cercano al modelo de negocio de tienda de conveniencia, y a esta 
como subvariedad del “formato pequeño”.

Expresan un surgimiento e integración ascendente (bottom up), que luego 
pueden estar sujetos a fuerzas convergentes. Un aspecto que hay que destacar 
en la revisión del concepto de formato comercial es su falta de convergencia. 
Al igual que conceptos como sector moderno y tradicional, supermercados, 
malls, etc., el concepto de pequeño formato o de conveniencia se caracteriza 
por tener una gran divergencia internacional, los rubros a especificar pueden 
ser los mismos, pero los parámetros para definirlos diferencian de un compa-
rativo de formatos de empresas de autoservicios en México, de un país a otro 
y de una consultoría a otra. Esto dificulta y relativiza los estudios compara-
tivos, opacando eventualmente sus resultados. Las divergencias se expresan 
en el ámbito espacial y temporal, y son fruto de la evolución organizacional 
de las empresas: el formato es un concepto con contenido dinámico.

Cuadro 3

Fuente: Elaboración propia a partir de reportes anuales de Walmex, Soriana, Che-
draui y FEMSA.

28	 https://dle.rae.es/f%C3%B3rmula?m=form
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La evolución del concepto no es sólo reflejo cognitivo del desarrollo del 
sistema de abasto, y el desarrollo de las estrategias seguidas por los actores 
empresariales, toda vez que, en primera instancia, el formato comercial es 
un dispositivo cognitivo que permite la formulación de estrategias, y en este 
sentido —siguiendo a Hodgson— una institución.

Podemos identificar distintas aproximaciones al concepto de formato 
comercial que implican tanto la evolución del concepto mismo, como los 
distintos niveles de profundidad analítica y fundamento teórico.

El formato como convención técnica. Partiendo de lo más simple, se pue-
de considerar al formato como una norma técnica (formal o informal) para 
clasificaciones de carácter estadístico, administrativo, legal, etcétera. Podría 
considerarse también como un instrumento heurístico para la elaboración 
de estudios comparativos internacionales. Sin embargo, cabe recalcar que 
no existe un proceso de convergencia en las tipologías desarrolladas em-
píricamente por las grandes empresas comerciales, por las consultorías o 
las autoridades urbanas y menos aún a nivel internacional. A manera de 
ejemplo, ya hemos mostramos las divergencias29 que en el ámbito local na-
cional se evidencian en la aplicación que le dan los principales actores a las 
diversas formulaciones de formato.

El enfoque estructuralista. El formato como estructuras resultantes de 
estructuras que, de acuerdo con la teoría económica con la que se interpre-
tan, resultan subóptimas, eficaces o pertinentes.

De acuerdo con este enfoque, el surgimiento de los “formatos comercia-
les” como estructuras resultantes (tipo variable dependiente) estaría deter-
minado por una compleja articulación de estructuras sociales entre las que 
cabe destacar:

Las estructuras urbanas. La concentración de la población en ciudades y el 
crecimiento urbano crean una escasez relativa de suelo urbano, una presión 

29	 Tal vez menores, pero divergencias al fin. La falta de convergencia entre las diferentes empresas, consul-
toras o sistemas de abasto básico locales es consecuencia de las diferentes trayectorias institucionales. 
A manera de ejemplo, al adquirir numerosas sucursales de La Comercial, Soriana tuvo que hacer cierta 
reingeniería para homologar o hacer consistente el formato de todas sus tiendas. Asimismo, como ya se-
ñalamos, Walmex ha diversificado en la práctica su concepto de Bodega en tres subvariedades, las cuales 
no adquieren el estatus correspondiente en sus informes anuales. Chedraui mantiene rangos muy am-
plios para definir su formato Supersito, lo que sugiere que su definición resulta de un proceso de ensayo 
y error completamente empírico.
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económica sobre el suelo disponible y, en consecuencia, altos precios. Como 
resultado de la expansión de la mancha urbana, la renta diferencial aumenta. 
La densidad urbana propicia la concentración de mercados y su disputa. Los 
problemas de movilidad limitan la disponibilidad de tiempo, promueven el 
uso del transporte público y limita el del automóvil, de manera que las gran-
des compras regulares en un único lugar no resultan tan ventajosas. Suele 
considerarse que la estructura urbana determina la configuración espacial del 
sistema de abasto, pero no es aventurado señalar que se desarrollan dialéc-
ticamente, como lo demuestra la interacción del abasto y la habitabilidad en 
los desarrollos habitacionales periféricos con un porcentaje alto de abandono.

Adicionalmente, el alto precio del suelo propicia viviendas pequeñas con 
cocinas y alacenas limitadas, acordes, además, con las nuevas tendencias 
sociodemográficas de familias reducidas y hogares unipersonales.

Estructura laboral. Extensas jornadas laborales combinadas con precariza-
ción del trabajo precario, temporal, contratación discontinua, irregular, tiempo 
parcial y niveles relativamente altos de desempleo. Todo lo anterior obstaculiza 
las compras periódicas y regulares (tipo one stop) en grandes supermercados.

Estructuras sociodemográficas. El bajo índice de formación de matrimo-
nios, el incremento de los divorcios y nuevas tendencias en las pautas de 
reproducción han modificado las estructuras familiares y la composición de 
los hogares que ahora se caracterizan por un menor número de miembros.

Esta acepción ampliamente difundida y de fuerte influencia estructuralista 
no corresponde, en estricto sentido, a una interpretación institucionalista 
en la medida en que las estructuras no son instituciones (Hodgson, 2006); si 
bien esta perspectiva aporta elementos a la explicación institucional, aun-
que en una forma muy apropiada pues en ocasiones se interpretan como 
estructuras optimizadas por mecanismos (equilibrios) económicos que los 
hábitos simplemente refuerzan.

Esta acepción “estructuralista” suele estar viciada por aquella interpreta-
ción que supone que el contenido de los hábitos y rutinas son resultados de 
elecciones racionales utilitarias previas, que las interacciones fijan en hábi-
tos y rutinas para conseguir eficacia y eficiencia. Este sería el caso cuando, por 
ejemplo, se apela a que el nuevo consumidor ya no calcula racionalmente 
únicamente sobre el precio del producto, sino sobre el costo total de adqui-
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sición, incluyendo una valoración del tiempo dedicado. Pero el cálculo racio-
nal no es la única mediación ni podemos asumir que el comprador cuenta 
con esas capacidades, información y disponibilidad para ello.30

La interpretación fetichista. La apología por lo pequeño conduce a de-
rivar de las dimensiones de punto de venta el desempeño social. En la tra-
dición marxista, se considera que el fetichismo surge de asignar atributos 
materiales (tamaño y localización del local comercial) fenómenos de natu-
raleza social. Este enfoque ejemplifica la banalización en la que suele caer 
el discurso de las empresas consultoras.

Esta acepción pareciera actualizar aquel paradigma de small is beautifu de 
Ernest Schumacher, inspiradora obra que no ha dejado de influir en la críti-
ca a las tendencias del capitalismo a casi 50 años de su publicación. Así, Ala-
na Semuels (2015) documenta cómo en las grandes ciudades las compras 
locales aumentan, lo que dialécticamente constituye una contratendencia 
al establecimiento de los grandes supermercados que en sus orígenes se 
basaron en las grandes urbes.

Como convención social. La fuerza de los formatos reside en la capacidad 
para convocar acuerdos sociales fundamentalmente entre comerciantes y 
compradores, en algún momento por autoridades y, adicionalmente, por 
productores y mayoristas, con base en los cuales se abrevia la obtención de 
información práctica, se generan mecanismos de elección, se propicia cer-
tidumbre y continuidad al proceso de reproducción social, se comunica la 
información y, por tanto, se modelan los comportamientos.

A diferencia del formato como dispositivo que facilita la toma de deci-
siones y la formulación de estrategias, el formato como convención social 
implica la construcción social mediante la interacción, lo cual determina 
doblemente su dinamismo y diversificación local, temporal y conceptual.

La reflexión sobre el formato comercial como institución. El éxito de un 
formato no radica en la pertinencia del tamaño preciso del formato, sino de 
la interrelación entre el comerciante y el comprador.31 El formato comer-

30 	El argumento en extenso puede consultarse en Hodgson, 2006.
31 	Por el lado del comprador hay corrientes que distinguen entre el cliente, el comprador y el consumidor. 

Por lo que detrás del comprador pueden estar los otros dos actores. Si se trata de negocios inmobiliarios 
mediante nuevas construcciones, detrás del comerciante se encuentra el desarrollador quien, en un mo-
mento anterior a la asignación en renta, ha considerado el formato.
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cial no se limita a ser el sustento material de los hábitos. Es además base 
técnico-organizativa, pero asimismo un dispositivo social para coordinar el 
intercambio.

La relación comercial en el abasto básico aparece —al concretarse— como 
una transacción entre dos partes, pero involucra a muchos más actores. Des-
de el punto de vista del comprador (cliente, usuario, consumidor) los forma-
tos permiten a los actores económicos contar con información relativamente 
cierta y simplificada, para tomar decisiones y abatir la incertidumbre.

Desde el punto de vista del comerciante. El diseño del formato y el modo 
de operar representan un mecanismo para fijar el monto de la inversión 
en un punto de venta, definir la dimensión de los inventarios32 y su calidad 
(assortment),33 definir parámetros de operación y formular modelos de nego-
cios, mitigando la incertidumbre.

La acepción como fórmula da una mejor idea de cómo el formato ayuda a 
la toma de decisiones. No abarca sólo el mecanismo contable34 ni un diseño 
mercadotécnico, es la integración de varios conceptos para volver coherente 
varios ámbitos de la gestión empresarial en lo interno, con el contexto ur-
bano y socioeconómico. Pero sobre todo con el consumidor, quien aporta el 
complemento que permite hablar de una convención.

Marca y formato comercial; similitudes y diferencias. En tanto convención 
social, una analogía del formato comercial con la marca comercial puede resul-
tar apropiada en varios sentidos. En primer lugar, como estrategia de diferen-
ciación del producto (caso de la marca o del servicio, tienda de conveniencia) 
como lo sostienen algunas consultorías. Pero más importante es la utilización 
de ambos como mecanismo para que el consumidor o cliente conozca las ca-
racterísticas del servicio/bien, lo que le ahorra costos de información.35

32	 La minimización de inventarios y el manejo eficiente de los mismos es resultado de la institución de me-
canismos contables y de control mediante tecnologías de información, cuya incorporación generalizada 

y sistemática modera sus costos de implementación.
33 	La mezcla de productos que integran el SKU. Con base en las evidencias de la rotación de inventarios 

posibilitada por las tecnologías de la información, este assortment puede ajustarse continuamente.
34	 Una institución en sí mismo.
35	 En el caso de cadenas de tiendas de conveniencia, tanto la marca como el formato operan en el mismo 

sentido de proporcionar información. In an increasingly complex world, individuals and businesses are 
faced with more and more choices, but seemingly have less and less time to make those choices. The 
ability of a strong brand to simplify consumer decision-making, reduce risk and set expectations is thus 
invaluable (Keller, 2016).
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Una posible diferencia entre ambas convenciones es que la marca suele ser 
una construcción social inducida desde la empresa (productor o comerciante) 
en el consumidor, con una integración que correspondería al tipo top down;36 
mientras que en el caso del formato esta direccionalidad resulta menos clara, 
pues en los formatos exitosos, el comerciante suele ser cuidadoso en conside-
rar las pautas del consumidor o comprador, por lo que la integración de esta 
institución entre lo ascendente y lo descendente resulta más dialéctica.

En la marca el comprador si acaso se resiste; en el formato, sus acciones 
son más participativas, las interacciones son mucho más intensas y recí-
procas. El formato comercial como institución que explica la continuidad 
y el cambio. Las instituciones deben ser explicadas por su capacidad de re-
producción, su continuidad, pero también en sus cambios. En su calidad 
de convención social, el formato tiene mayor potencialidad explicativa al 
considerar tanto los cambios en la conducta de los compradores en el aná-
lisis de fenómenos disruptivos como la decadencia de algunos formatos, la 
emergencia de múltiples formatos (muchos de los cuales no abarcamos en 
esta ponencia); la hibridación de algunos (fusión de farmacias y tiendas de 
conveniencia); el impacto de la omicanalidad, etcétera.

El abandono gradual, pero persistente del paradigma del comprador ra-
cional utilitario universal ha llevado a la consideración de perfiles de com-
pradores y, por tanto, a la deshomologación del comprador. Lo anterior 
guarda correspondencia con la diversificación, complejización e hibridación 
de los formatos comerciales, lo cual es altamente revelador del carácter de 
convención social de los formatos derivada de la necesaria participación del 
comprador en su construcción.

Mientras que la perspectiva neoclásica no admite interacciones, el formato 
como convención social no limita la acción del comprador a la mera elección 
racional. Y es mediante ellas que los comerciantes (sean cadenas empresa-
riales, minisuper, tiendas de barrio) adecuan a los compradores el assortment 
de sus tiendas, los horarios de servicios, las formas de pago y servicios com-

36	 The power of a brand, however, resides in the minds of consumers. The value of a brand is ultimately 
derived in the marketplace from the words and actions of consumers. Consumers decide with their pur-
chases, based on whatever factors they deem important, which brands are more valuable than others. 
Marketers, in turn, must build and manage their brands by creating the right brand knowledge structures 
(Keller, 2016).
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plementarios. Los actores empresariales relevantes tienen en mente la posi-
bilidad de construir hábitos (la llamada fidelización del cliente) y de manera 
secundaria, su papel de elector supuestamente maximizador entre opciones. 
El éxito del formato está ligado a la capacidad empresarial para convertir los 
formatos en una convención social, a su capacidad de leer debidamente los 
mensajes del mercado, a traducirlo en estrategias y en asegurar su imple-
mentación.37 La participación del comprador es cada vez menos pasiva.

El bloque social de los compradores es diverso y complejo. Esto faculta 
la diversidad de formatos y la viabilidad para todos ellos. La competencia 
es intensa, pero desordenada, segmentada, heterogénea. Nunca es franca, 
abierta o transparente. Su opacidad alberga rentas monopólicas, barreras de 
entrada, proveedurías jerárquicas y prácticas clientelares. En la emergencia 
de un catálogo de formatos cada vez más diversificados (y nunca plena-
mente convergentes como ya lo hemos señalado) se conjuntan varios fac-
tores: un universo de consumidores más diversos y la globalización de las 
tendencias de consumo. Pero también de las prácticas comerciales, como, 
por ejemplo, la incorporación de tradiciones comerciales alemanas que pro-
pician la posibilidad de estrategias híbridas. No menos importantes son las 
estructuras urbanas cada vez más complejas y sofisticadas. Ante esas ten-
dencias, no es de sorprender entonces que los sistemas de abasto básicos 
sean cada vez más complejos y requieran de un sistema de convenciones 
más diverso y elaborado. El hecho de que lo estemos limitando al consumo 
básico no lo hace más simple.

Hodgson (2006) incluye a las convenciones sociales dentro de las insti-
tuciones, considerándolas como instancias particulares de las reglas ins-
titucionales. En su opinión, la amplia definición de convención que utiliza 
la escuela francesa adopta una definición muy amplia de convención que 
resulta muy cercana a la noción de regla adoptada por él.

Reducir los formatos a reglas podría parecer extraño. Son artefactos ge-
neradores, simplificadores de reglas, facilitadores de hábitos, en cierto senti-
do símbolos, de ahí que valga la opción de asumirlos como subtipo especial 
de institución. De acuerdo con Théret (2000), para quien las instituciones 

37 	Otro ejemplo de formato como convención social es el del tianguis: el día o días escogidos resultan final-
mente convenidos por costumbre para organizar la vida vecinal conforme la periodicidad que impone el 
tianguis.
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median entre las estructuras sociales y los comportamientos individuales, 
existen diversas maneras de concebir las instituciones y las convenciones 
valen como tales: Se trata de objetos colectivos, exteriores a los agentes que 
en la economía de las convenciones sirven de punto de referencia para la 
coordinación y en la teoría regulacionista ayudan a soportar compromisos 
sociales que regulan los conflictos sin hacerlos desaparecer, es decir, formas 
históricas estabilizadas de relaciones de poder.

Conclusión
El auge de los formatos pequeños constituye tanto condición como resul-
tado de múltiples y significativos cambios en la vida cotidiana. El sistema 
de abasto (o como se le quiera denominar) es en sí mismo un fenómeno 
evolutivo y podría representar per se, un objeto de estudio de una de las ra-
mas más importantes de la economía institucional, la economía evolutiva. 
El path dependence de estos sistemas, sin duda, podría aportar importantes 
observaciones.

La explicación de porqué unos formatos empiezan a prevalecer, esta in-
eludiblemente ligada a resolver: ¿Cuál es la naturaleza del formato comer-
cial? Las categorías de la economía institucional no derivan de una sub-
disciplina menor de la economía, sino del trabajo multidisciplinario en su 
mayor expresión. Visualizar al formato como una convención social tiene 
esta implicación.

El formato comercial comparte con la marca la posibilidad de ahorro de 
los tiempos y costos, lo que ayuda a tomar decisiones, pero su génesis es 
diferente. Puede postularse la hipótesis de su diferenciación por el predomi-
nio de la integración descendente en el caso de las marcas, mientras que los 
formatos comerciales tienden a construirse de manera bilateral. Al respecto 
a la similitud del papel jugado por la marca y el formato, podemos decir que 
la marca se vende, el formato se acopla (Keller, 2016). Si la imposición de 
una marca educa, de acuerdo con los nuevos cánones de la mercadotecnia 
y a la intensa competencia que priva en esta industria, el formato convoca.

El formato y la fórmula comercial constituyen una institución formal, 
explícita, legitimada, pero que no tiene uniformidad en sus contenidos. El 
conferirles el estatus de convención social potencializa su capacidad expli-
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cativa respecto a la evolución reciente del abasto básico. En cuanto a meca-
nismo de organización económica, conforma recíprocamente a las partes 
que participan en el intercambio social.
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Omar Barragán Fernández*

Introducción
La administración del dinero que surge de las contribuciones se ha adapta-
do al siglo XXI, es decir, a la época actual, con una nueva geografía política,38  
así como herramientas que se renuevan y entornos económicos que rigen 
los actuales mercados locales, internacionales, regionales e incluso globa-
les. En los últimos veinticinco años, la tendencia del gobierno en México 
ha sido la modernización de sus procesos y procedimientos a través de la 
Nueva Gestión Pública (NGP) y, posteriormente, es decir, a partir de 2007, la 
incorporación de la Metodología de Marco Lógico (MML) con sus esquemas 
aplicados a los programas federales. 

Al igual que en los países industrializados o de mayor desarrollo, el go-
bierno federal en México ha tratado de integrar una nueva perspectiva de 

*	 Profesor adscrito a la UNAM, posdoctorante en el Instituto Tecnológico de Tláhuac III. Correo electrónico: 
obf1996@gmail.com. Número de registro ORCID: https://orcid.org/000-0002-4260-2080

38	 in Es la parte de la geografía humana que trata sobre la distribución y organización del planeta como 
hábitat del ser humano. Es un ámbito muy amplio, ya que su principal objeto de análisis son las insti-
tuciones políticas, que pueden ir desde un pequeño grupo de personas bien organizado y jerarquizado, 
hasta un gran bloque económico o político de carácter internacional y superar los límites fronterizos 
nacionales. Siendo complejo este concepto, la geografía política se interesa en todos los aspectos afines, 
como el proceso político, los sistemas de gobierno, la repercusión de las acciones políticas, etcétera.

	 La geografía política concibe las fronteras como móviles por decisiones gubernamentales o en un nivel 
más alto, de Estado y así se comienza a hablar de la geopolítica, que es la rama que concibe como fin últi-
mo la supervivencia de las naciones, puesto que el Estado es provisional o transitorio, pero la historia del 
ser humano es continua, por lo que la geopolítica pugna por asegurar la existencia del Estado como tal.

	 El espacio geográfico (poblaciones, naciones, territorios, zonas, etc.) es otro objeto de interés para la geo-
grafía política, factor que la distingue de la ciencia política, ya que igualmente es un tema de estudio el 
medio en que se desarrollan las instituciones políticas.
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gestión a la administración pública, buscando el mejoramiento de las finan-
zas locales y la incorporación de elementos que redunden en éxito dentro 
de una nueva forma de trabajo al interior tanto de dependencias como de 
entidades, fundamentalmente federales, aunque con pretensiones que bien 
pueden ser estatales, muchas de ellas todavía en proyecto, debido a que es 
aún novel la aplicación del marco lógico en un entorno de gestión pública 
moderna o más bien adaptada a los nuevos derroteros internacionales.

En esta investigación se busca analizar cómo una organización del sec-
tor público integra, vía cierta institucionalización respecto del empleo de 
recursos financieros, elementos de NGP y MML, con la idea de modernizar 
sus operaciones diarias, para ello es necesario un contexto que aborde inte-
rrogantes acerca de la NGP y la MML en las organizaciones públicas, consi-
derando aspectos que involucren lo que ocurre con los recursos monetarios 
destinados a programas públicos a nivel federal, tomando en cuenta su ma-
nejo durante el periodo 2013-2019.

Se parte de preguntas como, ¿de qué manera se ha logrado incorporar la 
NGP en México?, ¿cuáles son las implicaciones de la MML en la NGP de México 
a nivel federal? y ¿son los recursos financieros determinantes en la introduc-
ción de nuevos procesos administrativos o de gestión? Estas dudas tratarían el 
asunto de una organización pública en su tránsito a la modernidad, con toma 
de decisiones en situaciones cambiantes y una ciudadanía cada vez más plural; 
un modelo que en su proceder conjunte técnicas, agentes y actores variados.

El título específico, es decir, “Cambios en la Metodología de Marco Lógi-
co en el contexto de la Nueva Gestión Pública en México durante el perio-
do 2013-2019: implicaciones financieras”, nos indica la inclinación hacia el 
estudio institucional de organizaciones que, en la idea de modernizar su 
gestión, incorporan nuevas herramientas para la ejecución de los servicios 
públicos por medio del dinero destinado al efecto.

Históricamente, podríamos ubicar este estudio en términos referenciales 
a partir de un hecho político y económico que marcó el cambio en la historia 
reciente de México ocurrido hace 35 años, es decir, en 1986, cuando nuestro 
país ingresó formalmente al esquema de apertura externa con la incorpora-
ción al General Agreement on Tariffs and Trade (GATT) o Acuerdo General sobre 
Aranceles Aduaneros y Comercio, antecesor de la Organización Mundial de 
Comercio (OMC), porque fue el inicio formal de la apertura externa de Méxi-
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co, que abrió la puerta de un nuevo momento en la gestión pública capita-
lista de Estado orientada hacia una situación de mercado fuerte.

Este antecedente a su vez fue influido por una nueva demarcación polí-
tica en el mundo y ha constituido una parte importante de la nueva gober-
nanza en México a partir de 1995, aunque esa transformación ocurrió con 
mayor profundidad desde 2007, cuando la Metodología de Marco Lógico fue 
implementada en nuestro país de maneras formal y real, cuando menos en 
algunos programas federales, dentro de los cuales hay programas sociales, 
especialmente aquellos sujetos a reglas de operación, que son los más aca-
bados en términos de gestión de acuerdo con su formalidad operativa, dado 
que cuentan con una institucionalidad particular.

Las fronteras de este estudio estarán delimitadas por las dependencias 
específicas donde se suscitan los cambios, los programas a nivel federal que 
se evalúan y los actores que reciben estos nuevos procesos, pudiendo ser 
tanto empleados de instituciones públicas como ciudadanos, los primeros 
ejecutores de los programas, los segundos beneficiaros de los mismos como 
consecuencia de sus contribuciones fiscales reflejadas en resultados especí-
ficos, es decir, una institucionalidad entre gobierno y sociedad, estructurada 
a través de organizaciones ejecutoras.

En el primer apartado, se aborda una discusión de la literatura, relaciona-
da con la Nueva Gestión Pública y la Metodología de Marco Lógico, como ejes 
de análisis sobre su comportamiento durante el periodo 2013-2018. Se trata 
de un conjunto de aspectos teóricos relacionados con estos ámbitos, vistos 
por separado y, posteriormente en conjunto, a fin de debatir sobre su origen, 
desarrollo y aplicaciones en México, toda vez que se trata de dos aspectos 
que aún no se han trabajado del todo, al punto de que en vez de “gestión”, se 
habla de “gerencia” y el marco lógico se asume como herramienta, cuando 
es más que eso, ya que permite mejorar la gestión de los recursos prove-
nientes de los ciudadanos a través de contribuciones fiscales.

Dentro del segundo apartado se habla sobre la situación de los recursos 
financieros en la Nueva Gestión Pública de México, es decir, el dinero que 
administra el gobierno para sus diferentes planes de desarrollo, programas 
sectoriales, así como los proyectos financiados parcialmente por parte de 
Organismos Financieros Internacionales (OFI), tales como el Banco Mundial 
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(BM) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) a aspectos diversos, es 
decir, infraestructura, salud, educación, medio ambiente, campo, etcétera. 

En el tercer apartado se trata sobre las implicaciones en la asignación 
de recursos financieros dentro de la NGP y la MML durante el periodo 2013-
2019, ya en un momento específico, precisamente el del gobierno de aquel 
lapso de tiempo, encabezado por Enrique Peña Nieto y el inicio de la actual 
administración federal y que tuvo aspectos dignos de análisis, revisión crí-
tica y reflexión sobre su desempeño en cuanto a los programas públicos 
federales, su gestión, su marco de operación, que se centra un tanto más en 
la parte evaluativa y, por último, los recursos monetarios destinados a todo 
ello, tanto internos, como externos.

Por último, hay reflexiones finales que buscan de manera particular re-
dondear los aspectos relacionados con los programas gubernamentales en 
México dentro de la NGP mediante la MML, debido a que se trata de las apli-
caciones de los recursos financieros, a partir de una metodología específica, 
describiendo la realidad del asunto monetario, su uso en las decisiones de 
política pública, la gestión, el marco lógico, los derroteros del periodo 2013-
2018, los límites, los alcances, las posibilidades a futuro, así como el inicio 
de una corriente de pensamiento sobre estos temas, que son de primera 
importancia para cualquier país, no solamente para México.

Desarrollo

Discusión de la literatura: Nueva Gestión Pública  
y Metodología de Marco Lógico 

A lo largo del presente apartado, se hace un análisis sobre las teorías más rele-
vantes relacionadas con la NGP y la MML, considerando perspectivas, reflexio-
nes, comparaciones y escenarios, con el fin de aproximar al público lector 
respecto de las expresiones que han determinado el comportamiento teórico 
y práctico de la gestión y del marco lógico, toda vez que son orígenes de lo que 
se aplica en México y fundamentan, por lo tanto, la presente investigación.

En el análisis de García (2007), se encuentran elementos interesantes sobre 
el sustento teórico de la gestión pública, mismos que conducen a un trabajo 
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de reflexión sobre esos planteamientos y complementan la relación con las 
teorías institucional y organizacional que guarda la NGP:

“La nueva filosofía de gestión pública, utilizando palabras 
de Hood (1991, pp. 5-6), es un matrimonio entre el Nuevo 
Institucionalismo y la gerencia profesional.

Lapsley y Oldfield (2001, p. 217) indican que frente a la 
teoría de la elección racional, donde se asume que las de-
cisiones colectivas son meros agregados de los intereses 
individuales, el Nuevo Institucionalismo considera que 
las instituciones públicas son relevantes para entender y 
explicar las interacciones entre los individuos, pues están 
dotadas de una lógica propia que condiciona las preferen-
cias individuales. Y es que como Serna (2001) indica, se de-
fine el concepto de institución como el conjunto de valo-
res, normas, reglas, rutinas y procesos, que se desarrollan 
en un determinado entorno organizativo y que inciden di-
rectamente en la actuación desarrollada por los distintos 
actores implicados, dirigiendo y limitando su comporta-
miento”. (García, 2007, pp. 39).

García (2007) le confiere un marco teórico más sólido a las argumentaciones 
en relación con la teoría y su correspondiente análisis institucional, ya que 
se aborda el nuevo institucionalismo dentro de los referentes teóricos de la 
Nueva Gestión Pública, agregando la teoría de la gerencia profesional, que es 
parte de la teoría organizacional; en ese sentido, el nuevo institucionalismo 
supera a la teoría de la elección racional, propia del viejo institucionalismo, 
dando con ello un paso orientado a la concepción de los intereses colectivos, 
al darles un peso específico respecto de los individuales, para en todo caso 
tener un condicionamiento individual a partir de lo colectivo, no viceversa, 
como postula la elección racional, que es esencialmente individual.

Ramiro (2002) nos aporta aspectos muy destacados sobre la NGP, desde la 
perspectiva del Banco Mundial:

“… desde mediados de la década de 1980, trabajos como 
los de Jordi Borja (1987) ingresaban en el contexto latinoa-
mericano acompañados de no pocos aportes vernáculos 
que, desde enfoques no precisamente convergentes, fue-
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ron tomando cuerpo desde fines de dicha década, y a lo 
largo de toda la de 1990 (Boisier, 1990, 1992; Palma y Ru-
fián, 1989; Coraggio, 1990, 1997; Restrepo, 1994). Ello esti-
muló un debate ciertamente muy próspero con relación 
a la descentralización estatal, fundamentalmente en lo 
referente a su papel estratégico en la construcción de las 
nuevas relaciones Estado-sociedad, debate del que surgie-
ron poco disimuladas divergencias en las lecturas sobre su 
capacidad transformadora.

Mientras las resultantes de estas confrontaciones teóricas 
aún no habían quedado muy claras, y sus traducciones ins-
titucionales en el contexto latinoamericano eran muy dé-
biles, resultó sorprendente la forma en que, fundamental-
mente desde la década de 1990, el BM tomó esta categoría 
y le dio, tanto mediante sus informes anuales como a tra-
vés de sus working papers, un extenso (y no menos hete-
rogéneo) tratamiento, compatible con lo que se denominó 
el Consenso de Washington, es decir, el consenso generado 
fundamentalmente por este organismo y el Fondo Moneta-
rio Internacional (FMI) en torno a la necesidad de llevar cabo 
en la región reformas estructurales destinadas a reponer en 
plenitud los mecanismos de mercado por medio de proce-
sos generalizados de privatización y desregulación comer-
cial y financiera (Williamson, 1990).” (Ramiro, 2002, pp. 58).

La cita de Ramiro (2002) retoma trabajos de diversos autores que abor-
dan el tema de la descentralización estatal, en la cual se ubica la Nueva 
Gestión Pública, particularmente en la relación entre el Estado y la socie-
dad, en la cual la participación del Banco Mundial y del Fondo Monetario 
Internacional ha sido destacable, al plantear reformas estructurales, las 
cuales conducen a privatizar y con ello a buscar mecanismos de mercado 
para las otrora empresas públicas, disminuyendo con ello el tamaño del 
Estado y buscando una tendencia desreguladora.

Adicionalmente, Ramiro (2002) efectúa un trabajo de reflexión en torno 
de las reformas estructurales, derivadas del Consenso de Washington de 
1989, año en el cual se inició el debilitamiento del socialismo real con el 
derrumbe del Muro de Berlín ese mismo año, que dio paso a la reunificación 
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alemana y la posterior desaparición de la Unión de Repúblicas Socialistas 
Soviéticas (URSS), ocurrida a fines de 1991. A partir de ahí se intensificaron 
los procesos de privatización y desregulación iniciados en 1984, dentro de 
las cuales se ubica la NGP en diversos países, México no fue la excepción, ya 
que a partir de 1995 se dio el paso hacia esa tendencia con el Programa de 
Modernización de la Administración Pública (PROMAP).

Los fundamentos teórico-conceptuales de la Metodología del Marco Lógico 
pueden rastrearse al punto común del desarrollo de enfoques novedosos y me-
todologías innovadoras en diversos ámbitos de la ciencia, que se produce con la 
formulación de la llamada Teoría General de Sistemas (TGS)39 a principios de la 
década de 1950, propuesta por Ludwig von Bertalanffy, que es hasta cierto pun-
to parte de la teoría organizacional, que gestó derivaciones teóricas como esa. 

En particular, de la Teoría de la Motivación40 se toma el concepto de que 
no todas las personas tienen igual conducta, sino que se dan diferencias 
de comportamiento entre ellas, basadas en las distintas motivaciones que 

39	 La teoría de sistemas o teoría general de los sistemas es el estudio interdisciplinario de los sistemas en ge-
neral. Su propósito es estudiar los principios aplicables a los sistemas en cualquier nivel en todos los cam-
pos de la investigación. En 1950, el biólogo Austríaco Ludwig von Bertalanffy planteó la teoría general de 
sistemas propiamente dicha. Posteriormente, en la década de los setenta, Humberto Maturana desarrolló el 
concepto de Autopoiesis, el que da cuenta de la organización de los sistemas vivos como redes cerradas de 
autoproducción de los componentes que las constituyen. W. Ross Ashby y Norbert Wiener desarrollaron la 
teoría matemática de la comunicación y control de sistemas a través de la regulación de la retroalimenta-
ción (cibernética), que se encuentra estrechamente relacionada con la teoría de control. En la misma déca-
da, René Thom y E.C. Zeeman plantearon la teoría de las catástrofes, rama de las matemáticas de acuerdo 
con bifurcaciones en sistemas dinámicos que clasifica los fenómenos caracterizados por súbitos desplaza-
mientos en su conducta (Arnold y Osorio, 1998). David Ruelle, Edward Lorenz, Mitchell Feigenbaum, Steve 
Smale y James A. Yorke describieron la teoría del caos, una teoría matemática de sistemas dinámicos no 
lineales que describe bifurcaciones, extrañas atracciones y movimientos caóticos. John H. Holland, Murray 
Gell-Mann, Harold Morowitz, W. Brian Arthur y otros 90 plantean el Sistema Adaptativo Complejo (CAS, por 
sus siglas en inglés, que significan Complex Adaptative System), una nueva ciencia de la complejidad que 
describe surgimiento, adaptación y autoorganización. Fue establecida fundamentalmente por investigado-
res del Instituto de Santa Fe (Estados Unidos) y está basada en simulaciones informáticas. Incluye sistemas 
de multiagente que han llegado a ser una herramienta importante en el estudio de los sistemas sociales y 
complejos. Todavía es un campo de investigación activo. Como ciencia emergente, plantea paradigmas di-
ferentes de los de la ciencia clásica. La ciencia de sistemas observa totalidades, fenómenos, isomorfismos, 
causalidades circulares y se basa en principios como la subsidiariedad, multicausalidad, determinismo, 
complementariedad, y de acuerdo con las leyes encontradas en otras disciplinas y mediante el isomorfis-
mo, plantea el entendimiento de la realidad como un complejo, con lo que logra su transdisciplinariedad y 
multidisciplinariedad (Arnold y Osorio, 1998).

40	 La década de 1950 fue un periodo conveniente en el desarrollo de los conceptos de la motivación, ya que 
en esta época surgieron tres teorías, que si bien fueron aceptadas y cuestionadas, hoy se pone en tela de 
juicio su validez. Se trata de la teoría de la jerarquía de las necesidades de Abraham Maslow, la teoría de 
los factores de Herzberg y la teoría X e Y de Douglas McGregor (Naranjo, 2009).
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tienen en un momento determinado. Lo que motiva el comportamiento de 
una persona es la búsqueda de satisfacer una necesidad básica insuficien-
temente atendida. 

La aplicación práctica de las metodologías basadas en estas teorías ten-
dió a ratificar las expectativas que se habían formado sobre la capacidad de 
la motivación para mejorar la gestión y subir la productividad de las organi-
zaciones. La innovación y desarrollo (I+D) se convirtió en poderoso motor de 
la productividad en el sector privado, a todo nivel. Esto último es importan-
te, ya que la creatividad de las personas no depende de variables asociadas 
con la riqueza, como la educación superior, sino que se da en forma muy 
equitativa en una sociedad. 

El marco lógico recoge lo propuesto por la escuela conductual, es decir, fi-
jar resultados y dejar actuar, lo combina además con otro aporte de la visión 
sistémica: el desglose analítico de objetivos. Este desglose analítico es un 
modelo sistémico de las cadenas de causa-efecto que explican la dinámica 
de una transformación, como ocurre con esquemas como el de Ishikawa, 
de acuerdo con Romero y Díaz (2010). Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), entre otros.41  Su forma más conocida es el llamado Árbol de proble-
mas, que se ocupa ampliamente en la Metodología del Marco Lógico. 

El cambio organizacional, visto desde perspectivas administrativas, so-
ciológicas, económicas, antropológicas, etc., tuvo una configuración como 
una nueva forma de organizar lo burocrático, en tendencia hacia procesos 
de transformación sugerentemente de mejora, ahí reside un punto impor-
tante, las reglas del juego, es decir, la institucionalidad dada al interior de 
las organizaciones:42

“…lo que para Weber constituía un modelo ideal (o ‘tipo 

41	 El diagrama de Ishikawa, también llamado diagrama de espina de pescado, diagrama de causa-efecto, 
diagrama de Grandal o diagrama causal, se trata de un diagrama que consiste en una representación 
gráfica sencilla en la que puede verse de manera relacional una especie de espina central, que es una 
línea en el plano horizontal, representando el problema a analizar, que se escribe a su derecha. Es una de 
las diversas herramientas surgidas a lo largo del siglo XX en ámbitos de la industria y posteriormente en 
el de los servicios, para facilitar el análisis de problemas y sus soluciones en esferas como lo son: calidad 
de los procesos, los productos y servicios. Fue concebido en 1943 por el licenciado en química de origen 
japonés Kaoru Ishikawa (1915-1989). Este diagrama causal es la representación gráfica de las relaciones 
múltiples de causa-efecto entre las diversas variables que intervienen en un proceso. En teoría general 
de sistemas, un diagrama causal es un tipo de diagrama que muestra gráficamente las entradas o inputs, 
el proceso y las salidas o outputs de un sistema (causa-efecto), con su respectiva retroalimentación (fee-
dback) para el subsistema de control (Romero y Díaz, 2010).
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puro de funcionario burocrático’, como él lo llamaba), fue 
más tarde ‘idealizado’ por autores neoweberianos, que 
convirtieron al modelo en un conjunto de prescripciones, 
más que en el resultado de un proceso histórico-estructu-
ral acerca de las relaciones entre sistemas de dominación 
y estilos de gobierno encarnados en formas instituciona-
les. Seguramente sin merecerlo, el modelo burocrático de 
Weber fue visto, con el paso del tiempo, como ‘demasiado 
rígido’ frente a los nuevos desafíos de la gestión públi-
ca, en un mundo que se tornaba cada vez más complejo 
y en el cual la incertidumbre contextual y las crecientes 
demandas de intervención estatal, parecían exigir mayor 
flexibilidad en la acción del Estado. 

Particularmente, en la utilización y asignación de sus re-
cursos humanos en los procesos de gestión. Por ejemplo, 
comenzó a señalarse que la profesionalización de la fun-
ción pública, bajo el modelo burocrático legal-racional, 
condujo al establecimiento de estructuras de cargos muy 
rígidas, dentro de las cuales los funcionarios públicos asu-
men tareas casi inmodificables, siendo intransferibles en-
tre puestos, lo cual genera desequilibrios en los procesos 
de trabajo de la organización pública y una virtual impo-
sibilidad de redistribuir al personal según las necesidades 
cambiantes del servicio público”. (Oszlak, 2003, pp. 2-3)

Lo que Oszlak (2003) propone es retomar a Weber en el sentido de no caer 
en la alteración del sentido burocrático que le daba al funcionario público, 
de ahí que su planteamiento fuera muy rígido a la luz de la Nueva Gestión 
Pública, toda vez que no se corresponde con derroteros gerenciales de la 

42 	“Entre los temas y corrientes más influyentes, pueden citarse la optimización de los tiempos de trabajoen 
la relación del trabajador con su tarea (Administración Científica); la influencia del medio de trabajo so-
bre el rendimiento (Relaciones Humanas); el impacto de la cultura e institucionalidad dominantes sobre 
el desempeño (Administración Comparada); las implicaciones de la racionalidad acotada de los decisores 
sobre el comportamiento administrativo (conductismo); la posibilidad de conciliar los objetivos institu-
cionales con los objetivos y valores de los individuos que integran la organización (New Public Adminis-
tration) o el rol de los costos de transacción y los incentivos para los empleados y agencias públicas a 
partir del establecimiento de metas de desempeño (Nueva Gerencia Pública o New Public Management)”. 
(Oszlak, 2003, p. 2).
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gestión pública, dado que se trata en la NGP de reestructurar el papel del 
Estado y darle un peso específico mayor a la Iniciativa Privada (IP).

El esquema sindical en los puestos de más baja jerarquía, así como la ri-
gidez funcional en posiciones de confianza, condujeron a la inamovilidad de 
funciones dentro del sector público, que lo hizo en principio inoperante en 
el contexto de nuevas formas de gestión, que buscan desburocratizar en tér-
minos de exceso de trámites, aunque quizás en el tema de la dignificación 
del personal público, el mantenimiento en vigencia de las ideas de Weber 
sea todavía más relevante que en el modelo de gestión anterior, que fue más 
ligado con actos de corrupción.

Chávez y Torres (2013) permiten iniciar la discusión en relación con el 
contexto y la situación de la evaluación de impacto de los programas:

“En México hay un amplio espacio de oportunidad para 
mejorar la capacidad de las organizaciones de la sociedad 
civil para diseñar, implementar, monitorear y evaluar —de 
manera más efectiva y rigurosa— sus programas. La ma-
yoría de las organizaciones tiene algún sistema o proceso 
en marcha para monitorear indicadores de insumos, pro-
ductos o resultados intermedios, tales como registros de 
la cantidad de dinero que destinan a sus programas, del 
número de bienes o servicios que ofrecen o del número de 
beneficiarios directos que atienden. Algunas gastan con-
siderables esfuerzos y recursos en recolectar datos y ha-
cer evaluaciones de diversos aspectos de sus programas. 
Otras tienen instrumentos o procesos muy incipientes, lo 
que en ocasiones les dificulta saber cuánto gastan, en qué 
o a cuánta gente benefician.

En general, podemos concebir que las organizaciones se 
localizan en diferentes niveles de un continuo de capaci-
dad de evaluación: desde aquéllas que generan muy poca 
información sobre la operación e impactos de sus progra-
mas, hasta aquellas que generan información rigurosa, 
evalúan su impacto y utilizan esos resultados para infor-
mar la toma de decisiones sobre su programa”. (Chávez y 
Torres, 2013, pp. 354-355)
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La cita muestra que, si bien las organizaciones de la sociedad civil tienen 
más capacidades para mejorar sus programas en comparación quizás con 
años anteriores, los autores dejan ver las posibilidades organizacionales en 
general para monitorear indicadores por medio de recolección de datos y 
evaluaciones sobre los programas, aunque algunas están en fases iniciales 
respecto de sus presupuestos.

Las organizaciones tienen capacidad de evaluación muy heterogénea, es 
decir, a partir de niveles bajos a altos de evaluación, con base en información 
que va de simple a rigurosa en función de la toma de decisiones, esto implica 
que la homogeneidad organizacional es algo relativamente común en cuan-
to al tema de la posibilidad de pasar a un nivel social respecto del público en 
cuanto a organizaciones capaces de monitorear y evaluar programas.

Situación de los recursos financieros en la Nueva 
Gestión Pública de México
Los recursos financieros en el contexto de la NGP son inicialmente fiscales, 
es decir, por medio de la recaudación tributaria, esto ocurre por medio del 
Servicio de Administración Tributaria (SAT), surgido en 1997 como órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) en el 
marco de la NGP, separando las contribuciones respecto de la Tesorería de la 
Federación (TESOFE). Esta situación no implicó necesariamente una refor-
ma fiscal de fondo, sino más bien la creación de un organismo responsable 
de la mayor recaudación y de las aduanas mexicanas.

La base de contribuyentes no se vio incrementada como consecuen-
cia de la creación del SAT, la base gravable sufrió un incremento en el 
Impuesto al Valor Agregado (IVA) de 10 a 15%, esto plantea un problema, 
porque es más adecuado actuar sobre el número de personas que pagan 
impuestos, que sobre la carga tributaria, porque quienes no están dados 
de alta ante el Registro Federal de Contribuyentes (RFC) siguen en tal con-
dición, cargando más porcentaje sobre una misma cantidad de pagadores 
de impuestos.

Desde la perspectiva de las finanzas públicas, la Ley de Ingresos (LI) debe 
prever una mejor forma de ampliación del número de contribuyentes, por-
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que se tiene un sesgo importante en ese sentido dentro del país, a fin de 
que el Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) sea más sano, es de-
cir, sin la recurrencia a préstamos43 y créditos44 de parte de los Organismos 
Financieros Internacionales, tales como el Fondo Monetario Internacional, 
el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo y el Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), entre otros (Cisneros, 2023).

Aun cuando los créditos internacionales llevan más de 70 años aplicán-
dose a México, específicamente desde que comenzaron los financiamientos 
en el país, fundamentalmente de parte del Banco Mundial en 1949 y el Ban-
co Interamericano de Desarrollo en 1961, hasta los últimos años;45 por tal 
motivo, la MML ha estado en fase piloto dentro de la Administración Pública 
Federal (APF),46 en la cual se pueden establecer cuatro programas federa-
les que han sido sometidos a evaluaciones de consistencia y resultados, así 
como específica de desempeño, iniciadas en 2007, hasta ahora las únicas 
que se han publicado en el portal de internet correspondiente al Consejo 
Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval), que es 
un organismo público descentralizado del Gobierno Federal.

Dichas evaluaciones se ubican dentro de la Gestión Para Resultados (GPR), 
el Presupuesto Basado en Resultados (PBR), la Metodología de Marco Lógico, 
la Matriz de Indicadores para Resultados (MIR), el Sistema de Evaluación del 
Desempeño (SED) y el Programa de Mejoramiento de la Gestión (PMG), en el 
marco del Plan Nacional de Desarrollo (PND) de la Administración Pública 

43 	Un préstamo es una operación financiera por la cual una persona (prestamista) otorga mediante un 
contrato o acuerdo entre las partes, un activo (normalmente una cantidad de dinero) a otra persona 
(prestatario), a cambio de la obtención de un interés (precio del dinero).

44 	Es una operación financiera en la que una persona o entidad (acreedor) presta una cantidad determinada 
de dinero a otra persona (deudor). El deudor deberá devolver el dinero tras el tiempo pactado, además de 
una serie de intereses que son las ganancias del acreedor. Se trata esencialmente de lo mismo en ambos 
casos, la diferencia fundamental está en que el crédito se otorga sobre una cantidad total, en tanto el 
préstamo complementa sobre una cantidad que ya se tiene.

45 	El número de proyectos totales del Banco Mundial en México en el periodo de 1949 a enero de 2021 ha 
sido de 335 (Banco Mundial, 2021). El número de proyectos totales del Banco Interamericano de Desarrollo 
en México de 1961 a enero de 2021 ha sido de 974 (BID, 2021).

46 	Corresponde al Poder Ejecutivo Federal, el cual opera a través del Presidente de la República, así como su 
Gabinete Legal y Ampliado, de acuerdo con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal como fundamentos legales.

47 	En el caso de las exportaciones, por mencionar un ejemplo, el Programa Sectorial derivado del Plan Na-
cional de Desarrollo 2013-2018 es el denominado “Programa de Desarrollo Innovador 2013-2018 de la 
Secretaría de Economía”.
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Federal, que a su vez tiene programas sectoriales por dependencia y entidad 
que conforman el gobierno federal (Payán 2019).47

A partir de la escuela de pensamiento en materia económico-financiera de 
Keynes (2006) es posible establecer la estructura de intervención del Estado en 
la economía, fundamento de la operación del Banco Mundial a partir de 1945 y 
una derivación surgida hasta 1959, es decir, el Banco Interamericano de Desa-
rrollo a través de proyectos en países en desarrollo como México, con base en 
el escenario diseñado en la localidad de Bretton Woods, en el estado de New 
Hampshire, Estados Unidos de América, entre el 1 y el 22 de julio de 1944, a 
punto de culminar la Segunda Guerra Mundial (SGM). 

La intensificación de los proyectos se dio a partir de 1976, como resultado 
de la reestructura estadounidense lograda en buena medida por las impor-
tantes aportaciones de Friedman, retomadas por Ravier (2016); esta última co-
rriente, opuesta en alto grado a la teoría keynesiana, postula el libre comercio 
apoyado por un esquema de tipo de cambio libre esencialmente monetarista, 
ello pudo correlacionarse con la tasa de interés moderada y una convertibi-
lidad promedio mensual y/o anual para determinar créditos internacionales 
en un esquema generador de desarrollo a partir de la necesidad de los países 
producto de crisis en los sistemas de pagos a partir de 1973.

Los recursos financieros de parte de organismos internacionales son ele-
vados, porque representan formas de Inversión Extranjera Directa (IED), ya 
que se trata de apoyos destacados y altamente operados, con entre 6 y 9% de 
interés anual, en amortizaciones a 25 años a partir de que pasa el periodo de 
gracia en proyectos de entre 5 y 10 años, ese periodo dura tres años. En ese 
sentido, el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo operan 
en México a través de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público dentro del 
gobierno federal, que participa en una situación de garante respecto del 40% 
gubernamental y prestatario en la parte de 60% del recurso del BM, dado que 
México usualmente no recibe más porcentaje de parte de los Organismos Fi-
nancieros Internacionales, por su condición de ser un país de renta media.

Tanto el Banco Mundial como el Banco Interamericano de Desarrollo tienen 
una forma operativa muy semejante, puesto que su lógica de funcionamiento 
se sustenta en los mismos principios de ayuda para el desarrollo en los países 
carentes del mismo; de acuerdo con información obtenida por Nacional Finan-
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ciera, S.N.C. (NAFIN) , el papel del agente financiero dentro de la operación in-
ternacional es a través de los siguientes tipos de operaciones de recursos apor-
tados para países en desarrollo en función de programas sociales relacionados 
con el mejoramiento situacional de las naciones:

•	 Programas de Crédito

•	 Proyectos de Inversión

•	 Programas de Ajuste

•	 Donaciones

Los Organismos Financieros Internacionales, es decir, el Banco Mundial y 
el Banco Interamericano de Desarrollo admiten el empleo de estructuras 
genéricas, de ahí que la metodología esperada debe ser sobre un marco ló-
gico institucional básico, que sirva como referencia para lograr operaciones 
eficientes y eficaces dentro de los proyectos sociales, por ello, su desarrollo 
depende de la aceptación de parte de los OFI de incorporaciones metodoló-
gicas que no necesariamente se adaptan a las realidades y necesidades de 
países prestatarios, sea México el deudor o cualquiera otra nación.

Implicaciones en la asignación de recursos financie-
ros dentro de la Nueva Gestión Pública y la Metodo-
logía de Marco Lógico, durante el periodo 2013-2019
El gobierno federal mexicano creó en 2013, como parte de sus esquemas 
planteados para el sexenio 2012-2018, la Cruzada Nacional contra el Hambre 
(CNcH), encabezada por la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL), como 
el gran programa social del gobierno anterior, el cual tuvo entre sus princi-
pales objetivos erradicar la pobreza alimentaria, relacionada con la carencia 
de una dieta adecuada que aporte los nutrientes necesarios, para ello se 

48	 Los Planes Nacionales de Desarrollo se han planteado desde el primer plan sexenal en 1934, pero no eran 
una obligación legal y cada gobierno diseñaba el plan de la mano del partido único gobernante, en el caso 
de México, el Partido Revolucionario Institucional (PRI). Fue hasta 1978 que se ensayó un Plan Global de 
Desarrollo y, a partir de 1983, inició formalmente la costumbre de poner a disposición del público un PND, 
de tal manera que durante el periodo 2013-2018, se tuvo el sexto PND consecutivo, que estuvo ligado en 
muchos sentidos con una Nueva Gestión Pública (NGP), en forma más bien gerencial entre 1983 y 1994, 
para pasar a una NGP a partir de 1995. Por su parte, la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), surgió en 
1992, como preludio de una NGP, toda vez que el Programa Nacional de Solidaridad 1989-1994 fue el pri-
mer gran programa social de la historia de México, porque antes los programas era más bien decisiones 
no necesariamente establecidas de antemano oficialmente por parte del gobierno en turno.
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puso en marca al inicio del periodo, antes de contar con el Plan Nacional de 
Desarrollo 2013-2018 (Bizberg, 2020). 48

La población objetivo de la CNcH en Baja California, hasta 2014 era de 
71 371 personas, aunque la expectativa sexenal era resolver la necesidad 
alimenticia de 7 millones de personas. Al tiempo en el cual se crearon me-
canismos institucionales para combatir la pobreza alimentaria de México, 
surgió la necesidad de evaluar los alcances de las acciones gubernamenta-
les, como parte de la existencia de una metodología aprobada para nuestro 
país desde 2007, es decir, la Metodología de Marco Lógico, con base en ex-
periencias de otras naciones, entró a México oficialmente el último día de 
marzo de 2007, dentro de los Lineamientos Generales para la Evaluación de 
Programas Federales en la Administración Pública Federal.

La evaluación se ha dado en el sentido de la emisión de un juicio acerca 
de una política que se lleva mediante procedimientos sistemáticos de reco-
lección de información suficiente y relevante, y análisis e interpretación de 
la información a través de comparaciones respecto a parámetros definidos 
(Padrón, 1995, p. 173; Matos, 2005, p. 365; Di Virgilio y Solano, 2012, p. 39). 
Las evaluaciones se hacían antes de 2007, pero de formas más dispersas, 
incipientes y poco profundas, la llegada de la MML en el marco de la Nueva 
Gestión Pública dio un impulso inusitado a esa parte, a fin de generar una 
cultura de evaluación.

Hay cuatro tipos diferentes, la Evaluación de Diseño, para programas 
nuevos, la Evaluación de Consistencia y Resultados, la Evaluación Específica 
de Desempeño, estas dos son las más comunes que se levantan periódica-
mente por encargo hacia las empresas de consultoría y la Evaluación de 
Impacto, la más completa de todas, que se programa cada dos años y se 
encarga a universidades e institutos de investigación, es también la más 
cara de todas, pero es la que permite mejores revisiones y alcances de los 
programas gubernamentales.

En México y en el mundo existe un debate sobre cómo hacer que el gasto 
gubernamental sea más profesional, eficiente, eficaz, transparente y some-
tido a rendición de cuentas, a fin de enfrentar los problemas y/o conflictos 
sociales, que se toman como asunto público. Tomando tendencias, princi-
palmente anglosajonas (Reino Unido, Estados Unidos, Australia y Nueva Ze-
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landa fundamentalmente), se planteó una nueva forma de administración 
pública, parecida a lo que hacen las organizaciones privadas (Arellano, 2004, 
p. 13). Este es un debate entre la gestión y la gerencia, porque el primer 
concepto alude a asuntos más sociales que privados, en tanto el segundo 
plantea escenarios corporativos.

La lógica de la Nueva Gestión Pública (Aguilar, 2006), como cuerpo teóri-
co-práctico, propone mejores prácticas para hacer gobiernos más eficaces, 
eficientes y abiertos a la participación de los ciudadanos, en un marco de efi-
ciencia presupuestaria y control del endeudamiento externo. Frente a esta 
nueva visión, Barzelay (2003) expone el peligro que se tiene de tomar esta 
NGP como una tendencia, ya que su aceptación estimula la formulación de 
políticas por imitación, antes que la resolución de problemas, porque no se 
genera un modelo nacional, sino que se toman experiencias de otras latitu-
des sin una adecuada adaptación al contexto mexicano. (Vera et al., 2016).

En otro sector de aplicación, el sistema de salud mexicano está experimen-
tando una importante transformación desde inicios de la década de 1980. Las 
reformas requieren nuevos modelos de gestión de los asuntos del sector sa-
lud en sus diferentes niveles, desde sus políticas y funciones, pasando por las 
dinámicas organizacionales de los servicios, hasta las prácticas de atención, 
por ello, el sistema de salud es una tarea permanente, a la cual no se le ve el 
final todavía, además del tema de canalización de recursos, porque el sistema 
se ubica en la Secretaría de Salud (SSA), el Instituto Mexicano del Seguro So-
cial (IMSS), el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado (ISSSTE) y el Seguro Popular (García-Junco, 2012).49

Se ha propuesto que el enfoque de la NGP es el adecuado para acom-
pañar este tránsito y avanzar en la modernización administrativa, lo cual 
es relativamente cierto, porque no basta con ello, sino con un conjunto de 
reformas en el sentido de mejorar el desempeño del personal, una reforma 
fiscal integral y un mejor manejo de las finanzas públicas, en el contexto 
de financiamientos internacionales, muchos de ellos en el sector salud. Sin 
embargo, es preciso reconocer que este enfoque —al igual que otros mode-
los de gestión— no representa sólo una evolución técnica, sino que respon-
de a la transformación del rol del Estado respecto del sistema de salud. 

49 Sustituido por el Instituto de Salud para el Bienestar (INSABI) y posteriormente por el IMSS Bienestar.
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El gasto público se refiere al conjunto de erogaciones que efectúan los 
Poderes de la Unión y las entidades gubernamentales (el Ejecutivo, conside-
rando el gobierno federal, los estatales y municipales y los poderes Legisla-
tivo y Judicial, así como los órganos autónomos y el sector paraestatal) en 
el ejercicio de sus funciones. La acepción más generalizada es la que hace 
referencia al gasto del sector público federal y es la que se vincula directa-
mente con la política de gasto público. 

El diseño del Presupuesto Basado en Resultados, que se empezó a desa-
rrollar desde 2007, con la implementación de la Metodología de Marco Ló-
gico, presenta un componente que refuerza el vínculo entre el proceso pre-
supuestario y las actividades de planeación, así como el tendido de puentes 
con las de ejecución y evaluación de las políticas, programas e instituciones 
públicas, es el Sistema de Evaluación del Desempeño (SED).

Conforme al diseño difundido por la Secretaría de Hacienda y Crédito, el 
enfoque del SED está basado en la Gestión para Resultados, que es un mo-
delo de cultura organizacional, directiva y de gestión que pone énfasis en 
los resultados y no en los procedimientos. Tiene interés en cómo se realizan 
las cosas, aunque cobra mayor relevancia en qué se hace, qué se logra y cuál 
es su impacto en el bienestar de la población, de ahí que se busca que la 
inversión en evaluaciones de impacto sea obtenida, a fin de levantarlas con 
mayor frecuencia.

El Presupuesto Base Cero (PBC) es una modalidad de la presupuestación 
programática implementada en México casi a la mitad del periodo 2013-
2018, es decir, a partir de 2015, que consiste en que cada ejercicio presupues-
tal debe considerarse como si fuese el año cero, el año de inicio de todos 
los proyectos, sin aceptar por inercia lo erogado en el año anterior como 
algo necesario, sino analizando y justificando todos los recursos solicitados 
como si la tarea fuese totalmente nueva.

En el marco de lo que ha sido la elaboración de la propuesta de Decreto 
de Presupuesto de Egresos de la Federación, la aplicación del PBC implica 
la revisión de los programas federales, de sus objetivos de política pública, 
de las necesidades a atender y de las prioridades de atención definidas por 
las máximas autoridades del gobierno federal, en el caso de México, la Pre-
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sidencia de la República, la SHCP y la Secretaría de la Función Pública (SFP), 
por mencionar las más destacadas.

En el inicio del actual gobierno de Andrés Manuel López Obrador (2018-
2024), el 2019 fue un año inaugural de administración con varias dificultades, 
por principio de cuentas, ocurrió un proceso de austeridad presupuestaria, 
que ha afectado al órgano responsable de la evaluación de programas, es 
decir, el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 
porque el nuevo gobierno asume que hay corrupción, es decir, manejos poco 
claros en relación con la evaluación de programas públicos federales, una 
especie de contubernio con los gobiernos anteriores, por ello la evaluación 
y los recursos para la misma han sido recortados de manera importante.

El gobierno actual tiene como uno de sus objetivos más importantes, 
combatir las prácticas consideradas inapropiadas por parte de los gobiernos 
anteriores, por medio de recortes presupuestales dentro de instancias pú-
blicas, la idea es lograr un nuevo planteamiento tanto financiero como ope-
rativo, en el cual los programas no tengan que ser evaluados con la derrama 
de recursos de antaño. No obstante estos puntos, la inclinación de la actual 
administración en relación con la Inversión Extranjera Directa es algo que 
no ha menguado, es decir, se siguen firmando contratos con el Banco Mun-
dial y el Banco Interamericano de Desarrollo para proyectos de desarrollo en 
diferentes temas y sectores de aplicación.

Conclusión
La tendencia privatizadora de las soluciones en términos de una mayor par-
ticipación de los particulares y un Estado en principio más eficiente dada 
su gerencialización, así como la alianza entre diferentes actores, muestran 
una situación interesante, al ser condiciones esenciales en el diseño de 
programas sociales guiados por principios flexibles que incluyan diversas 
situaciones con componentes políticos, económicos y sociales. Bajo esta 
perspectiva, no todo depende del Estado, no obstante ello, es su responsabi-
lidad e interés procurar la evaluación de los procesos que se desencadenan 
y los resultados que se obtienen en cuanto a productos, efectos e impactos 
y también respecto de sus costos monetarios y no monetarios.
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Mejorar la eficiencia y eficacia tanto de los procesos como de los procedi-
mientos implica efectuar acciones que proporcionen, a tomadores de deci-
sión, información al respecto de cuestiones teóricas y metodológicas, entre 
otras, que impliquen el análisis de involucrados, la cooperación interinstitu-
cional y con la iniciativa privada; así como detalle de las actividades opera-
tivas realizadas, porque es en esos aspectos en los cuales se deben focalizar 
los programas sociales y en general todos los programas públicos federales.

Los actores que participan dentro de las decisiones sobre evaluación son 
altos funcionarios o en un sentido gerencial, directivos de la dependencia 
responsable y autoridades de los niveles de gobierno, es decir, federal, es-
tatal y municipal, quedando en una menor escala los beneficiarios (o ciu-
dadanos) y los operadores de las intervenciones, así como los profesionales 
de evaluación, que de suyo debería ser invariablemente externa en aras de 
una mayor objetividad de criterio. El conjunto de actores requiere partici-
par simultáneamente de un espacio político, organizacional, institucional 
y metodológico de gestión, tanto teórico como práctico, con la intención de 
mejorar la capacidad de aprendizaje que deriva de los trabajos evaluativos, 
ya que ellos dan pautas muy concretas de acción.

Un buen Sistema de Evaluación del Desempeño contribuye al federalis-
mo, que sea a su vez un hilo conductor de esquemas de rediseño institu-
cional, es decir, revisando permanentemente las reglas de operación de los 
programas, en una tendencia de mejoramiento de la MML como herramienta 
fundamental dentro de la NGP en México, para ello las evaluaciones deben 
contemplar el impacto, no solamente el desempeño o la consistencia y los 
resultados, ya que dichas evaluaciones no contemplan con el detalle sufi-
ciente aspectos analíticos aportados por académicos de universidades o ins-
titutos de investigación, que son muy acuciosos en sus trabajos de revisión.

La Metodología de Marco Lógico es útil para orientar, controlar y evaluar 
los programas sociales, siendo estos una representación de la acción públi-
ca, cuyo fin es generar cambios positivos en los atributos y las condiciones 
de vida de las personas dentro de los países en los cuales se implemen-
ta esta metodología dentro de esquemas de gestión pública innovadores. 
Como una de las herramientas respecto de los presupuestos basados en re-
sultados, pone énfasis en la generación de productos y en la búsqueda tanto 
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de eficiencia como de eficacia dentro del quehacer gubernamental, esto a 
través de una estructura causal y un lenguaje lógico, es decir, estructurado 
y comprensible para los ciudadanos.

En 2007, la Administración Pública Federal adoptó la MML; su aplicación 
consistió en la construcción directa de matrices de indicadores con base en 
las Reglas de Operación (ROP), ello nos permite señalar que existió una ade-
cuación de los elementos de diseño de programas a una estructura causal, 
para la cual se alinearon las actividades y productos a los objetivos, aunque 
la selección de estos no corresponde precisamente con las causas del pro-
blema, en ese sentido, la causalidad de los problemas no es revisada a pro-
fundidad al retomar las ROP como principal fuente de información sobre el 
diseño y al no contar con suficiente apoyo técnico ni conceptual debido a la 
ausencia de diagnósticos y estudios sobre los problemas abordados.

A partir de 2013, los cambios en la gestión presupuestal, aunados a fallas 
de Estado en programas alimenticios y de salud, han marcado una situación 
un tanto detenida por parte de los mecanismos de trabajo público, en el 
marco de la Nueva Gestión Pública, con el empleo de la Metodología de Mar-
co Lógico, lo cual motivó la conformación de un Presupuesto Base Cero con 
el referente del Presupuesto Basado en Resultados, ubicado dentro del SED, 
como parte de la MML y de la Matriz de Indicadores para Resultados. La idea 
fue fortalecer ese esquema, sin embargo, la petición de apoyos financieros 
al Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo no ha menguado.

La salud financiera de México ha mostrado que el endeudamiento no 
puede ser cubierto con la recaudación tributaria, lo cual implica una dua-
lidad dentro del Presupuesto de Egresos de la Federación, que sugiere una 
situación no adecuada para el desempeño del gasto público, toda vez que la 
eficiencia de los programas gubernamentales no basta para el pago de las 
deudas internacionales y la NGP, además de la MML, resultan ser aspectos de 
aplicación sugeridos por parte de Organismos Financieros Internacionales.

El actual gobierno parece alejarse de los planteamientos anteriores, bus-
cando corregir los errores detectados en el pasado, especialmente en go-
biernos del llamado “Periodo Neoliberal” 1982-2018, es decir, seis sexenios, 
los de Miguel de la Madrid Hurtado (1982-1988), Carlos Salinas de Gortari 
(1988-1994), Ernesto Zedillo Ponce de León (1994-2000), Vicente Fox Quesa-
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da (2000-2006), Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012) y Enrique Peña Nieto 
(2012-2018). Dichos periodos gubernamentales promovieron procesos de 
privatización que condujeron a una Nueva Gerencia Pública, en parte con-
trapuesta con la NGP, porque no se trataba necesariamente de eficientar el 
gobierno, sino de reducirlo y dejar todo al arbitrio de las empresas privadas, 
en cantidad creciente.

Las finanzas públicas y los recursos provenientes del exterior en el go-
bierno actual (2018-2024), muestran una realidad combinada o mixta, en la 
cual conviven la recaudación tributaria, los créditos y préstamos de parte 
de Organismos Financieros Internacionales, es decir, dos fuentes de dinero, 
desde el punto de vista público tanto local, como extranjero, lo cual pone 
a debate la forma en la cual la Nueva Gestión Pública y la Metodología de 
Marco Lógico son financiadas por las fuentes y los procesos de recuperación 
de inversión, a fin de evitar el endeudamiento externo.
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Introducción
Convencionalmente se asume que la corrupción es un fenómeno social en 
cuya lógica de acción prevalecen los intereses particulares de los involu-
crados sobre los de la sociedad. No obstante, el fenómeno de la corrupción 
puede entenderse de mejor manera si se analiza el comportamiento social 
en dicha circunstancia. Esto significa que el análisis debe permitir la iden-
tificación de regularidades, sincronías y diferencias en la interacción de los 
diferentes actores que confluyen en las relaciones sociales sistemáticas que 
dan lugar a procesos de corrupción.

Sin embargo, dado que el fenómeno encuentra un origen y visibilidad 
mayor en los vericuetos burocráticos, las reformas propuestas para com-
batirlo han propiciado o han fortalecido los cimientos sobre los cuales la 
corrupción se ha convertido en una problemática persistente. Así, resulta 
común la aceptación de que el problema de la corrupción da lugar no úni-
camente al desvío de recursos públicos, sino también de recursos priva-
dos. Por tanto, ello resulta en la organización, de estructuras institucionales, 
formales e informales, que se utilizan como herramientas para conseguir 
beneficios económicos extraordinarios. De esta manera, el fenómeno se re-
produce sistemáticamente tanto en la cotidianeidad burocrática como en 
los casos específicos de corrupción a gran escala, públicos y privados.

En consecuencia, el origen de la motivación del análisis sobre la corrup-
ción se presenta como un problema social trascendental que requiere de la 

*	 Profesor-Investigador del Departamento de Economía de la UAM Azcapotzalco. Correo electrónico: 
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creación de estrategias sociales participativas que puedan afrontarlo eficaz-
mente. Esto significa que la premisa de la que se parte es que se considera 
que la corrupción puede entenderse de mejor manera si se analiza el com-
portamiento social en dicha circunstancia, posibilitando una respuesta al 
cuestionamiento respecto a, ¿cuál es el comportamiento de los participan-
tes en los actos de corrupción cuando estos la reconocen y aceptan? Como 
hipótesis se plantea que la acción colectiva, entendida como las acciones 
directas a cargo de grupos sociales organizados que enfrentan un determi-
nado problema común, no solucionado, constituye un instrumento eficaz 
para su combate o disminución.

Fenomenología de la corrupción
Inicialmente, para la comprensión y construcción teórica de la economía 
de la corrupción, se tomó como base el planteamiento de Becker (1968) en 
torno al análisis de la utilidad esperada en el comportamiento de los indi-
viduos que generan los incentivos respecto a si cometen o no un delito. De 
esta manera, Rose-Ackerman (1975) mostró que existe una relación entre la 
estructura de mercado y la incidencia de las prácticas de corrupción guber-
namentales determinada por las preferencias e incentivos de la burocracia 
para obtener beneficios extraordinarios derivados de los procedimientos 
contractuales gubernamentales.

Sin embargo, dado que los problemas de corrupción se derivan de la efi-
cacia de los controles y de las personas encargadas de su aplicación, ello 
permite concebir a la corrupción como un asunto de burocracias y admi-
nistradores. Por tanto, en el ámbito de la literatura económica sobre la co-
rrupción, esta se ha definido como el abuso de poder del sector público para 
beneficio privado, con costos sociales que se internalizan, pero que no gene-
ran afectaciones en la estructura de los derechos de propiedad (Aidt, 2003).

Esta concepción de la “corrupción económica”, aunque ha permitido 
determinar la modelación y medición del fenómeno (Jain, 2001), también 
ha llevado a su encuadramiento a la percepción de la corrupción ligada a 
la prestación de los servicios públicos y, sobre todo, a la actuación de los 
funcionarios responsables y de los actores ligados a ellos. Bajo estos térmi-
nos, el elemento común para la medición de los efectos de la corrupción ha 
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sido relacionar los índices económicos con los de percepción o estimación 
de la cuantificación de los actos de corrupción. Así, diversos estudios han 
destacado el impacto negativo que la corrupción genera en la asignación y 
eficiencia de los recursos disponibles y utilizados sobre la inversión pública 
(Tanzi y Davoodi, 1997 y 2000), sobre la reducción de la inversión privada y el 
crecimiento económico (Mauro, 1995 y 1997) y sobre el aumento de la brecha 
en la distribución de la riqueza (Bardhan, 1997; Gray y Kaufmann, 1998).

No obstante, la utilización de la percepción de la corrupción implica cen-
trar la atención en el ámbito de la actuación pública y, en especial, en su 
encuadramiento al nivel operativo donde se dan lugar los trámites para la 
prestación de bienes y servicios públicos, sin considerar que las estructuras 
institucionales establecidas son capaces de inhibir o fomentar el proble-
ma. En este sentido, La Porta et al. (1999) y Loayza et al. (2001), al vincular el 
fenómeno de la corrupción con la relación entre el comportamiento de los 
agentes sujetos a actos de corrupción y la calidad institucional prevalecien-
te, plantean que la debilidad de las instituciones (en especial las jurídicas y 
fiscalizadoras), producto de la ausencia o exceso de leyes o su ausencia de 
aplicación estricta, o a modo, resultan en un alto índice de impunidad. Esta 
situación permite que la corrupción florezca y madure por el enlazamien-
to entre el poder y el dinero, cuyo resultado son decisiones públicas que 
favorecen la obtención de beneficios extraordinarios propios, de grupos o 
individuos particulares.

Aunque lo anterior implicó un cambio en la atención del fenómeno de 
la corrupción en todos los niveles, y no sólo en su encuadramiento al nivel 
operativo, la percepción de la corrupción resulta diferenciada. Por ejemplo, 
cuando los países cuentan con estructuras institucionales débiles y con 
carencias sociales, la percepción de la corrupción se encuentra ligada a la 
prestación de los servicios públicos y, sobre todo, a la actuación de los fun-
cionarios responsables y de los actores ligados a ellos. En cambio, en los 
países que cuentan con estructuras institucionales sólidas, la percepción 
está ligada a las actuaciones sistémicas derivadas de las decisiones de los 
cargos de designación, dada la existencia de controles que, teóricamente, 
garantizan su legalidad desde la normatividad vigente (Elliot, 2000). De esta 
manera, una estructura institucional que se caracterice por la ausencia de 
mecanismos de control regulatorio y por la construcción y el fortalecimien-
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to del abuso de poder de las personas encargadas de su aplicación, sean o 
no funcionarios públicos, constituye la fuente principal para la corrupción.50

Por consiguiente, dado que las causas de la corrupción pueden encon-
trarse por la ausencia de instituciones garantes de un Estado de Derecho, 
para la concepción institucional, no resulta aventurado afirmar que la co-
rrupción se ha convertido en uno de los obstáculos percibidos más trascen-
dentales para el buen funcionamiento institucional de los gobiernos, don-
de la ausencia de regulación es primordial para la construcción del abuso 
de poder y como variable principal de este problema social. Esto implica la 
aceptación de que los actos de corrupción son realizados por funcionarios 
públicos, en beneficio directo o indirecto, a través de mecanismos como el 
uso discrecional para otorgar exenciones, bienes o servicios públicos, el de-
terminar a favor o en contra de la aplicación de leyes y reglamentos, o por 
el cohecho, soborno o aportaciones, originado por un comportamiento ex-
torsionador de un empleado público o por un comportamiento sobornador 
de un particular producto de la imposición intencional de distorsiones en 
la implementación normativa respecto a los trámites y regulaciones para 
obtener pagos o incentivos ilícitos y/o no transparentes (Gray y Kaufman, 
1998; The World Bank, 2000).

Ahora bien, dado que en la lógica de acción de la corrupción prevale-
cen los intereses particulares de los involucrados sobre los de la sociedad, 
el fenómeno puede manifestarse con conductas y en contextos diferentes. 
Esto significa que puede prevalecer tanto en países ricos como pobres, en 
sociedades estructuradas o desestructuradas, en el sector público o privado, 
donde su recurrencia forma una paradoja institucional de carácter estruc-
tural: los actos se realizan con secrecía, pero se tiene un reconocimiento ge-
neralizado de ellos y, aunque constituyen los delitos más comunes, son los 

50 	 De acuerdo con Transparencia Internacional (TI), la corrupción caracterizada por el favoritismo (o con-
flicto de interés) es la forma que prevalece en países con mayor nivel de desarrollo y que puede definirse 
como el abuso de poder para favores a amigos y partidarios, cuya base es el intercambio de favores y la 
reciprocidad, sin que necesariamente medie el soborno. Esta práctica, en cambio, en los países con me-
nor nivel de desarrollo no se considera como corrupción, de ahí que no se tenga en el imaginario social 
de la corrupción (Zalpa et al., 2014). No obstante, aunque se reconoce la existencia de diferencias en la 
calidad institucional de los países, es importante destacar que la visión empírica predominante sobre la 
medición de la corrupción sólo considera la definición ortodoxa de organismos internacionales como TI 
o Banco Mundial (BM), basada en la percepción de la corrupción conforme la participación o experiencia 
de la población en acciones de extorsión por acceso a bienes y servicios públicos.
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menos reportados. Por ejemplo, Campos y Giovannoni (2006) señalan que 
la práctica de corrupción socialmente aceptada en los países avanzados se 
ejerce por la influencia privada en las decisiones públicas siendo una prác-
tica legal denominada cabildeo y sólo se sanciona cuando es indebido (i.e. 
cuando no se cumplen las reglas establecidas).

En la misma línea, Kaufman y Vicente (2005) señalan que el cabildeo, la 
seducción o la presión de los grupos de interés son formas de corrupción le-
gal, no punitivas, que se generan cuando se establecen barreras legales que 
protegen y ocultan los actos corruptos y minan las capacidades legales de 
la población afectada al promover leyes o disposiciones públicas que bene-
fician a determinados grupos de interés en perjuicio de otros y se esgrimen 
en aras de un interés nacional. Pero como el fin último es el generar o man-
tener beneficios extraordinarios, esto significa que el sostén de la corrup-
ción legal es económico y ello permite no penalizarla, moral o éticamente 
y, por el contrario, es una actividad institucional valorada y aceptada que se 
ha extendido a los países pobres.

En tal caso, la corrupción que emerge se ampara por la ceguera de la ley 
y por los intereses que la sostienen, denominándose “corrupción legal o ins-
titucional”. Este tipo de corrupción se manifiesta claramente por medio del 
fenómeno conocido como “puerta giratoria”.51 Esto obliga a la necesidad de 
entender también a la corrupción institucional como un conjunto de eventos 
cotidianos que favorecen la captura de Instituciones del Estado por poderes 
fácticos expresados por un líder o por grupos de presión (Hellman et al., 2001), 
donde predominan los conflictos de interés que conllevan a la opacidad, se-
crecía y derroche de recursos públicos (De Graaf, 2007). Cuando ello ocurre, la 
captura del Estado es de facto y genera costos económicos por ineficiencia, so-
cializando los costos y privatizando los beneficios de las decisiones públicas.52

De esta manera, dado que la corrupción no sólo se determina por el robo, 
el fraude, el cohecho, la extorsión o “mordida” y las trabas burocráticas, eje-

51	 El fenómeno conocido como “puerta giratoria” consiste en el favorecer a individuos, grupos o entidades 
específicas sin que medie contraprestación monetaria, sólo la promesa o esperanza, no escrita, de una 
opción futura con garantía de ingresos en el largo plazo.

52	 De acuerdo con Merino (2013), la captura va desde la designación en los cargos principales hasta el uso 
abusivo del presupuesto pasando por el uso discrecional de la gestión pública. Por lo tanto, puede afir-
marse que la corrupción institucional es el resultado de las formas específicas de captura, donde el 
beneficio de los miembros de grupo de poder es la constante.
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cutados desde el área administrativa del sector público, sino también en el 
tráfico de influencias (conflictos de interés) y el abuso del poder económico 
o político (captura institucional o discriminación) de poderes fácticos den-
tro y fuera del sector público, entonces la corrupción puede definirse como 
cualquier conducta que sirve a intereses particulares y políticos, resultando 
ilegitima para la población. Debido a ello, podemos conceptualizar a la Co-
rrupción Institucional como una situación donde los poderes fácticos (ya 
sean lideres o grupos de presión) tienen el poder de crear y operar a las 
instituciones y a las normas para beneficiar a los intereses particulares de 
ciertos actores, aunque en términos legales no se considere como corrup-
ción (Morris, 2016).

Por su parte, Hodgson y Jiang (2008) muestran que la corrupción también 
está presente en el sector privado y no compete únicamente al sector pú-
blico además de que no necesariamente se obtienen beneficios privados. 
Cuando esto se hace presente en las sociedades, se genera una corrupción 
organizacional caracterizada por la tolerancia a la violación de las normas 
establecidas, cuyos costos sociales no pueden ser internalizados debido a 
que terminan afectando la estructura de los derechos de propiedad.

Sin embargo, a pesar de que las conceptualizaciones de la corrupción 
institucional y organizacional permiten una amplia delimitación sistemá-
tica de los actos de corrupción que pueden definirse como actos de inter-
cambio ilícitos en las decisiones públicas y privadas que dan lugar a la de-
lincuencia económica. Dadas las implicaciones políticas, sociales, culturales 
y morales de la corrupción, el fenómeno continúa focalizándose en el abuso 
de los cargos públicos para la obtención de beneficios privados, que se pue-
den realizar con sobornos o sin sobornos y a favor o en contra de alguien.

Pero cuando la práctica diversa y generalizada de la corrupción debilita 
la estructura institucional, a grado tal que no se reconozcan los actos de co-
rrupción como tales, el ejercicio del Estado de Derecho resulta insuficiente 
para impedir los actos de corrupción normalizando la denominada “cultura 
de la corrupción” (Fisman y Miguel, 2006). El reconocimiento de la cultura 
de la corrupción muestra que las modalidades de corrupción no son fijas ni 
únicas, sino, por el contrario, son cambiantes y de diversas manifestaciones 
entre las diferentes sociedades.
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Asimismo, si, de manera global y estructurada, se adaptan, transforman o 
se crean modalidades institucionales funcionales a los intereses privados53, 
entonces los márgenes de los actos de corrupción pueden considerarse de 
carácter estructural. Cuando la corrupción adquiere el rasgo estructural, el 
riesgo esperado del acto de corrupción, medido por la sanción social, legal 
y/o administrativa, es mínimo comparado con el beneficio económico y/o 
político calculado.

De esta manera, la impunidad se constituye en el motor de la corrup-
ción y la primera, opera cuando se da una continuidad a la complicidad y al 
chantaje y se mantiene el silencio del problema, institucionalizándose las 
prácticas perniciosas que corroen y debilitan la confianza en las institucio-
nes y en el Estado de Derecho. Esto sugiere que quién decide cometer actos 
de corrupción, en su análisis costo-beneficio contempla el grado de captura 
institucional54 presente, el cual permite la imposibilidad del cumplimiento 
de acuerdos establecidos, donde los funcionarios abusan de los particulares 
y viceversa. De esta manera, el cabildeo, el tráfico de influencias, el soborno, 
la extorsión, las aportaciones encubiertas por el engaño, la mala fe y, en ge-
neral, la deshonestidad lleva a un comportamiento, aunque rechazado so-
cialmente es aceptado individualmente, de simulación en el cumplimiento 
de las leyes, normas y acuerdos, públicos y privados, que fundamenta la con-
vivencia cotidiana y fortalece la persistencia de la corrupción (Husted, 1999).

Resulta obvio deducir que cuando las reglas o acuerdos no se cumplen o 
se tratan de evitar, la forma socorrida es corrompiendo las relaciones. En-
tonces, la corrupción se presenta independientemente de la estructura eco-
nómica institucional55 que se trate, estableciendo la competencia y carencia 
para los menos beneficiados, pero privilegios y abundancia para los más 
beneficiados. Por lo contrario, si las leyes y normas en general resultan de 
acuerdos, consensos e ideas compartidas socialmente ello puede llevar a 

53 	 El interés privado no es limitante al beneficio obtenido por un individuo, sino también al de un grupo, 
familia o colectivo que constituye una parte de la sociedad en general, tanto en ámbito del mercado como 
en el de la regulación del Estado.

54 	 Convencionalmente se concibe a la captura institucional como la manipulación de las reglas y de las 
instituciones del Estado en beneficio de unos cuantos y la negación de lo público a través de un cuerpo 
legal que afecta la gobernanza y la calidad institucional (Kaufman, 2011).

55	 La estructura institucional de una economía puede ser considerada como un conglomerado de institucio-
nes, formales e informales, que permiten incentivar, positiva o negativamente, las actividades económicas.
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plasmar en ellas ideas cohesivas y proyectos comunes no discrecionales. 
Esto reduce los incentivos para extraer rentas y generar descontentos.

Lo anterior significa que las prácticas de corrupción no son exclusivas de 
una economía o individuos en particular, sino que, al ser parte de los com-
portamientos de los agentes en general, resultan arraigadas masivamente 
y son independientes de los niveles de ingreso. Esto justifica la persistencia 
de la corrupción, cuyo marco de actuación ocurre en un mercado de infor-
mación no reconocido y, por tanto, no regulado que conlleva a la extracción 
de rentas y a la generación de ganancias privadas. Por esta razón, se pro-
mueven incentivos para continuarla o para generar descontentos sociales, 
si parte de los beneficios extraordinarios no se reparten socialmente (Klein, 
2011). De acuerdo con Mynt (2000), ambos casos son un síntoma de debili-
dad de la estructura institucional, cuyos rasgos generales es que prevalece 
una estructura legal compleja, opaca y discrecional, acompañada de la au-
sencia de mecanismos y arreglos institucionales efectivos, que restringe la 
actividad económica y promueve los conflictos sociales latentes. 

Esta situación es la menos deseable, pues cuando la población ha adopta-
do la cultura de la corrupción, caracterizada por el comportamiento desho-
nesto y fomentada por la implementación de normativas inaplicables y dis-
crecionales, el resultado son la conformación de estructuras no inclusivas y 
no dinámicas. Este tipo de sociedades se caracterizan por la prevalencia de 
ideas y proyectos excluyentes plasmados en normativas que, si bien pueden 
favorecer a ciertos grupos sociales, son incapaces de generar capital social.

Acción colectiva y combate a la corrupción
Aunque desde la década de 1990 el diseño de las políticas anticorrupción se 
ha colocado en la agenda de las políticas públicas, los esfuerzos han estado 
diversificados y la multiplicidad de las soluciones generadas han dependido 
del enfoque utilizado para entender el concepto y causas de la corrupción. 
Esta situación ha generado medidas anticorrupción sesgadas e ineficaces 
que han provocado una situación de vinculación y retroalimentación entre 
la corrupción y la debilidad institucional (Bukovanski, 2006).

Dentro de la literatura, las medidas anticorrupción tienen su fundamen-
to teórico en el trabajo seminal de Becker y Stigler (1974). Ellos señalaron 
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que el combate a la corrupción requiere del aumento de controles y de 
procurar salarios públicos elevados para inhibir los incentivos a las prác-
ticas corruptas. Posteriormente, basándose en el análisis de Becker (1968), 
Rose-Ackerman (1975) mostró que las medidas anticorrupción deben con-
templar sanciones que inhiban los incentivos, reformar los procedimientos 
contractuales llevados a cabo por el sector público y establecer la reorgani-
zación de las estructuras de mercado.

No obstante, es a partir de los análisis económico-legales sobre la corrup-
ción, cuando el consenso, en la práctica, ha llevado a implementar, en gene-
ral, políticas de creación de instituciones fiscalizadoras y de reforma en las 
ya establecidas, para el fortalecimiento del Estado de Derecho y mejora de 
la calidad institucional. Así, se han desarrollado estructuras institucionales 
que tienen como finalidad castigar el fraude, la malversación de fondos, el 
cohecho, el soborno o el tráfico de influencia a través de la imposición de re-
formas que buscan aumentar o reducir los mecanismos de control de forma 
burocrática (Tanzi, 1998).

Así, bajo la premisa de que la corrupción es un síntoma de debilidad de la 
estructura institucional, el análisis económico-legal o institucionalista es-
tablece que, para combatirla, es fundamental promover el diseño de meca-
nismos institucionales que contribuyan a la satisfacción de las preferencias 
sociales en términos de reciprocidad y equidad para todos los participantes. 
Sin embargo, su efectividad queda limitada debido a que el diseño de su 
construcción, implantación y evaluación se establece dentro de la estruc-
tura formal de las propias instituciones y se omite el hecho de que las me-
didas más efectivas para corregirla es atacar sus causas, no sus síntomas 
(Mynt, 2000).

Adicionalmente, los resultados poco afortunados se profundizan en los 
países en desarrollo al contar con un Estado de Derecho débil y con amplios 
sectores informales que a menudo conduce a una situación de arraigo de 
altos niveles de corrupción. Esto conlleva al planteamiento de estrategias 
anticorrupción como esfuerzos políticos independientes, desintegrados 
y descoordinados de los marcos e instituciones amplios, sin que cuenten 
con la participación de los actores que trabajan para combatir la corrup-
ción, promover la transparencia y la rendición de cuentas. El resultado es un 
oportunismo político, caracterizado por la manipulación de acciones guber-
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namentales vinculadas con prácticas de corrupción, y la generación de una 
“industria anticorrupción”, Campos y Giovannoni (2006).

Esto explica por qué las medidas anticorrupción se centran exclusiva-
mente en cambiar la percepción sobre la corrupción sin la implementación 
de reglas claras y sencillas de aplicar, con participación de los diferentes ac-
tores sociales, para la acotación, sanción e inhibición de las prácticas de co-
rrupción. El fundamento de esta práctica se encuentra en que, en cualquier 
condición, la autoridad gubernamental querrá manejar la percepción sobre 
la corrupción para imponer la suya conforme sus motivos, sobre todo cuan-
do las prácticas de corrupción aparecen o son visibles y buena parte de la 
población se preocupa y alarma. Pero a partir de que se replican y extienden 
los actos de corrupción, afectados o no, directos o indirectos, la acción gu-
bernamental tiende a minimizarlos o negarlos. La finalidad de dicho actuar 
es que la sociedad se “acostumbre” y tienda a verlos de forma normal para 
que pierda preocupación y alarma fortaleciendo la cultura de la corrupción, 
por medio de un proceso de adormecimiento psicológico como el señalado 
por Slovic y Västfjäll (2015).

En cambio, para entender y encontrar salida al fenómeno de la corrupción, 
debe analizarse el comportamiento social en dicha circunstancia, permitien-
do la identificación de regularidades, sincronías y diferencias en la interacción 
de los diferentes actores que confluyen en las relaciones sociales sistemáti-
cas que dan lugar a procesos de corrupción. Por consiguiente, la literatura re-
ciente enfoca la problemática a partir del trabajo de Groenendijk (1997) que, al 
establecer la corrupción como un problema agente-principal, permitió anali-
zar las diferentes dinámicas, características e implicaciones para el diseño de 
políticas anticorrupción que consideren la pertinencia de la acción colectiva, 
entendida como las acciones directas a cargo de grupos sociales organizados 
que enfrentan un determinado problema común no solucionado.56

56	 El problema agente-principal propuesto por Ross (1973) asume que el agente tiene más información y 
poder de decisión que el principal. Debido a esta asimetría de información, el principal no puede moni-
torear perfectamente las acciones del agente. Esto significa que el agente tiene el potencial de perseguir 
sus propios intereses, si los intereses de los dos divergen. La corrupción se conceptualiza de la siguiente 
manera: los votantes (ciudadanos) se consideran el principal, mientras que los funcionarios públicos 
(burócratas o políticos) se clasifican como los agentes, quienes pueden abusar de su cargo y discreción 
sobre los servicios públicos para asegurar las rentas del público, mientras que el público (los principales) 
no puede monitorear perfectamente o hacer que los funcionarios públicos rindan cuentas. Las solucio-
nes al problema suelen incluir mecanismos de supervisión para informar al principal y sanciones para 
incentivar a los agentes.
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El análisis agente-principal permite asumir que existe un puente entre la 
corrupción y la acción colectiva, sobre todo cuando se considera esta como la 
decisión o capacidad de agenciamiento, reconocimiento o capacidad de au-
todeterminación que tienen o pueden desarrollar los grupos sociales frente a 
los procesos de corrupción, lo que implica su rechazo como una forma natu-
ral o cultural (normalización). De esta manera, socialmente puede emerger la 
elección de la responsabilidad social y ética como instrumento de combate 
a la corrupción, con y aun en contra de la estructura institucional, Bendor 
y Mookherjee (1987). Esto incluiría nuevos instrumentos de supervisión di-
rigidos por una variedad de actores sociales y políticos y mecanismos anti-
corrupción que funcionen de manera integral, descartándose la idea de que 
la corrupción persiste porque funciona como una forma de hacer las cosas.

Aun cuando en la actualidad las investigaciones sobre corrupción y 
las intervenciones anticorrupción han venido utilizado el enfoque princi-
pal-agente para el diseño de las reformas anticorrupción de última genera-
ción.57 Sin embargo, Rothstein (2011) y Marquette y Peiffer (2015b) señalan 
que la teoría principal-agente no describe suficientemente la corrupción. 
Por lo tanto, las soluciones basadas únicamente en esta teoría se quedan 
cortas. La explicación de por qué la mayoría de los esfuerzos anticorrupción 
son ineficaces es que el principal puede no existir en la realidad o pueden 
participar también en comportamientos corruptos. Esto significa que unas 
cuantas partes están interesadas y dispuestas a hacer cumplir las leyes y 
políticas anticorrupción debido a que hay una aceptación generalizada del 
comportamiento corrupto. Esto hace que la aplicación de una política anti-
corrupción sea costosa para las partes interesadas y, por tanto, prevalecen 
entornos altamente corruptos, donde el supuesto principal está ausente, 
o elude constantemente sus responsabilidades para cambiar el comporta-
miento de los agentes, generándose un proceso de corrupción sistemática 
porque todos participan en la corrupción, ya que nadie puede confiar en que 
otros no harán lo mismo. Los que se abstengan de la corrupción saldrían 
perdiendo, siendo esto lo que explica por qué fracasan los esfuerzos anti-

57 	Por ejemplo, Ugur y Dasgupta (2011), en su análisis de 115 estudios de corrupción, muestran la preva-
lencia del enfoque principal-agente en el entendimiento de la corrupción. Por tanto, el diseño de las 
reformas e intervenciones de políticas anticorrupción se ha fundamentado en resolver el problema agen-
te-principal de la corrupción.
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corrupción, por lo que el conocimiento de ello puede, por tanto, mejorar el 
impacto de las estrategias anticorrupción.

Asimismo, aun cuando convencionalmente se ha asumido que la acción 
colectiva y el combate a la corrupción son dos esferas ajenas una de otra,58  
Mungiu-Pippidi (2013), Persson et al. (2013), Marquette y Peiffer (2015a), en-
tre otros, retomando el trabajo pionero de Olson (1965) respecto a la impor-
tancia de la acción colectiva para modificar estructuras institucionales que 
impiden el desarrollo social, analizan las estructuras, tejidos, e incentivos 
que permiten el florecimiento de la corrupción, considerando las caracterís-
ticas estructurales que la soportan, bajo el planteamiento de un problema 
de acción colectiva59 de quienes se preocupan y combaten la corrupción, a 
pesar de que el estado de las cosas se torne alarmante e inestable.

Sin embargo, el estado de cosas sólo puede cambiar favorablemente si 
la amenaza de combate a la corrupción resulta creíble. Esto implica que 
tanto las políticas públicas como las promesas de actuaciones deben ser 
consistentes a lo largo del tiempo, pues cuando en el imaginario social el 

58 	 Sobre todo, si a la acción colectiva se le concibe como parte de la acción y movilización social generada 
fuera de la representatividad del ámbito de la estructura institucional del Estado y, por tanto, fuera los 
asuntos públicos. En este sentido, la estructura institucional está referida a las “reglas del juego” bajo las 
cuales operan las relaciones entre gobernantes y gobernados, donde el conjunto de “reglas” se conforma 
por Instituciones formales e informales. Las primeras lo constituyen las leyes, normas, organizaciones, 
contratos y acuerdos que regulan el funcionamiento social, económico y político y la conducta de sus 
participantes. En tanto las segundas, se conforman por los mecanismos, códigos de conducta y siste-
ma de valores imperantes en las Instituciones formales. De esta manera, el núcleo de las Instituciones 
formales es el marco organizacional mientras para las informales es el grado de cumplimiento de las 
normas y acuerdos, el sesgo de los responsables de aplicar las normas y las irregularidades en conductas 
de ciudadanos, políticos y servidores públicos.

59	 El problema de la acción colectiva asume un deseo u objetivo común sostenido por un grupo de indivi-
duos. Se asocia más con la política medioambiental a través de la denominada “tragedia de los comunes”, 
respecto al gobierno de los recursos naturales utilizados por muchas personas (Ostrom 2015). El objetivo 
común es un bien no exclusivo y no rival del que, si se alcanza, todos los individuos se beneficiarán por 
igual. Sin embargo, la acción individual para lograr este objetivo es costosa y la naturaleza no exclusiva 
del bien significa que las personas que no contribuyen se beneficiarán más. Por lo tanto, los individuos 
no contribuyen completamente o en absoluto, lo que significa que el objetivo común no se realiza por 
completo y la inacción o la conducción libre se convierte en el comportamiento esperado de todos. En 
términos de la corrupción, el problema enfatiza la naturaleza colectiva sobre la individualidad de los 
actos de corrupción y reconoce la naturaleza sistemática del fenómeno. Identifica las normas, el compor-
tamiento y el nivel de la confianza en la sociedad como los principales desafíos a los que se enfrentan los 
esfuerzos anticorrupción. El enfoque de acción colectiva permite comprender la corrupción sistemática 
e influir, por tanto, en un diseño distintivo de estrategias anticorrupción que enfatiza la participación 
comunitaria inclusiva orientada a generar confianza e integridad (Marquette y Peiffer 2015b).
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fenómeno de la corrupción está presente, resulta que la percepción cambia 
conforme la evolución de cada sociedad. De esta manera, la acción colectiva 
no sólo debe acompañar a la política pública de combate a la corrupción, 
sino que también debe actuar en el imaginario social para cambiar la per-
cepción de la normalidad en la cultura de la corrupción por la normalidad 
en su combate. De no hacerlo, un resultado posible es la “moralización exa-
gerada” de la corrupción, que únicamente genera una “retórica vacía”, cuya 
finalidad es establecer una percepción de combate a la corrupción, pero sin 
resultados (Coronado, 2008). Esto significa que el combate a la corrupción 
constituye una quimera si no se acompaña de una evaluación y rediseño de 
mecanismos institucionales que, de manera anticipada, eleven los costos y 
disminuyan los incentivos procorrupción (Rose-Ackerman, 2009).

Persson et al. (2013) y Marquette y Peiffer (2015) argumentan que un en-
torno libre de corrupción se convierte en el objetivo y el comportamiento 
de aprovechamiento indebido tiene como motivación el comportamiento 
de un individuo que antepone sus intereses a los del grupo y la corrupción 
hace que todos sufran el agotamiento de los recursos tangibles. Por consi-
guiente, las medidas anticorrupción requieren relacionar las estructuras de 
incentivos y los comportamientos sociales a través del cambio social pro-
fundo. Para su consecución, se requiere llevar a cabo una reforma integral 
y una amplia gama de instituciones, actores e iniciativas para restaurar o 
mejorar la integridad.

Evidentemente, esto contrasta con las estrategias anticorrupción comu-
nes que, por más estrictas que sean, sólo contemplan la sanción de incenti-
vos a cargo de la voluntad política de unos pocos funcionarios gubernamen-
tales selectos y/o de cambiar los niveles salariales en el sector público como 
parte de un paquete para reformar el comportamiento de quienes dirigen 
el sistema, como la policía, los políticos y los funcionarios públicos, y frenar 
los incentivos para aceptar sobornos.

Por consiguiente, el establecimiento de un estado de bienestar que limite 
las carencias de la población vulnerable y genere mecanismos de participa-
ción colectiva, puede contribuir a romper las raíces del comportamiento co-
rrupto. Por ejemplo, Alam (1995) destaca que la presencia de una educación 
cívica y ética sólida entre los núcleos poblacionales pueden limitar o dismi-
nuir a los actos de corrupción al ser determinantes de un comportamiento 
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individual honesto que, en el agregado, conlleva a una confianza social en el 
cumplimiento de acuerdos, formales e informales. Adicionalmente, es ne-
cesario un aumento del ingreso que permita el mejoramiento de la calidad 
de la educación y de las condiciones de vida como la urbanización, el uso 
intensivo de telecomunicaciones, tecnología y gestión que permita la am-
pliación de núcleos de clases medias, empresariales y laborales sólidamen-
te formadas que lleve a la cohesión social.

Sin embargo, lo anterior queda en duda en tanto que la acción colectiva 
devenga de la participación política a partir de la interacción entre ciuda-
danos y autoridades políticas, por mediación o no de las Instituciones esta-
blecidas (Nie y Verba, 1975). En este sentido es importante recalcar que, en 
un marco democrático, es de esperar que los ciudadanos traten de influir 
en las decisiones políticas por medio de “acciones directas” diferentes a la 
electoral, mismas que denotan “comportamientos que no se corresponden 
a las normas legales y costumbres que regulan la participación política en 
un régimen determinado” (Kaase y March, 1979, p. 41), sobre todo cuando el 
desenvolvimiento de las irregularidades en las conductas de ciudadanos, 
políticos y servidores públicos, expresados en actos de corrupción, condicio-
nan las dinámicas de la acción colectiva.

Conclusión
Después de múltiples esfuerzos por entender la corrupción y generar las po-
líticas anticorrupción respectivas, los resultados no han sido satisfactorios. A 
efecto de continuar dilucidando el problema, la literatura sobre la corrupción 
reciente muestra las limitaciones en torno a la comprensión teórica de la 
corrupción. El desarrollo de los nuevos argumentos muestra que las estrate-
gias anticorrupción no sólo deben de verse como un problema de sanciones, 
incentivos o fortalecimiento institucional, sino que también debe incluirse 
otras variables sobre las que debe incidirse como la falta de voluntad política 
y cambios culturales. Esto significa que la corrupción es también un proble-
ma de acción colectiva que afecta y es incidido por el desarrollo.

El abordar nuevos enfoques, como el problema agente-principal y la ac-
ción colectiva, además de contribuir a comprender el fenómeno de la co-
rrupción, permite diseñar políticas de combate a la corrupción que abor-
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den y superen los fracasos de las reformas previas. Analizar la corrupción 
desde la perspectiva de la acción colectiva, ha llevado al planteamiento de 
nuevas estrategias anticorrupción que apuntan a cambiar las normas y los 
comportamientos sociales e individuales, así como a establecer la necesi-
dad de involucrar a coaliciones más amplias de actores e instituciones para 
mejorar la integridad en la sociedad por medio del desarrollo económico 
y social. Esto significa que la continuación en la búsqueda de una mejor 
comprensión teórica sobre la corrupción y su persistencia puede conducir a 
estrategias anticorrupción más efectivas.
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Introducción
El desarrollo se entiende como el crecimiento económico sostenido en el 
largo plazo que permite crear riqueza en una sociedad promoviendo la pros-
peridad y bienestar económico, social, político y cultural de los habitantes 
de un país o región. Este fenómeno económico genera cambios significati-
vos en las condiciones de vida de la población, que se reflejan en mejores 
niveles de alimentación, salud, educación, vivienda, servicios e infraestruc-
tura, entre otros. 

Estas mejoras en el bienestar social contribuyen de manera significativa 
en el aumento de la eficiencia y competitividad de empresas e industrias 
que a su vez pueden mantener el crecimiento económico sostenido en el 
largo plazo. La productividad y eficiencia de trabajadores y empresas es un 
elemento importante que se refleja en los costos unitarios y precios, hacien-
do a estas últimas más competitivas. 

La teoría neoclásica resalta que uno de los factores más importantes en 
“el crecimiento económico a largo plazo depende casi por completo de un 
solo factor: una productividad creciente” (Krugman y Wells, 2007, p. 191). 
Productividad que se transcribe en bajos costos y precios que fomentan la 
competitividad y el crecimiento de empresas y países. En el enfoque neo-
clásico existen tres factores que afectan el crecimiento de la productividad: 
capital físico, capital humano y progreso tecnológico. 
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Según Aoki, Kim y Okuno-Fujiwara (2000, p. 66): “En términos generales 
se identifican tres fuentes del crecimiento de una economía: i) incrementos 
de insumos tangibles, como el capital, la mano de obra y el capital humano; 
ii) incremento de la eficiencia técnica y de asignación y iii) incremento de 
insumos intangibles, como el capital de investigación y desarrollo (ID), la 
adopción de nuevos métodos gerenciales o de modos organizacionales de 
la producción”. 

Sin embargo, los institucionalistas económicos como North resaltan la 
importancia de los costos de transacción y las instituciones para explicar las 
diferencias en el crecimiento económico entre países. El objetivo de este tra-
bajo es identificar cómo los costos de transacción y los derechos de propie-
dad influyen en los niveles de competitividad y desarrollo en las economías.

Este trabajo está estructurado en dos apartados. En el primero, se desa-
rrollan algunas ideas acerca del desarrollo económico desde la visión de la 
teoría neoclásica, que permite establecer su relación con la productividad, 
la eficiencia y la competitividad de una empresa o un país. 

En el segundo apartado se presenta la explicación del desarrollo a partir 
de la teoría del institucionalismo económico. Se resalta la importancia de 
los conceptos de costos de transacción, derechos de propiedad e institucio-
nes. Sobre todo, cómo estos influyen en la competitividad, el crecimiento y 
el desarrollo económico. 

Competitividad, Crecimiento y Desarrollo Económico
El desarrollo económico es considerado como el crecimiento sostenido en el 
largo plazo que permite mejorar el bienestar económico y social de manera 
cuantitativa y cualitativa de una región o país. Un requisito importante para 
lograr el crecimiento sostenido es que todos los sectores productivos y las 
regiones de un país crezcan de forma casi homogénea, permitiendo mejorar 
las condiciones de vida de una población en términos económicos, sociales, 
culturales y políticos.

Entre las principales teorías del crecimiento destaca la teoría neoclásica, 
la cual, mediante uno de sus primeros modelos Solow-Swan, establece que 
el nivel de producción en una economía se determina por el stock de capital, 
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el trabajo y la tecnología. Una de las principales variables del modelo es la 
fluctuación del capital per cápita, lo cual determinará el nivel productividad 
de la mano de obra, salarios y la renta por persona. 

En condiciones de mercado y libre movilidad de factores, el modelo esta-
blece que el trabajo se puede desplazar de regiones con bajo crecimiento a 
otras de mayor nivel y actividad económica —en la realidad esto depende de 
las reglas o normas migratorias entre países, aun en economías integradas 
en el proceso de globalización—. Por su parte, el capital se mueve en sentido 
contrario, pasando de las regiones de elevado crecimiento a otras de menor 
actividad. Logrando así que la acumulación del capital en un punto tenderá 
a igualarse en las dos regiones y lo mismo sucederá —después de cierto 
tiempo— con la renta per cápita (Gutiérrez, 2007 y Cuadrado, 1995).

En este modelo, la tecnología juega un papel importante ya que es la cla-
ve que logra la convergencia, dando la pauta para que las economías menos 
favorecidas puedan imitar o adoptar los procesos productivos y tecnologías 
—que desarrollan las economías avanzadas— a un menor costo (Iturriba-
rría, 2000). Sin embargo, el proceso no es automático, en general depende de 
las normas, políticas y reglas tanto de empresas como de países en términos 
de las transferencias de tecnología, vinculados a patentes, ciclos de los pro-
ductos y la especialización de los países y de sus cadenas productivas en el 
contexto de globalización.

La teoría neoclásica resalta que “el crecimiento económico a largo plazo 
depende casi por completo de un solo factor: una productividad creciente” 
(Krugman y Wells, 2007, p. 191). La productividad es un indicador que refleja 
que tan bien se usan los recursos en una economía para la producción de 
bienes y servicios. Esta se puede definir como la relación entre los recursos 
utilizados y los productos obtenidos, denotando la eficiencia con la que son 
usados los recursos humanos, capital, tierra etc., en la producción de dichos 
bienes y servicios. 

Es común medir la productividad de dos formas: por un lado, se encuen-
tran las mediciones parciales que relacionan la producción con el insumo 
(trabajo o capital, a partir del producto medio) y por el otro, las mediciones 
multifactoriales que relacionan la producción con un índice ponderado de 
los distintos insumos utilizados (Felsinger y Runza, 2002).
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La productividad refleja el uso eficiente o no de los recursos que utilizan 
las empresas, las industrias, los sectores productivos y la economía. Es un 
elemento que permite aumentar o retardar la capacidad productiva de un 
país, por ello, es importante contextualizarla, mediarla y evaluarla. Además, 
se considera como fuente de crecimiento de un país (Prescott 1997, citado en 
Bonilla, 2012, p.159) puesto que el comportamiento de la productividad expli-
ca el 80% del crecimiento económico de los países desarrollados y casi el 40% 
de las economías del tercer mundo (Reyes 2010, citado en Bonilla, 2012, p. 160).

La productividad se transcribe en bajos costos unitarios y precios que 
determinan la competitividad de una empresa y que se podría reflejar en la 
competitividad de un país. La competitividad en términos macroeconómi-
cos se define como la capacidad que tiene un país o una región de generar 
mayores tasas de crecimiento y empleo de forma sostenible. Sus principales 
determinantes son —desde el punto de vista de la economía del desarro-
llo— el gasto en capital humano, investigación y desarrollo e incentivos a la 
innovación (Medeiros et al., 2019), variables que influyen en determinar el 
nivel de productividad.

Las variables —productividad y competitividad— están asociadas a “la 
capacidad de crear un entorno que favorezca el crecimiento sostenido de la 
productividad y que se refleje en niveles de vida más elevados de la pobla-
ción. Esto incorpora niveles macro, meso y microeconómicos en un marco 
de integración de la economía global” (Romo y Andel 2005, citados en Bonilla 
2012, p. 59).

La competitividad también se genera en las empresas como resultado 
de la combinación de sus fortalezas y del entorno en el que operan. Es por 
ello que posee dos dimensiones, la del ámbito interno y la del entorno en 
donde se desarrollan. En la primera, las compañías compiten en función de 
los servicios y productos que ofrecen en el mercado y cuyo éxito depende de 
la eficiencia en sus procesos productivos, esto incluye la tecnología, capital 
humano, capital, calidad y precio de los productos —situación que implica 
reglas, normas y rutinas internas de empresarios, empresas y trabajadores, 
por ejemplo—. En la segunda dimensión se encuentra el entorno macroeco-
nómico, el marco institucional y en general las actividades del gobierno, los 
cuales contribuyen de manera indirecta en la competitividad intrínseca de 
las empresas. 
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La estabilidad macroeconómica, las regulaciones, el marco jurídico en ge-
neral —elementos institucionales por excelencia—, que dependen del gobier-
no, fomentan o desincentivan la inversión de las compañías; las ventas o los 
contratos entre personas y entre empresas. Además, el gobierno, determina la 
disponibilidad de la infraestructura y de energía, que también afectan la com-
petitividad. Las acciones del gobierno son importantes para el buen funciona-
miento de las compañías, las medidas y políticas públicas que se tomen in-
fluirán sobre los niveles de productividad de la economía (Rubio y Baz, 2004).

Aoki et al. (2000, p. 66) determinan que existen “tres fuentes de creci-
miento en una economía: i) incrementos de insumos tangibles, como el ca-
pital, la mano de obra y el capital humano; ii) incremento de la eficiencia 
técnica y de asignación y iii) incremento de insumos intangibles, como el 
capital de investigación y desarrollo (I+D), la adopción de nuevos métodos 
gerenciales o de modos organizacionales de la producción”.

En resumen, las economías que generan elevadas tasas de crecimiento 
económico son las que aumentan —individualmente o de manera conjun-
ta— la inversión, el capital humano y los avances tecnológicos—. Sin em-
bargo, en la asignación de recursos productivos se presenta el dilema de 
quién podría asignar de manera más eficiente los factores de producción y 
coordinar el proceso de desarrollo —el mercado, el gobierno o ambos— y en 
qué medida será la participación óptima de cada uno. 

La relación entre gobierno y mercado en la asignación de recursos que 
permita potenciar el crecimiento de largo plazo depende de un marco insti-
tucional que fomente la cooperación y coordinación entre actores y empre-
sas en diferentes niveles. 

La coordinación y cooperación entre los agentes económicos —que im-
pulsa el desarrollo económico— se basa en una estructura de incentivos que 
permita sincronizar la participación de los actores dentro de las empresas, 
industrias y sectores productivos, de tal forma que se fomente la eficiencia 
y productividad. 

La coordinación y cooperación en los diferentes niveles productivos es 
un factor que impulsa la competitividad de las economías, con base en ins-
tituciones y reglas que articulen los incentivos necesarios. Por medio de la 
integración de cadenas productivas que van desde el abastecimiento de in-
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sumos y factores productivos hasta la comercialización del producto final, 
eliminando problemas de oportunismo y supervisión. O bien, por la articu-
lación intrasectorial que fomenta la coordinación entre empresas del mis-
mo sector para la compra de insumos a gran escala, la creación de infraes-
tructura, el compartir y homogenizar técnicas administrativas, el generar 
investigación y desarrollo de manera conjunta, entre otros, que permitan 
reducir los costos de producción, a través de economías de escala y externa-
lidades positivas entre empresas de la misma industria.

Los problemas de coordinación y cooperación entre agentes, empresas, 
industrias, sectores, que fomenten el crecimiento económico dependen de 
las instituciones, es decir, de las reglas del juego bajo las cuales interactúen 
los distintos agentes económicos. Estas instituciones deben estructurar los 
incentivos —positivos o negativos— necesarios para mantener la coopera-
ción y coordinación en el largo plazo.

Instituciones, derechos de propiedad y costos de 
transacción en la competitividad y el desarrollo 
económico
La teoría del institucionalismo económico destaca el papel que las institu-
ciones desempeñan en el crecimiento a largo plazo de regiones y países. 
Para North (1993, pp. 13-14) “las instituciones son las reglas del juego de una 
sociedad, más formalmente, son las limitaciones ideadas por el hombre que 
dan forma a la interacción humana”.

Estas instituciones pueden ser de dos tipos: informales como las costum-
bres, tradiciones, códigos de conducta, normas sociales, etc., o bien, forma-
les como las leyes constitucionales y reglamentos aplicables en cualquier 
ámbito (North, 1993).

Los mercados requieren de instituciones porque no se crean, regulan, es-
tabilizan ni se legitiman a sí mismos. Las reglas estipulan el comportamiento 
económico de los individuos, de las organizaciones y de la sociedad en ge-
neral. Estas reglas o instituciones formales e informales disminuyen el com-
portamiento egoísta y oportunista de los agentes económicos y políticos, 
disminuyendo los costos por supervisión, monitoreo y por hacer cumplir los 
contratos y acuerdos, que integran los costos de transacción (North, 1993). 
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El papel de las instituciones es fundamental en el crecimiento sostenido 
en el largo plazo, porque al disminuir los costos de transacción, disminuyen 
los costos de las empresas y aumentan los beneficios de las mismas. Las 
instituciones influyen en el comportamiento de los agentes económicos, in-
centivando o desincentivando el intercambio y dando certidumbre a la toma 
de decisiones y a las relaciones que se producen entre ellos (Escalera, 2001).

De igual forma, las instituciones definen y delimitan las elecciones de los 
individuos, reducen la incertidumbre porque proporcionan una estructura a 
la vida diaria mediante reglas formales e informales. 

Estas reglas forman parte del primer nivel del análisis institucional, el 
cual, se acompaña de normas básicas, valores y convenciones mismas de 
un grupo social, que son las propiedades esenciales de las instituciones que 
perduran puesto que son persistentes al cambio. Es decir, toda actividad hu-
mana está regulada y organizada por normas y sistemas de reglas; además, 
por medio de estas se determina si un comportamiento social es democráti-
co, justo o igualitario. Porque las instituciones restringen, hacen predecibles 
los ambientes reduciendo la incertidumbre y riesgo, y brindan la informa-
ción necesaria para la solución de conflictos y problemas complejos en el 
contexto en que se desenvuelven (Hollingsworth, s.f.).

Las instituciones responden a las fallas de mercado como lo es la infor-
mación asimétrica que se origina cuando una de las partes de la transac-
ción tiene más información que otra y, a los costos de transacción, costos 
generados por la interacción en la economía. Estos costos van más allá de 
los precios de los factores productivos y se generan por el cumplimiento de 
contratos o acuerdos entre los diferentes entes que se involucran en un in-
tercambio. Coase (1937) menciona que existen distintos costos involucrados 
al realizar una transacción, por ejemplo, el costo por la búsqueda de infor-
mación, el costo de las negociaciones, supervisión, renegociación y cumpli-
miento de contratos.

Por su parte, Williamson (1985) determinó aquellos factores que influyen 
en los costos de transacción:

•	 El oportunismo. Se presenta cuando los individuos buscan sus pro-
pios intereses de manera ventajosa o engañosa afectando a la con-
traparte de la transacción.



144 Ignacio Marcelino López Sandoval

Capitalismo, cambio institucional y comportamiento humano

•	 Racionalidad limitada. Es la capacidad que tienen los agentes eco-
nómicos para solucionar problemas y tomar las mejores decisio-
nes. Sin embargo, la toma de decisiones es limitada por la capaci-
dad de adquirir, almacenar y procesar información importante.

•	 Especificidad de activos. Si los activos productivos fueran sustitu-
tos perfectos entre ellos se podrían mover en difeentes usos sin 
perder valor de mercado. Sin embargo, algunos activos son muy 
especializados y específicos para una transacción.

Estos costos incrementan el precio de venta de los bienes y servicios, lo cual 
disminuye su nivel de competitividad. Es decir, a mayores costos de transac-
ción menores niveles de competitividad, lo que se refleja en una reducción 
en los beneficios de las empresas. Situación que de persistir en un periodo 
considerable de tiempo puede influir en desaparición de empresas y nego-
cios, disminuyendo el crecimiento de una región o país.

Para reducir los costos de transacción es necesario implementar institu-
ciones —reglas bien definidas— que regulen los intercambios de los indivi-
duos racionales, egoístas y oportunistas que buscan maximizar sus benefi-
cios individuales. Reglas que los obliguen a respetar y cumplir los acuerdos 
pactados, eliminando el comportamiento oportunista.

El que un país sea competitivo, o no, se explica por las instituciones inclu-
sivas y extractivas. “Las instituciones económicas inclusivas, posibilitan y 
fomentan la participación de la gran mayoría de las personas en actividades 
económicas que aprovechan mejor su talento y sus habilidades y permiten 
que cada individuo pueda elegir lo que desea” (Acemoglu y Robinson, 2012, 
p. 96). Este tipo de instituciones generan las condiciones para que los mer-
cados permitan el crecimiento y éste se distribuya entre todos los miembros 
de la sociedad. Cuando todos se ven beneficiados, según su participación y 
esfuerzo, se logra la coordinación y cooperación entre agentes económicos 
y sectores productivos.

Por otro lado, “las instituciones económicas extractivas tienen como ob-
jetivo extraer rentas y riqueza de un subconjunto de la sociedad para bene-
ficiar a otro grupo distinto de la misma” (Acemoglu y Robinson, 2012, p. 102). 
Estas instituciones crean un nivel muy bajo de coordinación y crecimiento 
económico en las naciones que las implementan, generando un ambiente 
oportunista y de desconfianza para los agentes económicos, logrando así un 
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aumento en los costos de transacción, lo que a su vez reduce la competitivi-
dad y limita el crecimiento económico a largo plazo.

Con respecto al segundo nivel del análisis, la sociedad tiene la necesidad 
de crear arreglos institucionales —gobernanza—60 para coordinar a los dife-
rentes entes económicos, que a su vez ayudan a la solución de problemas 
reales, mediante mercados, redes, jerarquías o la participación del Estado 
(Hollingsworth, s.f.). Este último, juega un rol muy importante, ya que casti-
ga y hace cumplir las reglas con respecto a los demás mecanismos de coor-
dinación, además, brinda la seguridad a los derechos de propiedad e influye 
directamente en la creación del sistema de incentivos que permita regular a 
los miembros de una sociedad.

Una de las instituciones más importantes en un sistema económico son 
los derechos de propiedad, ya que se consideran como el motor de creci-
miento económico (Lewer y Sáenz, 2005). Para North un derecho de pro-
piedad “es la autoridad exclusiva que determina el uso de un recurso […], 
la sociedad aprueba ese uso por medio de una fuerza administrada por el 
gobierno o bien por otras normas sociales e informales” (Hernández y Villa-
gómez, 2013, p. 86). Este posee tres elementos que lo caracterizan: el prime-
ro es la exclusividad de elegir la utilización de su posesión, el segundo es la 
explotación exclusiva de los derechos que brinda ese recurso y el tercer ele-
mento es el derecho exclusivo de intercambiarlo bajo términos establecidos 
(Hernández y Villagómez, 2013).

Coase (1937) menciona que el primer tema que tiene que ser tomando en 
cuenta por un sistema legal es la titularidad de los derechos, es por ello, que 
señala que la correcta delimitación inicial de los derechos legales tiene efec-
to directo, ya sea en la eficiencia o ineficiencia con la que opera un sistema 
económico (Velasco, 2011). En este sentido tendrá un efecto importante en 
la competitividad y en el desarrollo.

La protección de estos derechos de propiedad es un prerrequisito para 
el desarrollo económico, el crecimiento y la prosperidad de un país (Grupo 
Banco Mundial, 2016), en principio por estar asociada con la certeza que se 

60	  Entendida como la forma de gobierno que se basa en una interrelación equilibrada de la sociedad, el 
Estado y el mercado con el fin de lograr un desarrollo económico, social e institucional.
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otorga a los inversionistas; que a través de la compra de bienes de capital 
pueden aumentar la eficiencia y productividad. 

Algunos especialistas proponen que los derechos de propiedad deben te-
ner los siguientes elementos (Hernández y Villagómez, 2013, p. 86):

1.	 Registros eficientes de la propiedad que especifiquen claramente 
este derecho.

2.	 Existencia de un buen andamiaje legal que establezca las reglas 
para normar y regular los derechos de propiedad.

3.	 Un buen aparato que determine si el derecho de propiedad se tras-
grede por alguien más.

4.	 Un aparato ejecutor (coercitivo) para hacer valer la decisión del 
punto 3.

Esta necesidad de definir y proteger los derechos de propiedad, ya sea colecti-
va o individualmente, es primordial para que las empresas tengan incentivos 
para invertir en investigación y desarrollo, lo que generará nuevas innovacio-
nes que ayuden a reducir los costos unitarios por el aumento de la producti-
vidad y eficiencia, lo que se traduce en mayores beneficios para las empresas. 
Las instituciones facilitan o limitan que un país sea innovador, pues brindan 
cierto grado de desventajas o ventajas competitivas para los actores econó-
micos o empresas en el desarrollo tecnológico, dependiendo la sociedad en la 
que se encuentre. Ya que el actuar de los entes económicos se ve permeado 
por su cultura, por sus valores y en ocasiones también por comportamientos 
oportunistas o individualistas (San Román, 2004 y Bandeira, 2009).

En el desarrollo económico es importante un Estado activo y fuerte que 
produzca, coordinación entre los agentes económicos, políticas distributi-
vas y de inversión pública. Que proteja y regule sin distinción alguna los 
derechos de propiedad de toda la población. Sin embargo, en algunos casos 
implica el aumento en el tamaño del Estado, que sólo se justifica si se co-
rrigen las fallas de mercado existente mediante algún tipo de intervención 
o regulación. No obstante, el carácter monopólico del poder estatal, puede 
reflejar una ausencia de un tercero que reclame la rendición de cuentas y 
exija responsabilidad a los funcionarios políticos por los resultados presen-
tados. Como consecuencia de esto, el Estado puede diseñar malas regulacio-
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nes económicas o bien, promulgar unas excelentes leyes, pero no ejercer su 
cumplimiento (Bandeira, 2009).

La ejecución de estas malas regulaciones puede provocar que la econo-
mía se sumerja en un estancamiento ineficiente, que perdure históricamen-
te a causa de lo que denomina North como path dependence61 y sumado a que 
los individuos y organizaciones negociadoras puedan perpetuar el sistema 
como consecuencia del marco institucional implementado (North 1993, ci-
tado en Molteni, 2006).

Es importante considerar que los derechos de propiedad incentivan la 
inversión y con ello la eficiencia y productividad de las empresas, reducien-
do los costos de transacción. En buena medida, los derechos de propiedad 
pueden disminuir el oportunismo y garantizar la propiedad de los bienes de 
capital. Siempre y cuando se haga efectivo el cumplimiento de los derechos 
de propiedad, que en última instancia dependerán de una participación ac-
tiva y eficaz del gobierno. 

El aumento de la productividad y la disminución de los costos de tran-
sacción —producto de un adecuado y eficiente sistema de derechos de pro-
piedad— permitirá la reducción de los costos unitarios y disminución de 
precios que harán más rentables y competitivas a las empresas y países.

El crecimiento económico sostenido en el largo plazo de un país o región 
depende de la rentabilidad constante que tenga sus empresas e industrias. 
Que normalmente se asocia a una elevada productividad, la coordinación y 
cooperación de los agentes económicos, un adecuado marco institucional y 
un ambiente macroeconómico y empresarial que pueda potenciar el creci-
miento de dichas empresas.

A pesar de que la productividad es una pieza clave para el crecimiento 
económico, las instituciones inclusivas -que integran los derechos de pro-
piedad-, son importantes para generar coordinación y cooperación entre los 
agentes económicos. Situación que aumentará el crecimiento y a su vez, el 
desarrollo económico de los países. 

Conclusión

61	 Dependencia de la trayectoria.
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El crecimiento económico en un país está vinculado a la productividad, que 
depende de tres fuentes: aumento en los insumos tangibles como es el ca-
pital, la mano de obra y el capital humano, el incremento en la eficiencia 
técnica y de asignación, y al aumento en los insumos intangibles como el 
capital de investigación y desarrollo, la implementación de nuevos métodos 
gerenciales o modos de producción, entre otros.

Este crecimiento económico implica que existan mejoras tecnológicas 
para que los factores de producción eleven su productividad y con ello la 
competitividad ya sea de la empresa o de un país, con el fin de generar creci-
miento y desarrollo. Esto se logrará únicamente si se establecen los mecanis-
mos adecuados de coordinación y cooperación entre los agentes económicos. 

Es por ello que el institucionalismo económico ha destacado la importan-
cia de las instituciones —reglas de interacción económica y política entre los 
miembros de una sociedad— que permiten disminuir los costos de transac-
ción y con ello los costos unitarios, elevando los niveles de competitividad de 
los países. Para esto, es necesario apoyarse en el diseño de reglas inclusivas 
que distribuya el crecimiento entre todos los miembros de la sociedad; de-
pendiendo de su participación y esfuerzo en los procesos productivos.

La certidumbre que genera la implementación de instituciones bien de-
finidas reduce los costos de transacción y el oportunismo que afecta direc-
tamente al crecimiento y desarrollo de los países. Esto da como resultado 
un mejor desempeño, coordinación y cooperación, eficiencia, productividad 
y mayores niveles de competitividad y beneficios que permitirán un creci-
miento económico sostenido en el largo plazo.

En resumen, el aumento de la productividad y la disminución de los cos-
tos de transacción —producto de un adecuado y eficiente sistema de de-
rechos de propiedad— permitirá la reducción de los costos unitarios y la 
disminución de precios, que harán más rentables y competitivas a las em-
presas y países.

El crecimiento económico sostenido en el largo plazo de un país o región 
depende de la rentabilidad constante que tengan sus empresas e indus-
trias. Normalmente se asocia a una elevada productividad, la coordinación 
y cooperación de los agentes económicos, un adecuado marco institucional 
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y un ambiente macroeconómico y empresarial que pueda potenciar el cre-
cimiento de dichas empresas.

Aun cuando la productividad es una condición necesaria para el creci-
miento económico, la estructura institucional inclusiva —incluyendo los 
derechos de propiedad—, serán la condición suficiente para generar coope-
ración y coordinación, que aumente el crecimiento y con ello el desarrollo 
económico. 

Sin embargo, la gran pregunta que surge es: ¿Cómo saber qué “reglas del 
juego”, qué normas y qué tipo de arreglos institucionales son los pertinen-
tes para alcanzar los incentivos ideales, que estén a la par de los beneficios 
de todos los actores económicos? El diseño institucional, que estructure los 
incentivos necesarios para generar desarrollo, implica un gran reto sobre 
todo para países como México, que requieren instituciones transparentes, 
que incentiven el cumplimiento de leyes y la inversión en capital humano, 
que den la oportunidad de generar estándares de producción y de tecnolo-
gía; que promuevan la competencia entre los entes económicos y, a la vez, 
fomenten cambios institucionales que fortalezcan la economía. 
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Introducción
El desempeño de la economía mexicana en las últimas décadas ha sido 
errático en comparación con varias de las economías emergentes asiáticas 
y también con los objetivos que se habían fijado al inicio del periodo de 
las reformas modernizadoras en los años ochenta, que iniciaron un largo 
proceso de liberalización, desregulación y apertura de grandes partes de la 
economía nacional (Ros, 2008). En vez de generar nuevas dinámicas de cre-
cimiento, basadas en la inversión privada nacional y extranjera y en au-
mentos sostenidos de competitividad en las diversas arenas de mercado 
reestructuradas, la transformación neoliberal ha sido marcada por el es-
tancamiento del nivel de la producción, de la productividad y del ingreso 
familiar. Para la mayoría de los mexicanos no existen caminos factibles para 
mejorar su situación precaria en términos de ingreso y en términos de se-
guridad social (Levy, 2008). Generación tras generación se reproducen los 
mismos esquemas de sobrevivencia basados en empleos mal remunerados, 
en la fragilidad de la economía informal, en los caminos sinuosos de la mi-
gración a Estados Unidos o incluso en el desastre de la economía ilegal y la 
delincuencia del capitalismo gore (Triana, 2012). Las brechas históricas de 
desigualdad se han mantenido o incluso se han agravado en comparación 
con el modelo de desarrollo estabilizador posrevolucionario.

Existen diversos intentos para explicar las causas del estancamiento co-
lectivo. Algunos autores y corrientes de análisis económico consideran que 
el modelo neoliberal y el sistema global de mercados liberales, promovido 
por el capital financiero internacional (sistema mundial, Wallerstein, 2005) 
es la causa de los problemas sociales y económicos. Otros responsabilizan 
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los sesgos políticos en la aplicación del modelo, relacionados con la defensa 
de los intereses particulares de grupos de poder y la estabilidad de institu-
ciones extractivas (Acemoglu et al., 2008), que habrían llevado el modelo a 
una especie de capitalismo de compadrazgos (crony capitalism, Haber, 2013) 
con estructuras rígidas de coordinación y niveles altos y persistentes de co-
rrupción y búsqueda de rentas, lo que inhibe un crecimiento más dinámico. 

En este trabajo nos insertamos en la corriente específica de la política 
económica comparativa que da énfasis en el análisis de las instituciones 
y del cambio institucional de los modelos económicos, para arrojar luz al 
proceso de transformación de largo plazo de la economía mexicana y para 
realizar una caracterización específica de la variedad de capitalismo mexi-
cano. En particular, recurrimos al enfoque de las llamadas variedades de ca-
pitalismo (varieties of capitalism, aquí variedades de capitalismo, abreviado 
VdC), en la tradición de Robert Hall y David Soskice (2001), pero incluimos 
una serie de ampliaciones e innovaciones teóricas generadas en los últimos 
años a este enfoque, sobre todo para dar cuenta de las formas específicas 
del capitalismo que se han generado en los países del sur global, en particu-
lar en América Latina.

En la teoría económica neoclásica, como el enfoque dominante de la 
ciencia económica en las últimas décadas, existen varios elementos para 
explicar las tendencias y las velocidades de convergencia entre economías. 
Siguiendo el modelo de crecimiento básico de la economía neoclásica, en un 
escenario de economías abiertas e integradas que participan en los mismos 
mercados de bienes y servicios, las diferencias en las tasas de rentabilidad 
y en las estructuras de costos y los flujos de capitales que estas diferencias 
generan, dinámicas de convergencia llevan paulatinamente a condiciones 
homogéneas de productividad e ingreso. Pero esta predicción general de la 
teoría neoclásica no coincide con las observaciones empíricas del compor-
tamiento de largo plazo de muchas economías a nivel global. Las brechas 
que han existido desde los inicios del capitalismo hace 200 años se han 
ampliado en muchos casos. 

Existen diferentes explicaciones para este fenómeno que sostienen, so-
bre todo, que el proceso de integración de marcos de instituciones como 
reglas homogéneas o al menos compatibles, no se ha dado. Este argumento 
se ha debilitado en los hechos a raíz de la caída del muro de Berlín y el fin 
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del socialismo “real”, que ha llevado a que algunos autores hablaran incluso 
de la existencia de un solo modelo social y económico liberal como “el fin de 
la historia” (Fukuyama, 1989). La propuesta de las VdC genera una seria de 
explicaciones en este contexto que permiten sostener que la no-convergen-
cia es una consecuencia de diferencias persistentes en las estructuras de 
gobernanza de los países, donde prevalece sobre todo un dualismo estable 
entre dos tipos de capitalismo.

El texto se estructura de la siguiente manera: iniciamos con una breve 
revisión de los antecedentes de VdC, para introducir en seguida la propuesta 
original de las variedades de capitalismo presentada por Hall y Soskice. El 
tercer apartado comenta las principales críticas y algunos elementos adi-
cionales como respuestas de los autores y otros defensores del esquema. En 
la cuarta parte del artículo revisamos los avances realizados para la cons-
trucción de un enfoque ampliado de VdC en América Latina, que recoge 
varias propuestas alternativas para analizar las economías del sur global en 
la misma línea de investigación. En la quinta parte del texto esbozamos una 
propuesta para aplicar esta perspectiva al proceso de transformación de la 
economía mexicana.

Variedades de capitalismo - antecedentes
La propuesta de las VdC de Hall y Soskice se inserta en una serie de propues-
tas específicas de comparación de diversas formas nacionales de capitalismo. 
Esta línea de análisis se relaciona con la revisión de las tendencias de homo-
genización (convergencia) o de heterogeneización (divergencia). Se manifies-
ta un interés específico en la revisión de estos procesos históricos de difusión 
de formas institucionales generales y de las causas de este tipo de dinámicas. 

Hall y Soskice hacen referencias a tres autores y líneas de investigación 
como antecedentes directos: el trabajo de Andrew Shonfield sobre la mo-
dernización del capitalismo que sostiene que la influencia gubernamental 
sobre la economía es la contribución clave del desarrollo en la posguerra 
(“¿Qué fue lo que hizo que el capitalismo pasara de ser el fracaso catastró-
fico en los años treinta a ser el gran motor de la prosperidad del mundo oc-
cidental de posguerra?”, Shonfield, 1967), las contribuciones de la corriente 
política-económica del neocorporativismo (Scharpf, 1987), así como la de los 
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sistemas empresariales de producción (business systems) (Hollingsworth, 
1998; Whitley, 1999).

Otro precursor inmediato es el libro Capitalismo contra capitalismo, que 
el autor francés Michel Albert publicó a principios de los años noventa (Al-
bert, 1993) y que anticipa algunos rasgos del esquema analítico de las VdC. 
Albert compara el capitalismo anglosajón o “neoamericano” con el capita-
lismo “renano” de Alemania, Francia y Japón, en los principales ámbitos de 
comparación del sistema de recaudación de impuestos, el sistema financie-
ro, los seguros, la gobernanza de las empresas, la conexión entre educación 
y trabajo, la desigualdad, la seguridad social, la regulación pública y la mi-
gración. Albert critica la creciente influencia del modelo anglosajón a nivel 
global en los noventa, al que califica como inferior al modelo renano, no sólo 
en términos de justicia social, sino también en términos de eficiencia eco-
nómica de largo plazo. Para él, la inminente configuración institucional de la 
Unión Europea como mercado único, y no como comunidad social y política 
(siguiendo el plan Delors) es una consecuencia de esta influencia negativa 
en el capitalismo global.

También se puede constatar una influencia directa del trabajo de Bru-
no Amable sobre los sistemas sociales de innovación (Amable et al., 1997). 
Desde la perspectiva de la economía de la regulación, Amable propuso una 
comparación del modelo basado en el mercado (angloamericano), un mode-
lo meso-corporativista (Japón), un modelo socialdemócrata (Escandinavia) 
y un modelo europeo (Europa Central). Las diferencias de los modelos se 
explican con base en las diferencias institucionales en el sector financiero, 
las relaciones laborales, el sector educativo, la especialización tecnológica, 
científica e industrial.

Variedades de capitalismo – ejes de la propuesta  
original de Hall y Soskice
Una de las principales referencias para el análisis actual de los modelos na-
cionales de capitalismo es la propuesta de las variedades de capitalismo de 
Hall y Soskice (2001). Su trabajo seminal que se inserta en el enfoque de la 
política económica comparativa presenta un marco de análisis para revisar 
las similitudes y diferencias institucionales entre un grupo de países indus-
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trializados seleccionados. La tesis central del libro es que a pesar de la cre-
ciente integración de la economía mundial en los tiempos de globalización 
acelerada al final del siglo XX, no se cumple la predicción de la economía 
neoclásica de una convergencia entre modelos y resultados a causa de los 
flujos de capital y de las presiones políticas de homogeneización. Se explica 
por qué las economías nacionales mantienen en términos generales trayec-
torias de desarrollo específicas que son una consecuencia de las estructuras 
institucionales de cada país y de las formas de coordinación institucional 
que han generado a lo largo del tiempo. Al mismo tiempo, las variedades 
que se han generado en el grupo de países industrializados revisados en-
cuentran semejanzas entre grupos de economías, que se pueden explicar 
con procesos de integración política y complementariedades externas (por 
ejemplo, en el contexto de la Unión Europea).

Al reconocer diferencias significativas entre los arreglos institucionales 
económicos y políticos nacionales, el enfoque teórico basado en la economía 
política comparativa cuestiona la hipótesis de la convergencia económica 
en el entorno del mercado global, con la existencia estable de dos modelos 
distintos de capitalismo. La dependencia de la trayectoria en cada modelo 
cimienta la estabilidad interna de los factores institucionales a pesar de las 
presiones globales de adaptación. Este esquema de carácter dual (parecido 
al antecedente de Albert) introduce una variedad de capitalismo “liberal” y 
otra de capitalismo “coordinado”.

Las instituciones como sistemas de reglas sociales juegan un papel im-
portante en el esquema de las VdC (North, 1993), aplicando varios elemen-
tos específicos de análisis institucional en su construcción. Las institucio-
nes entendidas como sistemas de reglas guían la interacción, estructuran 
incentivos y constituyen formas particulares de coordinación en el ámbito 
educativo, financiero o laboral. Las instituciones facilitan el intercambio de 
información, el monitoreo del comportamiento y la aplicación de sanciones 
por incumplimiento. Sistemas de reglas se aglutinan en arreglos organiza-
cionales e institucionales como asociaciones de empleadores, sindicatos y 
formas cruzadas. Para comprender la estabilidad de cada uno de los mo-
delos económicos y las tendencias prevalecientes de no-convergencia que 
se plantean en las VdC, es fundamental la difusión y la interdependencia 
de arreglos institucionales entre diferentes ámbitos de coordinación, que 
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se vinculan con el concepto de las complementariedades institucionales: 
“La presencia (o eficiencia) de un arreglo institucional incrementa los re-
sultados de otro” (Aoki, 1994). Interacciones estratégicas entre los actores 
en el contexto de marcos institucionales nacionales específicos generan 
trayectorias históricas de equilibrios estables. Estas interacciones basadas 
en instituciones formales e informales reflejan una incrustación estable en 
entornos y redes sociales (Granovetter, 1985).

La comparación de los modelos se centra en la coordinación de procesos 
productivos con un papel central para las empresas y las formas en las que 
se asignan los recursos que ocupan. Prevalece una concepción relacional de 
las empresas, como actores que buscan desarrollar y explotar competencias 
cruciales y capacidades dinámicas (Teece et al., 1997). En diferentes ámbitos 
las empresas generan relaciones con otros actores interesados (stakehol-
ders), que se caracterizan por problemas de coordinación dadas las diver-
sas imperfecciones de las transacciones en comparación con los modelos 
de competencia perfecta (contratos incompletos, costos de transacción, 
agencia, etc.). Se dibujan diferentes tipos de la gobernanza, incluyendo las 
intervenciones políticas de los gobiernos en este proceso. En particular se 
analizan cinco esferas básicas de influencia y coordinación: las relaciones 
industriales (negociación de salarios y condiciones de trabajo con la fuerza 
organizada de trabajo), la educación y formación profesional (formación de 
habilidades de la fuerza laboral y toma de decisiones sobre los perfiles de 
formación), la gobernanza corporativa (acceso a diferentes formas de finan-
ciamiento de los proyectos de inversión y la asignación de los retornos de 
la inversión), las relaciones interempresariales (relaciones con proveedores, 
acceso a tecnologías nuevas, investigación y desarrollo) y las relaciones con 
los empleados (uso compartido de los acervos de información y conoci-
miento especializado).

Al comparar las formas de coordinación en los cinco ámbitos se crista-
lizan dos variantes (tipos ideales) básicos del modelo capitalista, con di-
ferencias en los principales arreglos institucionales que coordinan las ac-
tividades económicas con base en formas cooperativas o competitivas de 
comportamiento: economía de mercado liberal y la economía de mercado 
coordinada. Las economías de mercado liberales de los países anglosajones 
(Gran Bretaña, Estados Unidos, Canadá, Australia) se fundamenta en rela-
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ciones de mercado con base en el intercambio directo de todo tipo de bienes 
en forma privada, respondiendo a señales de precios libres en un contexto 
de competencia y contratación formal. La coordinación de las empresas con 
sus diferentes entornos se inserta en la disyuntiva de integración vertical en 
jerarquías por un lado y la administración de contratos como parte de los 
arreglos de mercado por el otro lado (Williamson, 2009). El modelo liberal se 
sostiene en elementos institucionales básicos para el funcionamiento de los 
mercados, como una definición consistente de los derechos de propiedad 
(privados), una influencia limitada de las formas colectivas de coordinación 
y del papel del Estado, así como en mercados desregulados como ámbitos 
básicos de coordinación. Prevalece la organización privada de todas las for-
mas de producción (incluidos los bienes públicos) y una asignación densa y 
flexible en los mercados financieros, particularmente el mercado acciona-
rio.62 Donde aparecen formas colectivas de organización e intermediación 
(sindicatos), se caracterizan por una organización pluralista y descentrali-
zada. La preferencia por altos niveles de flexibilidad abarca también al mer-
cado de trabajo (filosofía flexible de contratar y despedir [hire and fire]), que 
muestra además una gran dispersión de salarios e ingresos.

La economía de mercado coordinada (Alemania, Europa Continental, Ja-
pón), en cambio, es un tipo de capitalismo que se caracteriza por una com-
binación de diferentes tipos de relaciones mercado y no-mercado para de-
sarrollar capacidades colectivas y esquemas de coordinación con una alta 
densidad y participación de asociaciones empresariales, sindicatos y otras 
organizaciones. Se detecta una importancia alta de esquemas de asigna-
ción contractual directa de recursos financieros, con relaciones estables 
entre bancos y empresas, que aseguran una perspectiva de inversión a lar-
go plazo. En el modelo de la economía de mercado coordinada existe una 
oferta amplia de bienes públicos generados por el Estado (educación, I+D, 
infraestructuras de transporte, etc.). Dada la orientación de largo plazo con 
menos opciones de acceso a capital de riesgo, las bases tecnológicas para 
los procesos de innovación y los ciclos alargados de financiamiento permi-
ten desarrollar productos de alta calidad a largo plazo, pero esta dinámica 
“incrementalista” favorece tecnologías de madurez media (medium-tech) y 

62	 Por lo que la variedad liberal en ocasiones también se ha llamado capitalismo de accionistas o sharehol-
der capitalism.
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en menor medida de alta tecnología. La negociación colectiva de contratos 
laborales y las políticas sociales redistributivas garantizan una baja disper-
sión de los salarios y las rentas.

En resumen, Hall y Soskice muestran con base en su esquema compara-
tivo e interdisciplinario la estabilidad de diferentes tipos de capitalismo (la 
no-convergencia) y la competitividad de los regímenes “continentales” fren-
te a los modelos liberales, sobre todo en términos de bienestar y cohesión 
social, que en su perspectiva también generan ventajas competitivas. Los 
autores defienden así, igual que Albert anteriormente, la superioridad del 
modelo socialdemócrata de Europa Central, a pesar de ciertos rezagos en 
las tasas de crecimiento en comparación con el modelo liberal, en particu-
lar la variante estadounidense, sugiriendo que las “variedades coordinadas” 
superan a las liberales por su capacidad de promover procesos de “innova-
ción incremental” (Reale, 2019) y socialmente sostenible. Esta posición tiene 
también implicaciones importantes para las reformas económicas en Méxi-
co y el Sur Global en su búsqueda de nuevos modelos para cerrar las brechas 
de desarrollo (catching-up) y lograr un escalamiento productivo (upgrading).

Variedades de capitalismo – críticas y respuestas
A pesar de la gran aceptación que ha tenido el modelo de las VdC en la lite-
ratura económica (el texto original alcanzó en 2023 ya más de 18 mil citas 
de acuerdo con Google Académico), se han cuestionado algunos aspectos 
del modelo analítico y de los resultados de la versión original de VdC. Varios 
autores han criticado la concepción estática del análisis comparativo, al ca-
recer de elementos específicos de cambio institucional que podrían explicar 
con más claridad la generación histórica de los dos modelos y tendencias de 
su desarrollo futuro, incluyendo elementos de influencia mutua entre ellos 
(Crouch, 2005). Otro cuestionamiento se relaciona con la relevancia relativa 
o limitada del nivel nacional en una economía globalizada (nacionalismo 
metodológico) con sistemas productivos que se configuran por un lado en 
el interior de cadenas de valor globales y por el otro lado en aglomeraciones 
regionales que generan arreglos institucionales supra y subnacionales im-
portantes (Callaghan y Höpner, 2005). También se ha cuestionado el carácter 
“funcionalista” del esquema (Streeck y Thelen, 2005), al extender elementos 
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de la base del marco analítico neoclásico con criterios exclusivos de efi-
ciencia y competitividad, en lugar de avanzar en la construcción de pers-
pectivas teóricas interdisciplinarias alternativas, con más argumentos sobre 
la mayor legitimidad política y la sustentabilidad social y ecológica de los 
modelos continentales. Para Streeck y Thelen, este funcionalismo dificulta 
además visualizar los rasgos de inestabilidad y de exclusión que marcan los 
modelos de capitalismo en la actualidad. El cuarto punto de crítica se rela-
ciona con la selección exclusiva de países de la OCDE con un ingreso alto. 

Hall y Soskice y otros autores afines han agregado algunos elementos a 
su modelo, contestando a las críticas y ampliando y profundizando el aná-
lisis de las VdC. Amable, por ejemplo, contribuyó con una aplicación nove-
dosa del concepto de las complementariedades institucionales para agregar 
una dimensión intertemporal al esquema comparativo (Amable 2016). En la 
misma tendencia se planteó la vinculación de aspectos de la dependencia 
de las trayectorias (Kay 2005). La consideración de aspectos dinámicos y de 
interdependencia incluye una ampliación de los aspectos de cambio insti-
tucional y la introducción del concepto de hibridación (Hall y Thelen, 2009), 
incluyendo la formación de instituciones por capas (institutional layering) 
como la formación informal de instituciones en paralelo con instituciones 
existentes, que genera efectos transformativos de las instituciones estable-
cidas (Streeck y Thelen, 2005, p. 104s). Destaca también la más reciente pro-
puesta de fortalecer la relación entre las VdC y la teoría macroeconómica de 
crecimiento (Hope y Soskice, 2016, Baccaro y Pontusson, 2016).

Un impulso importante para el análisis comparativo de los modelos de 
capitalismo surgió por los esfuerzos de muchos autores de aplicar las VdC a 
otras economías con estructuras institucionales y trayectorias de desarrollo 
distintas a las economías industrializadas que habían seleccionado Hall y 
Soskice. Nölke, por ejemplo, generó un esquema específico para explicar los 
procesos de transformación en Europa del Este (en particular la República 
Checa, Hungría, Polonia y la República Eslovaca), hacia un modelo de capita-
lismo que llamó economía de mercado emergente o economía de mercado 
dependiente, basado en ventajas comparativas como resultado de la com-
plementariedad institucional entre la mano de obra calificada de bajo costo, 
la transferencia de innovaciones tecnológicas de las empresas transnacio-
nales y la aportación de capital a través de la inversión extranjera directa 
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(Nölke y Vliegenthart, 2009). También Drahokoupil (2015) se ha referido a 
los procesos de transformación en Europa del Este, cuando acuñó el tér-
mino de un capitalismo en transición para temas específicos relacionados 
con la configuración de modelos nacionales ante las disyuntivas entre una 
integración regional y la búsqueda de resiliencia ante las crisis económicas 
globales (Drahokoupil y Myant, 2015).

Variantes regionales de las VdC o capitalismos regionales, han prolife-
rado en Asia, con temas específicos como las características generales del 
marco institucional local, las implicaciones de la falta de coherencia institu-
cional (en particular el caso del modelo económico chino) y las trayectorias 
exitosas de cambio institucional de Japón y Corea (Storz et al., 2013). Se ha 
explorado por otro lado la posibilidad de fusionar el enfoque de las VdC con 
el de los sistemas de negocio creado por Whitley y otros en una compara-
ción de 13 economías asiáticas (Witt y Redding, 2013), concluyendo que la 
dualidad del modelo de Hall y Soskice no se puede aplicar a las economías 
en Asia y que incluso existen formas de coordinación que no se pueden 
visualizar desde una perspectiva occidental. Como alternativa se propone 
introducir cinco variedades de sistemas de negocio. 

En otro plano, extensiones del esquema de las VdC han subrayado ca-
racterísticas específicas de diferentes variedades del capitalismo en el Sur 
Global. Una variedad ampliamente documentada es la del capitalismo de 
Estado como una variedad que reconoce un papel fundamental del Estado 
en la asignación de capital y otros recursos a las empresas por medio de la 
banca de desarrollo, fondos de inversión públicos o el control de empresas 
públicas (Musacchio y Lazzarini, 2012). En particular, Brink y otros han usa-
do el término de capitalismo de estado para clasificar el tipo de capitalismo 
que se ha construido en China, como resultado de las reformas de mercado 
aplicadas en las últimas décadas. (Brink, 2011). En su estudio ha encontrado 
formas de coordinación entre el Estado y los actores económicos basadas 
en la interacción vertical y horizontal. Se observa una combinación de me-
canismos de control con espacios de decisión para las empresas privadas, 
sin haber creado derechos de propiedad al estilo occidental. La estrategia 
llamada “ponerse el sombrero rojo” ilustra el proceso informal de creación 
de empresas privadas que inició en los años ochenta, con formas de control 
y gobernanza mixtas entre las empresas privadas, el partido y el Estado 
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(Brink, 2011, p. 9). Sobre todo a nivel subnacional se observa que arreglos 
público-privados acompañan la transferencia de los derechos de propiedad 
al sector privado. Se trata de una “incrustación densa” de los actores en el 
proceso de liberalización (thickly embedded capitalists, Brink, 2011, p. 11). 
También en el ámbito de las relaciones laborales la implementación de nor-
mas legales ha sido inconsistente con una flexibilización del empleo marca-
da por salarios de base bajos y horarios largos, que ha llevado a grandes dis-
paridades y una segmentación del mercado (Brink, 2011, p. 5), pero con un 
aumento sostenido de los niveles de ingreso de los trabajadores en general. 
Brink enfatiza el carácter emergente de los procesos graduales de cambio 
institucional, que es marcado por estructuras de gobernanza multinivel con 
combinaciones de poder centralizado y descentralizado. El gobierno central 
ha abierto espacios para la exploración, aplicando los mejores arreglos en el 
siguiente ciclo de planeación a nivel nacional. 

Variedades de capitalismo en América Latina
Entre las variedades de capitalismo regional también se encuentran di-
ferentes propuestas para adecuar las VdC al análisis del capitalismo lati-
noamericano. Estas variantes de los capitalismos regionales han buscado 
plasmar características de las formas de coordinación y los marcos insti-
tucionales para crear tipos específicos de modelos de capitalismo como el 
capitalismo jerárquico (Schneider, 2009). El capitalismo jerárquico sostiene 
que las formas de coordinación de los sectores productivos en América Lati-
na están ampliamente marcadas por la concentración de grupos de negocio 
diversificados, con esquemas de gobernanza basados en el control familiar, 
en combinación con un entorno de costos laborales bajos y relaciones labo-
rales atomizadas (Schneider, 2009). Este tipo de jerarquías empresariales y 
de redes extractivas son cruciales para la organización del capital, el trabajo 
y la tecnología en la región. Los conglomerados locales mantienen accesos 
privilegiados a recursos críticos de capital, tecnología y trabajo en diferentes 
sectores estratégicos. Igual que las empresas multinacionales, que dominan 
diversos segmentos de la industria de la exportación, los grupos de negocio 
aprovechan la desregulación del mercado laboral con salarios bajos y pocas 
posibilidades de formación y escalamiento profesional (Schneider, 2009, p. 
569). Estas estructuras de coordinación se han formado en un contexto de 
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poca competencia de las empresas medianas y pequeñas, dada la falta de 
capacidades empresariales y de una cultura empresarial más difundida y de 
las capacidades limitadas del Estado para promover el desarrollo. 

Otros autores han criticado el planteamiento del capitalismo jerárqui-
co por descuidar los fuertes contrastes entre Brasil, Chile y México en su 
enfoque de la internacionalización, la política social y la redistribución, a 
pesar de algunos rasgos comunes en la aplicación de las reformas de libe-
ralización desde los años ochenta (Bizberg, 2014). Recurriendo a la teoría de 
la regulación y al pensamiento estructuralista latinoamericano (Cardoso et 
al. 1979, Faijnzylber 1979) Bizberg plantea que la combinación específica de 
las trayectorias de integración a la economía mundial, del modo de acumu-
lación y de las relaciones específicas entre los actores y el Estado en cada 
uno de los países define un tipo de capitalismo particular. La diversidad de 
las configuraciones institucionales explica en esta perspectiva los recientes 
patrones de desarrollo económico en Argentina, Brasil, Chile y México. Un 
elemento central para la caracterización de los tipos de capitalismo son las 
coaliciones sociopolíticas dominantes en los países de la región (Bizberg, 
2019), con diferencias importantes en los grados de autonomía del Estado y 
las fuerzas organizadoras de los sindicatos y de los empresarios. Los cam-
bios de régimen corresponden así a cambios de coaliciones o cambios en 
la relación de fuerzas dentro de las coaliciones establecidas. Como conse-
cuencia, no existe una ruta única de reformas. Las intervenciones del Estado 
pueden ser favorables para el proyecto de desarrollo o no. En la perspectiva 
de Bizberg, la transformación de las coaliciones políticas influye también 
directamente en las relaciones laborales. En México se combina una pro-
tección fuerte de la mano de obra en los sectores más organizados con una 
fuerte representación sindical, con una total inseguridad en la gran mayoría 
de los demás lugares de trabajo. Mientras los trabajadores de las grandes 
empresas, en particular las empresas públicas (PEMEX, CFE), están muy pro-
tegidos, con un control burocrático y corporativo excesivo, que constituye 
un freno a la modernización.

Para otros autores que han ido sumando al análisis comparativo de los 
modelos de mercado en América Latina, el capitalismo periférico latinoa-
mericano tiene como elemento común una baja integración social del con-
junto de la población a la economía, con un acceso limitado e informal al 
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trabajo asalariado y la seguridad social generalizada. De esta manera, no 
se logra erradicar, sino se regula la desigualdad para mantener los modelos 
productivos que promueven la exportación con base en costos laborales ba-
jos (Ebenau, 2012). 

Hacia un análisis de la variedad  
mexicana de capitalismo
El esquema de las VdC puede contribuir a una mejor comprensión de las 
reformas de liberalización y modernización realizadas en México desde los 
años ochenta y de los resultados contrastantes de estas reformas, toman-
do en cuenta la incorporación de los diferentes elementos adicionales re-
visados en los párrafos anteriores, para llegar a un modelo “aumentado” o 
“mejorado” de variedades de capitalismo, particularmente en el contexto 
latinoamericano. Este enfoque busca también tomar en cuenta rasgos espe-
cíficos del desarrollo institucional histórico de la región, como la persisten-
cia de instituciones extractivas (Acemoglu y Robinson, 2008), pero también 
elementos metodológicos que han fortalecido la propuesta original, como 
el análisis de la hibridación o trayectorias de liberalización (Thelen, 2012).

Considerando que la aplicación de las reformas económicas neoliberales 
desde 1982 es equivalente a una “segunda revolución inconclusa” (Haber, et 
al., 2008), podemos hablar de la formación de un modelo híbrido o heterár-
quico como una variante específica del capitalismo regional. A pesar de que 
las políticas de liberalización y modernización siguieron ampliamente los 
cánones del desarrollo neoliberal globales, la privatización de las empresas 
e infraestructuras públicas, la desregulación de varias áreas de la actividad 
económica y la integración en los mercados mundiales a través de las IED y 
los acuerdos comerciales no han creado una economía de mercado liberal 
al estilo angloamericano. A pesar de los rasgos corporativistas que tenía, el 
modelo de desarrollo estabilizador previo tampoco era un modelo de eco-
nomía de mercado coordinado al estilo europeo, porque tenía un carácter 
muy vertical en la configuración de las coaliciones sociales y los procesos de 
toma de decisiones (Bizberg, 2019).

La aplicación de los procesos de liberalización desde los años ochenta 
generó procesos de hibridación específicos que creó un capitalismo hete-
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rárquico. Este proceso protegió a los grupos de negocio locales (Schneider, 
2009), y a la vez creó espacios amplios para que las multinacionales extran-
jeras controlen muchos sectores y cadenas de valor importantes (manufac-
tura, bancos, turismo), sin generar efectos de escalamiento y de innovación 
estructural amplios. En parte esto se explica también con la implosión ini-
cial de la política industrial en muchos sectores. Los modelos productivos 
basados en esquemas de gobernanza corporativo jerárquicos y herméticos 
en grupos empresariales familiares muestran diversas brechas de absorción 
con las demás empresas, en particular con las pymes. Los grupos de negocio 
dominan las empresas locales por el acceso privilegiado a recursos estraté-
gicos y los procesos de creación y graduación de las empresas, así como su 
acceso al capital financiero, son muy débiles. 

La movilidad social es limitada como consecuencia de una escasa capa-
cidad de redistribución e inversiones estratégicas, bajos impuestos de so-
ciedades y contribución fiscal global, el debilitamiento de la producción de 
bienes públicos y los mercados laborales segmentados conducen a la exclu-
sión y la informalidad. En este contexto también se tienen que considerar 
una serie de fallas institucionales o de una calidad institucional baja en los 
procesos de liberalización, desde la definición y aplicación de los derechos 
de propiedad básicos (por ejemplo, la propiedad de la tierra) y derechos cí-
vicos. Se puede constatar una falta de sistemas coordinados para enfrentar 
los problemas de un sector educativo subfinanciado y desequilibrado, siste-
mas de seguridad social incompletos y una incapacidad general del sector 
público para redistribuir los recursos (OCDE).

Conclusiones
El punto de partida de este capítulo es la importancia de comprender me-
jor el proceso de liberalización y apertura de la economía mexicana desde 
los años ochenta del siglo pasado, y las razones por las que no ha genera-
do mayores dinámicas de crecimiento de ingreso, empleo y productividad, 
sino más bien una trayectoria de estancamiento en todos estos rubros. 
Desde la perspectiva de la política económica comparada surge la pregun-
ta por el tipo o la variedad de capitalismo que este proceso de transición 
creado. Como consecuencia de la inserción de México en una cooperación 
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amplia con los vecinos norteamericanos (en el marco del TLCAN) y la con-
siguiente aplicación amplia de políticas de desregulación, privatización y 
globalización de una parte significativa del sistema productivo, muchos 
estudios caracterizan la economía mexicana como una economía amplia-
mente neoliberal. Sin embargo, persiste una serie de contradicciones en-
tre zonas de la economía que han seguido estos esquemas de creación de 
mercados y de reducción de la influencia del Estado, pero también hay 
indicios que la forma de organización de muchos mercados muestra una 
heterogeneidad en los mecanismos y las reglas de asignación de recursos, 
que dificultan el acceso para nuevos actores que se enfrentan a la rigidez 
de la organización de los sistemas productivos y que al mismo tiempo ca-
recen de apoyos básicos para crear las capacidades necesarias (cancela-
ción de la política industrial). 

Como consecuencia es necesario encontrar una caracterización más cla-
ra del tipo de economía de mercado o capitalismo se ha formado en México, 
para un análisis más detallado y la definición de correcciones específicas. 
Para lograr este objetivo recurrimos aquí al enfoque de las variedades de 
capitalismo (VdC), introducido por Hall y Soskice en 2001, con énfasis en su 
carácter institucional. Introducimos algunos elementos básicos de esta pro-
puesta, como las cinco esferas de coordinación de las actividades empresa-
riales y las dos variedades básicas de la economía de mercado liberal (países 
angloamericanos) y la economía de mercado coordinada (Europa Central y 
Japón). Después presentamos algunas críticas a las VdC originales, como 
su carácter estático y el problema del nacionalismo metodológico. Después 
explicamos cómo la ampliación del enfoque en los países industrializados 
de la OCDE hacia los países del Sur Global, en particular en América Latina, 
ha contribuido al desarrollo de nuevos elementos y variedades diferentes de 
capitalismo, como el capitalismo jerárquico o el capitalismo de compadraz-
go. Finalmente se usan algunas de las contribuciones más recientes de las 
VdC para introducir un concepto novedoso del capitalismo mexicano como 
un capitalismo heterárquico que reúne elementos de una liberalización ace-
lerada con elementos de protección y defensa de privilegios de intereses 
establecidos de largo plazo.
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Introducción
La teoría institucional en sus distintas vertientes ha presentado una amplia 
oferta de enfoques, conceptos y modelos para el diseño de políticas. Sin 
embargo, la concepción de políticas de largo plazo, apoyada por metodo-
logías prospectivas, no siempre ha logrado rescatar la riqueza del bagaje 
institucional para la descripción de senderos posibles de cambio social o 
para el diseño de escenarios de futuro. Por otro lado, los estudios de futuros, 
principalmente preocupados por la integración operativa de metodologías 
para lidiar con la incertidumbre y reducir la complejidad, sólo en ocasiones, 
han logrado compaginar de forma sistemática la integración de categorías 
analíticas que evalúen los procesos de largo plazo para la deconstrucción y 
construcción de reglas e incentivos.

Es en el encuentro de los estudios sobre cambio institucional con la in-
vestigación de políticas para el mediano y largo plazo (estos últimos ba-
sados en metodologías prospectivas), que encontramos una fértil área de 
oportunidad para: a) ampliar la mirada de los estudios institucionales de su 
tradicional enfoque del pasado y del presente hacia el largo plazo, b) capita-
lizar el trabajo existente en aras de comprender mejor los procesos de coe-
volución entre sistemas económicos, socio-técnicos y políticos en escalas 
más globales y c) reflexionar y actuar desde nuestro presente en favor del 
ensayo de futuros deseables.

*	 Departamento de Estudios Institucionales, Universidad Autónoma Metropolitana. Correo electrónico: 
mjaso@cua.uam.mx; https://orcid.org/0000-0002-0537-1690. El autor agradece la discusión y retroalimen-
tación sostenida con el doctor Bruno Gandlgruber a lo largo del desarrollo del presente trabajo.
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En este contexto, este trabajo se fija como objetivo que ocupan los con-
ceptos de futuro, anticipación y planeación de largo plazo en la literatura so-
bre cambio institucional. Como punto de partida nos ha interesado realizar 
una revisión bibliográfica sistemática de la literatura internacional sobre el 
cambio institucional, clasificando sus estrategias de análisis, y explorando 
los puentes vigentes y posibles con los métodos prospectivos que buscan 
anticipar y modelar el comportamiento futuro de actores y agentes. Como 
se observa a continuación, se ha encontrado una comunidad dispersa; sin 
embargo, en ella identificamos un interés por el empleo de enfoques insti-
tucionales para estudiar transiciones ambientales y energéticas, como uno 
de los temas de convergencia inicial.

Metodología
La clasificación se sustenta en un estudio bibliométrico de artículos acadé-
micos publicados entre los años 2000 y 2020, indizados en Web of Science 
(WoS). A partir de la identificación de coincidencias y divergencias se re-
flexiona sobre las áreas de oportunidad para vincular el análisis del cambio 
institucional con los enfoques y metodologías que contribuyan a analizar la 
construcción de reglas e incentivos dentro de escenarios de futuro (Saritas y 
Burmaoglu, 2015; Teraji, 2018).

En el diseño de la sintaxis de búsqueda (query) se ensayaron las combi-
naciones de dos categorías de términos: las que aludieran a los procesos de 
cambio institucional y organizacional, por un lado; y los que aludieran a los 
procesos de planeación para el futuro.

Para la primera categoría se ensayó la siguiente combinación de térmi-
nos Institutional Change, Institutional Dynamics, Institutional Planning, 
Institutional Transitions. Por inspección de títulos de revistas y áreas de in-
vestigación se encontró que el término Institutional Change ofrecía el ma-
yor número de resultados relevantes para el objetivo de nuestro trabajo.

Para la segunda categoría se ensayó la búsqueda de diversos términos 
relacionados con el área estudio de futuros. Los que reflejaron con mayor re-
presentatividad nuestro objeto de estudio fueron: Anticipation, Prospective, 
Foresight, Future, Scenarios y Long-term.
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De esta manera, se redactó la siguiente sintaxis de búsqueda definitiva: 
Institutional Change y (Anticipation o Prospective o Foresight o Future o 
Scenarios o Long-term), la cual fue insertada en el campo Topic, de manera 
que se pudiera rastrear esta conjunción de términos en el título, abstract y 
palabras clave.

Para delimitar el periodo de búsqueda se identificó que en el año 2000 se 
incrementó de manera sostenida el volumen de publicaciones, de manera 
que nuestra observación se remite al periodo 2000-2020. En las dos décadas 
previas sólo se publicaron 24 artículos de acuerdo con esta misma sintaxis 
de búsqueda.

Bajo estos criterios se obtuvieron 451 documentos con distintos formatos 
editoriales. Dado nuestro interés en identificar el desarrollo de una agenda 
de investigación descartamos formatos como reseñas y libros, para obtener 
una muestra de 409 artículos de investigación arbitrados.

Sobre esta muestra se hizo un mapeo general que diera cuenta de la evo-
lución temporal del tema, su distribución por área de conocimiento, autoría, 
organización de adscripción, nacionalidad de los autores, revista y área de 
conocimiento entre los principales criterios, con la finalidad de observar 
convergencias o divergencias, concentración o dispersión. Estos resultados 
se presentan en la sección “Mapeo general”. 

En un segundo momento se procedió a identificar aquellos artículos más 
relevantes para el objetivo de nuestro estudio. Es decir, aquellos que com-
partiesen un interés por emplear o explorar el uso de conceptos de teoría 
institucional para el diseño de procesos y senderos de cambio de largo pla-
zo, escenarios o generación de recomendaciones de política de largo aliento. 
De esta manera seleccionamos 35 artículos. 

En una tercera etapa se revisaron nuevamente el nombre de la revista, tí-
tulos, resúmenes y palabras clave (y, en la medida de lo posible, el texto com-
pleto, 30%) para explorar los criterios de clasificación más relevantes. Durante 
esta clasificación se identificaron autores relevantes sobre los que se busca-
ron publicaciones adicionales fuera de Web of Science que nos permitieran 
documentar su enfoque. De esta manera, la base de documentos de nuestro 
análisis cualitativo en profundidad creció a 52 documentos.
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Resultados

Mapeo general

El siguiente mapeo se realizó sobre una base de 409 artículos de investiga-
ción publicados entre los años 2000 y 2020.

Interés temporal. Dentro de nuestro periodo de observación de 20 años, 
las publicaciones reflejan el creciente interés del estudio del cambio institu-
cional por incorporar conceptos y herramientas para el estudio del futuro a 
partir del 2006 y más notoriamente a partir del 2015. En estos últimos cinco 
años se concentró el 50.8% del total de publicaciones.

Nacionalidad de los autores. Al identificar la nacionalidad de los autores 
se detectó una procedencia de 71 países. Sobresale la participación de in-
vestigadores estadounidenses, ya que uno de cada tres autores tiene esta 
nacionalidad (133). El segundo grupo más importante está compuesto por 
autores originarios de Inglaterra, Alemania, Países Bajos, China, Canadá, 
Australia, Suecia, Finlandia y Francia (301), mostrando una ligera concentra-
ción en los dos primeros.

Financiamiento de los proyectos. Se detectó la participación de 266 agen-
cias de financiamiento. No obstante que la mayor parte de los autores es es-
tadunidense, la mayor cantidad de agencias de financiamiento es de origen 
europeo. Entre las 10 principales identificamos que cinco son europeas, tres 
estadounidenses, una china y una australiana.

Organizaciones de adscripción. Se registró un total de 587 organizaciones 
de adscripción y una gran dispersión de investigadores a lo largo de las mis-
mas, sin que ninguna representara un porcentaje significativo. En todo caso, 
las dos universidades con mayor número de investigadores fueron la Uni-
versity of London (16 ocurrencias) y el University of California System (15 
ocurrencias). Después de ellas, las siguientes ocho en orden de importancia 
son: La Humboldt University of Berlin, la Lund University, la Wageningen 
University Research, la Arizona State University, la Arizona State University 
Tempe, la University of Oxford, la Vrije Universiteit Amsterdam y la Max 
Planck Society (Tabla 1).
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Tabla 1.

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Web of Science (consultados el 21 
abril 2021).

Principales autores. Se observa una gran dispersión. Destacan dos autores 
con tres artículos cada uno y 32 autores con un par de artículos, el resto 
cuenta solamente con una publicación.

Entre los dos principales se encuentran Ulan Kasymov, de la Humboldt 
University of Berlin y del Technische Universitat Dresden. Cuenta en total 
con 13 publicaciones en Web of Science y entre sus temas principales se 
encuentra el de la gobernanza de recursos de uso común.
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El otro autor con tres publicaciones es Tobias Kuemmerle, quien también 
está adscrito a la Humboldt University of Berlin, quien aparece como primer 
autor de 23 publiciones (de un total de 196) en la base de Web of Science. Su 
área general de investigación se relaciona con la conservación de recursos 
forestales y se ha vinculado con nuestro tema de interés a través de sus 
publicaciones sobre el análisis de los impactos de cambios en sistemas so-
cio-económicos sobre áreas naturales.

Revistas. Con respecto a las revistas, también se registró una amplia dis-
persión, dado que en las 274 fuentes identificadas no se observó concentra-
ción significativa en algún grupo o revista en particular. Sin embargo, hay un 
pequeño grupo de 21 revistas que se destacan por presentar cierta concen-
tración relativa. En ellas, dos publicaron ocho artículos cada una, se trata de 
Global Environmental Change Human and Policy Dimensions, y de Land Use 
Policy.Tres revistas publicaron seis artículos cada una (Ecology and Society, 
Environmental Science Policy y Sustainability). Mientras que siete revistas 
publicaron cinco artículos cada una, sus temas abordan las polítcas públicas 
y el desarrollo. En tanto que nueve revistas publicaron cuatro artículos cada 
una en los temas de economía, ecológica, gestión y producción sustentable.

Categorías de las revistas. Las 274 revistas de nuestra base pertenecen 
a un total de 72 categorías del sistema de Web of Science. Aquí observamos 
una concentración mayor que en los rubros anteriores. Las primeras 20 pa-
recieran agrupar a una cantidad representativa de las revistas de nuestra 
base. En este subgrupo se destacan las categorías relacionadas con temas 
ambientales, en primer lugar con temas interdisciplinarios de ciencias so-
ciales y espaciales en segundo; y con temas económico-administrativos en 
tercero.

Dentro de las temáticas ambientales, las seis categorías con mayor parti-
cipación son: estudios ambientales, ciencias ambientales, ecología, ciencia 
y tecnología verde y sustentable, salud ocupacional pública y ambiente e 
ingeniería ambiental (Tabla 2). 
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Tabla 2.

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Web of Science (consultados el 21 
abril 2021).

Áreas de investigación de los artículos. Los temas de investigación de los 
artículos quedaron agrupados en un total de 52 áreas de investigación del 
sistema de Web of Science. En este caso destacan las áreas de economía y 
negocios con 52 revistas (29%), ecología y ciencias ambientales con 109 re-
vistas (26%), leyes y gobierno con 70 revistas (17%).
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Observaciones
No encontramos que nuestro tema de interés se haya cultivado de forma 
sistemática en algún grupo de revistas en particular, organizaciones o grupo 
de autores. Se observa, sin embargo, un interés reciente y en aumento sobre 
este tema, pero disperso en una amplia lista de revistas y por un amplio 
grupo de autores pertenecientes a muy diversas universidades. Este grupo 
no parece estar trabajando en coautoría o citándose entre sí.

Categorías metodológicas para una clasificación
Una vez que se concluyó el mapeo general de nuestra base con 409 artículos 
y que se identificó la preferencia por las temáticas de sustentabilidad, polí-
ticas públicas, estudios económicos, administrativos y espaciales nos dimos 
cuenta de que sólo una fracción de los artículos (35) compartían nuestra 
agenda de investigación sobre el empleo de conceptos institucionales para 
apoyar la planeación de largo plazo, mediante el diseño de trayectos de 
trayectorias o escenarios prospectivos. El resto de artículos tenía otra pre-
ocupación central, frecuentemente relacionada con el estudio del cambio 
institucional de largo plazo en contextos históricos y lo aprovechaba para 
discurrir en torno a problemas del presente;, de forma que sólo compartían, 
de manera secundaria, un interés por las implicaciones hacia el futuro.

Sobre esta nueva base más acotada, se procedió a realizar una revisión 
cuidadosa de los abtrascts y contenidos de los artículos con la finalidad de 
responder a las siguientes preguntas:

a)	 ¿El abordaje del problema parte de la teoría institucional o de los 
estudios de futuros?

b)	 ¿Cuál es su objeto de estudio?

c)	 ¿Se adscribe a algún enfoque teórico particular?

d)	 ¿Propone nuevos conceptos?

e)	 ¿Presenta alguna propuesta metodológica?

f)	 ¿Realiza recomendaciones de política?
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En esta etapa de la investigación, la respuesta a estas preguntas se ha 
dado a través de codificaciones gruesas, que serán afinadas de manera ite-
rativa conforme se continúe procesando la información:

a)	 Punto de partida. Los abordajes que provienen de los estudios insti-
tucionales constituyeron la categoría más numerosa; dentro de ellos 
predominan las políticas públicas que utilizan conceptos de alguna 
escuela institucionalista; particularmente, se inscriben en lo que de-
nominan “políticas para la transición ambiental” (aprox. 50 %). Un 
segundo grupo mostró un interés equilibrado entre las preocupacio-
nes por la generación de metodologías de análisis institucional y la 
maduración de metodologías prospectivas (aprox. 30%). Un tercer 
grupo aborda sus objetos de estudio desde la economía institucional, 
frecuentemente dentro de lo que denominan “economía ambiental” 
o “economía de la energía” (aprox. 30%). 

b)	 Objeto de estudio. Se identificaron tres grandes categorías: los que 
fundamentan su trabajo en una base empírica sectorial para la cual 
desean generar recomendaciones; los que ponen el acento en con-
ceptos y métodos de análisis y los que abordan alguna función o ins-
titución social. En el primer caso predominaron sectores relaciona-
dos con la explotación de recursos naturales (pastizales, forestales, 
acuícolas, energéticos); en el segundo caso, cobraron relevancia los 
que enriquecen los métodos para el análisis y diseño de escenarios 
socio-técnicos que contribuyan a afinar políticas para la transición 
sustentable. En el tercer caso cobró notoriedad el análisis de funcio-
nes sociales o instituciones como la protección de la privacidad o 
bien la regulación del hábito de fumar.

c)	 Escuela teórica. El institucionalismo histórico constituye una base 
común para un sector amplio de artículos, frecuentemente comple-
mentado con el enfoque de la gobernanza ambiental. En segundo 
lugar, emergen conceptos de la economía evolutiva, vinculados con 
estudios sociales de ciencia y la tecnología. Buena parte de los artí-
culos que comparten esta influencia dialogan con autores que se en-
marcan en la corriente de las transiciones socio-técnicas. Otro grupo 
se inserta en la corriente del institucionalismo discursivo o ideacio-
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nal; en tanto que otro grupo de artículos se enmarcó en la corriente 
de costos de transacción y la modelación de recursos de uso común 
propia de la economía neoinstitucional.

d)	 Aportes conceptuales. Solamente en uno de los casos se ha encon-
trado hasta el momento un constructo. Se trata de “Anticipatory Ins-
titutionalism”, desarrollado en años recientes por el finlandés Matti 
Minkkinen. Este autor toma conceptos institucionales para analizar 
y emplear narrativas en el diseño de trayectorias y escenarios de cor-
to a mediano plazo. En la mayoría de los casos, los justifican y argu-
mentan sobre la necesidad de complementar enfoques cuantitativos 
y cualitativos para el análisis institucional de futuros.

e)	 Aportes metodológicos. Se destacan los llamados por aterrizar con-
ceptos de los niveles macro y meso, del análisis económico y social 
a elementos micro que faciliten el ajuste y corrección de políticas 
mientras se implementan. En este sentido se propone una mayor 
evaluación de los efectos de las políticas sobre las organizaciones en 
territorios o geografías institucionales específicas. Han sido intere-
santes las propuestas para profundizar el estudio de la “gobernanza 
proyectalista” para complementar las interacciones entre los proyec-
tos y otros niveles institucionales. Las propuestas para incorporar el 
análisis del discurso dentro de enfoques y corrientes que han sido 
predominantemente cuantitativas también fueron identificadas.

f)	 Propuestas de política. Aproximadamente la mitad de los artículos 
identificaron un interlocutor en la esfera de la toma de decisiones, ade-
más de sus pares académicos; mientras que la otra mitad parece úni-
camente generar recomendaciones de carácter teórico o metodológico.

Dos propuestas relevantes
Sobresalen dos enfoques originales novedosos que constituyen promisorias 
líneas de investigación para profundizar las complementariedades entre los 
estudios institucionales y los estudios del futuro.

El primero es la propuesta de Matti Minkkinen (2015, 2019, 2020) alrede-
dor del constructo de “Anticipatory Institutionalism”, el cual resulta de la 
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integración de Institucionalismo histórico con institucionalismo discursivo. 
En este caso, se analiza la construcción de redes y coaliciones en torno de 
narrativas específicas (storylines) sobre las consecuencias futuras de deter-
minadas políticas y regulaciones. La evidencia proviene de la regulación del 
uso de datos personales y la construcción institucional de la figura de pro-
tección a la privacidad (Minkkinen, 2020, p. 68).

En términos metodológicos, Minkkinen realiza una original propuesta 
para analizar la construcción institucional de discursos a través de una ti-
pología propia de cinco niveles de conciencia del futuro (Ahvenharju et al., 
2018). Para ello, el autor rescató tradiciones académicas de abordaje de estu-
dios del futuro entre las que se encuentran la orientación al futuro, la acti-
tud prospectiva, la anticipación, la prospección, la proyectividad y la litera-
cidad de futuros, y las interpretó a la luz de las clasificaciones desarrolladas 
por Sande (1972) y Lombardo (2006, 2007, 2008, 2011, 2014, 2016, 2017) sobre 
las dimensiones de la conciencia sobre el futuro, logrando sintetizar cinco 
dimensiones genéricas que ha logrado operacionalizar: perspectiva tempo-
ral, creencias del agente, apertura a alternativas, percepción de sistemas y 
preocupación por otros (Minkkinen, 2020, p. 69). 

El segundo enfoque es el de Johan af Rosenschold, en torno a los proyec-
tos de corto plazo, como ente organizacional y en última instancia institu-
cional. Su interés se enmarca en la política ambiental y en sus metas de lar-
go plazo y se vale del enfoque de la gobernanza para analizar el fomento de 
proyectos como una interfase que vincula los intereses de diversos actores. 
El autor parte del cuestionamiento a las políticas que fijan metas ambienta-
les de largo plazo y que delegan en distintas agencias su consecución a par-
tir del financiamiento a proyectos diversos, pero que se olvidan de evaluar 
los impactos de un conjunto muy amplio de proyectos atomizados sobre las 
organizaciones y otros niveles de la estructura institucional.

El autor propone desarrollar métodos y tipologías para evaluar la influen-
cia de amplios conjuntos de proyectos heterogéneos sobre organizaciones 
más estables y sobre el proceso de cambio institucional. En una primera 
etapa, el autor logra desarrollar una tipología de tres tipos de proyectos: 
mecanicistas, orgánicos y adaptativos (Rosenschold, 2019).
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Esta investigación en curso continúa identificando aportes originales y 
explorando ejes conceptuales para mapear los acercamientos entre la teoría 
institucional y la concepción de futuros deseables.

Conclusión
Esta primera exploración nos permitió identificar las siguientes tendencias:

El interés por el futuro al interior de los estudios sobre el cambio institu-
cional se inicia a finales de la década de 1990 y se acelera notablemente en 
los últimos cinco años, a partir del 2015.

La comunidad interesada en el tema se encuentra dispersa en un amplio 
número de países, en donde comienzan a destacar Estados Unidos, Inglate-
rra y Alemania. Los investigadores se encuentran adscritos a un muy amplio 
abanico de universidades, en donde apenas sobresalen la Universidad de 
Londres y la de California; y publican una lista bastante dispersa de revis-
tas. Dentro de dicha dispersión, sin embargo, emerge un claro interés por 
el empleo de enfoques institucionales para el estudio de las transiciones 
ambientales y energéticas, como uno de los principales temas.

Predominan conceptos provenientes del institucionalismo histórico, el 
discursivo, la economía evolutiva y el nuevo institucionalismo económico. 
En su mayor parte han sido empleados para abordar problemas de política 
pública y gobernanza sectorial. Mientras que sólo unos pocos logran hacer 
propuestas de conceptos o metodologías, la mayoría ensaya la articulación 
de conceptos institucionales para el diseño de escenarios de futuro o hace 
llamados para complementar ambos enfoques.

Estamos conscientes que esta primera exploración se ha enfocado en una 
metodología en particular (con sus alcances y limitaciones) y en una base de 
datos que concentra revistas de alto nivel académico y por lo tanto hemos po-
dido observar sólo la punta del iceberg de lo que seguramente es un esfuerzo 
más amplio de interconexión entre nuestras dos áreas de interés.

El trabajo nos abre la puerta para seguir explorando bajo nuevos térmi-
nos y profundizando en enfoques y autores más allá de las palabras clave 
con las que hemos iniciado nuestro mapeo. 
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Reflexiones
Esta primera exploración sobre las aplicaciones de teoría institucional para 
la concepción de senderos y escenarios del futuro ha estado motivada en la 
aspiración por contar con conceptos y modelos heurísticos que ayuden a di-
versos actores a transformar estructuras institucionales en aras de futuros 
deseables construidos colectivamente.

Los procesos de tránsito hacia nuevos regímenes institucionales no sólo 
requieren reconocer las complementariedades entre órdenes económicos, 
políticos, tecnológicos y sociales ni tampoco es suficiente con observar las 
interacciones entre las reglas formales e informales, el cambio gradual o 
el discontinuo, por nombrar sólo algunas de las principales categorías de 
nuestro campo de estudio, requieren, en nuestro entender, de conceptos, 
modelos y metodologías que nos ayuden a clarificar y simplificar lo que he-
mos tendido a denominar problemas complejos.

En este proceso es necesario, por ejemplo, modelar para distintos agen-
tes o actores, el vector de comportamiento resultante de la interacción de 
diferentes sistemas de incentivos de sistemas de reglas que permanecen en 
el imaginario de lo plausible. Consideramos que el trabajo acumulado hasta 
el momento entre ambas esferas de conocimiento (estudios instituciona-
les y de futuro) tiene ya una serie de conceptos y métodos susceptibles de 
combinarse para plantear una agenda académica sobre la construcción ins-
titucional de futuros, sean estos deseables o bien motivo de preocupación.

Surgen preguntas sobre la posibilidad de anticipar el cambio institucio-
nal y en qué horizontes y a qué escalas. Es posible diseñar instituciones 
para ayudar a la conducción de futuros deseables.

Si bien el mapeo realizado hasta el momento ha revelado dispersión y 
falta de conectividad en general, hemos encontrado unos pocos documen-
tos seminales que están haciendo frente al reto de proponer herramientas 
conceptuales para lidiar con la transición de sistemas, y dan cuenta del na-
cimiento de una agenda integrativa de investigación para la construcción 
institucional de futuros.
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